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Ana María Vides Castro <anavidesjudiciales@gmail.com>

OTORGAMIENTO de poder para presentación de Tutela
ARTEAGA OSORIO, ERNEY CAMILO <ecarteaga@unicesar.edu.co> 30 de julio de 2023, 21:21
Para: anavidesjudiciales@gmail.com

HONORABLES MAGISTRADOS (REPARTO)
TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA SALA ESPECIALIZADA EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS

 
 
REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA
ACCIONANTES: EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, C.C. 15.170.544 Y ULPIANO OSORIO, C.C. 5.136.660
ACCIONADO: JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR
 
 
 
ASUNTO: OTORGAMIENTO PODER  
                                                            
 
EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, ciudadanos(a) colombianos(a), mayores de edad, identificados con cédula de ciudadanía N° 15.170.544
y  N° 5.136.660, respectivamente,  en los términos establecidos en el marco de la Restitución de Tierras de la ley 1448 del 2011, Decretos Reglamentarios, Sentencias de
Constitucionalidad y demás normatividad, concurro a su Despacho para  manifestarle que confiero poder especial, amplio y suficiente a la doctor (a) ANA MARIA VIDES
CASTRO , abogado (a) titulado (a), identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de su firma,  para que en nuestra representación presente ACCIÓN DE
TUTELA en contra del  JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR. Conforme a lo dispuesto
en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con el Decreto 2591 de 1991, por la vulneración a nuestros derechos fundamentales al 
DEBIDO PROCESO, AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, DEFENSA Y CONTRADICCIÓN los cuales están siendo vulnerados y desconocidos por las
providencias judiciales dictadas dentro del proceso Radicado: N° 20001-3121-002-2016-00180-00.
 
 
En ejercicio del poder conferido a nuestro apoderado queda ampliamente facultado para realizar todos los actos tendientes a la mejor defensa de nuestros derechos e
intereses, dentro de los cuales se resaltan las siguientes facultades: representarme a lo largo del proceso, notificarse de cualquier actuación, retirar oficios y demás
documentos, tachar por falsedad medios de prueba, interponer y sustentar recursos, conciliar, transar, desistir, sustituir, reasumir, renunciar y en general ejecutar todos los
actos procesales a que hubiere lugar conforme al artículo 77 ibídem del C.G.P., para el cabal cumplimiento del mandato y la defensa de mis derechos sin que pueda
argüirse que mi apoderado carece poder suficiente para actuar. 
 
 
 
Cordialmente,                                                                                    

 

 

_____________________                                                           

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

C.C 15.170.544

correo: ecarteaga@Unicesar.edu.co

Tel: 311 6859845

Este correo no representa posición oficial de la Universidad Popular del Cesar, por lo que esta no adquiere ninguna responsabilidad por su contenido, salvo en el caso de
funcionarios en ejercicio de atribuciones reglamentarias. Puede provenir de una cuenta ofrecida a funcionarios, docentes o estudiantes, como parte del proceso y en tal
situación el mensaje como sus anexos son estrictamente confidenciales. 
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ASUNTO: OTORGAMIENTO PODER  
                                                            
 
EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, ciudadanos(a) colombianos(a), mayores de edad, identificados con cédula de ciudadanía N° 15.170.544
y  N° 5.136.660, respectivamente,  en los términos establecidos en el marco de la Restitución de Tierras de la ley 1448 del 2011, Decretos Reglamentarios, Sentencias de
Constitucionalidad y demás normatividad, concurro a su Despacho para  manifestarle que confiero poder especial, amplio y suficiente a la doctor (a) ANA MARIA VIDES
CASTRO , abogado (a) titulado (a), identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de su firma,  para que en nuestra representación presente ACCIÓN DE
TUTELA en contra del  JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR. Conforme a lo dispuesto
en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con el Decreto 2591 de 1991, por la vulneración a nuestros derechos fundamentales al 
DEBIDO PROCESO, AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, DEFENSA Y CONTRADICCIÓN los cuales están siendo vulnerados y desconocidos por las
providencias judiciales dictadas dentro del proceso Radicado: N° 20001-3121-002-2016-00180-00.
 
 
En ejercicio del poder conferido a nuestro apoderado queda ampliamente facultado para realizar todos los actos tendientes a la mejor defensa de nuestros derechos e
intereses, dentro de los cuales se resaltan las siguientes facultades: representarme a lo largo del proceso, notificarse de cualquier actuación, retirar oficios y demás
documentos, tachar por falsedad medios de prueba, interponer y sustentar recursos, conciliar, transar, desistir, sustituir, reasumir, renunciar y en general ejecutar todos los
actos procesales a que hubiere lugar conforme al artículo 77 ibídem del C.G.P., para el cabal cumplimiento del mandato y la defensa de mis derechos sin que pueda
argüirse que mi apoderado carece poder suficiente para actuar. 
 
 
 
Cordialmente,                                                                                    

 

 

 

_____________________                                                           

ULPIANO OSORIO                                                                                              

C.C 5.136.660                                                                                  

correo: ecarteaga@Unicesar.edu.co

Tel: 316 694 6697 -314 476 8503

Este correo no representa posición oficial de la Universidad Popular del Cesar, por lo que esta no adquiere ninguna responsabilidad por su contenido, salvo en el caso de
funcionarios en ejercicio de atribuciones reglamentarias. Puede provenir de una cuenta ofrecida a funcionarios, docentes o estudiantes, como parte del proceso y en tal
situación el mensaje como sus anexos son estrictamente confidenciales. 
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ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA

Honorables Magistrados (reparto)

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA SALA ESPECIALIZADA EN

RESTITUCIÓN DE TIERRAS

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA

ACCIONANTES: EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, C.C. 15.170.544 Y ULPIANO OSORIO,

C.C. 5.136.660

ACCIONADO: JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN

DE TIERRAS DE VALLEDUPAR

Cordial saludo,

ANA MARIA VIDES CASTRO, mayor de edad, con domicilio y residencia en la ciudad de

Valledupar, identificada con la CC. No 1.065.595.004, expedida Valledupar y Tarjeta Profesional N°

237139 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada judicial de los Señores

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, (identificado con cédula de ciudadanía N° 15.170.544 y

ULPIANO OSORIO, identificado cédula de ciudadanía N° 5.136.660 ,respetuosamente acudimos a

su despacho con el fin de interponer ACCIÓN DE TUTELA conforme a lo dispuesto en el artículo 86

de la Constitución Política de Colombia, en concordancia con el Decreto 2591 de 1991, en contra del

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS

DE VALLEDUPAR, por la vulneración a los derechos fundamentales DEBIDO PROCESO y AL

ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, los cuales están siendo vulnerados y

desconocidos en las referidas decisiones judiciales dentro del proceso radicado N°

20001-3121-002-2016-00180-00.

Lo anterior, teniendo en cuenta que dichos pronunciamientos adolecen de i) defecto fáctico al no

valorar adecuadamente el material probatorio y omitir la apreciación de elementos demostrativos

adjuntados al expediente; ii) defecto por desconocimiento del precedente jurisprudencial de la

sentencia C-330 de 2016 proferida por la Corte Constitucional y iii) defecto sustantivo en la

interpretación Impertinente frente a la notificación personal y emplazamientos persona

indeterminadas.

I. PRETENSIONES:

PRIMERA. TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración

de justicia a los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, vulnerados

por las siguientes decisiones adoptada por el Juzgado Segundo Civil del Circuito Especializado en

Restitución de Tierras de Valledupar, dentro del proceso radicado bajo el No.

20001-3121-002-2016-00180-00.

I) Auto Interlocutorio de fecha 10 de octubre de 2022, mediante el cual se negó la solicitud Nulidad

de la sentencia adiada el 13 de noviembre de 2020.

II) Auto Interlocutorio de fecha 30 de enero de 2023 por medio del cual se decidió no reponer el auto

de fecha 10 de octubre de 2022.

III) Sentencia de calenda 13 de noviembre de 2020

SEGUNDA. En consecuencia, de lo anterior, se solicita DEJAR sin efectos jurídicos los autos

Interlocutorios antes mencionados proferidos por el Juzgado Segundo Civil del Circuito

Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar.
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TERCERA. ORDENAR al Juzgado Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de

Tierras de Valledupar, en su lugar declare la nulidad de la sentencia adiada el 13 de noviembre de

2020 proferida en el proceso radicado N° 20001-3121-002-2016-00180-, se notifique y vincule

debidamente los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, como

tercero interesado en las resultas del proceso mencionado, y se continúe con el trámite judicial del

proceso de restitución de derechos de restitución y formalización correspondiente, en los términos

que prescribe la Ley 1448 de 2011.

Las anteriores pretensiones se fundamentan en los siguientes:

II. HECHOS Y OMISIONES:

Los hechos en que se fundamenta la presente acción de amparo constitucional, son los siguientes:

PRIMERO: Los autos y sentencia enjuiciados proferidos dentro del proceso judicial Rad

20001-3121-002-2016-00180 seguido ante gado Segundo Civil del Circuito Especializado en

Restitución de Tierras de Valledupar violentó los derechos de los accionantes del DEBIDO

PROCESO, DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICIÓN; y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE

JUSTICIA. Pues dentro de la instrucción del mismo se puede vislumbrar claramente que el predio

Sol y Sombra se traslapa con el predio que venía explotando mis defendidos del 2015 a octubre

de 2021 cuando realizan la entrega material del mismo. Pues reposa denuncia penal y querella

policiva folios 45-56 presentadas por el solicitante (FIDEL YEPES) a las personas que vendieron

(ANA GILMA ARRIETA y JAIRO TEJEIRA) a los accionantes. Asimismo, de las diligencias de

inspección judicial y entrega material del predio reclamado, se constató que había actividades de

ganadería, un predio asistido y con buenas cercas que dividían el predio, según las reglas de la sana

critica un predio abandonado o solo no se encuentra limpio de maleza y con cercas en buen estado.

Circunstancias estas que fueron advertidas por el H. Tribunal de Cartagena en providencia del 18 de

diciembre de 2018, cuando realiza la devolución del mismo, para verificar precisamente y se

integrara debidamente el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás

terceros con interés”, y que a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO

TEJEIRA, quienes en interrogatorio indicaron que vendieron el predio, pero nunca se indagó a quien

se le vendió, así como tampoco ser verificó por el Despacho o comisión en campo quien explotaba

realmente el área de terreno restituida. Lo que conllevó a que profiriera una sentencia violatoria del

debido proceso. Los sucesos en orden cronológicos son los siguientes:

SEGUNDO:El primero (1) de septiembre del año 2015, mediante contrato de compraventa, el señor

ULPIANO OSORIO, padre del señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, realizó una compra a

la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS de un terreno comprendido con 40 hectáreas ubicado en

la vereda la victoria, jurisdicción del municipio de El Copey.

TERCERO:: Las 40 Hectáreas antes mencionadas están conformadas de la siguiente forma: El

primer lote de 24 hectáreas, que hoy por hoy se encuentra registrado con folio de matrícula

inmobiliaria 190-51500 denominados Los Laureles, formalizados por medio de Escritura Pública No.

104 del 30 de enero de 2020, luego de un proceso de restitución de tierras; y el segundo lote,

conformado por 16 hectáreas, el cual NO se encuentra formalizado, terreno sobre el cual los

tutelantes venían ejerciendo ocupación y explotación desde su adquisición año 2015 hasta octubre

de 2021 cuando se realiza entrega de este terreno al señor FIDEL ANTONIO YEPEZ en virtud de la

sentencia diada el 13 de noviembre de 2020 proferida por el Juzgado accionado.

CUARTO :El señor ULPIANO OSORIO se encontró inmerso en calidad de opositor en el proceso de

Restitución de tierras identificado con Radicado No. 20001-31-21-001-2018-00060-00, seguido la

parte instructiva ante el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras y

posteriormente competencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala

especializada en Restitución de tierras, donde se pretendía la Restitución del predio denominado
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“Los Laureles” (el cual se mencionó en líneas anteriores) . En sentencia adiada el 28 de mayo de

2019, se decidió negar el amparo al derecho a la restitución de tierras de la solicitud de restitución

impetrada por la URT y por ende el señor ULPIANO OSORIO decidió, para evitar conflictos futuros,

realizar la formalización del predio Los Laureles, la cual se dio por medio de la Escritura Pública No.

104 del 30 de enero de 2020.

QUINTO: Con las 16 hectáreas restantes de las 40 hectáreas adquiridas, el señor EDGAR

ANTONIO OSORIO PACHECO, hijo del señor ULPIANO OSORIO, realizó nuevamente contrato de

promesa de compraventa, de fecha 30 de enero de 2020, recalcando que aun así la posesión de

este fundo se ejercía desde el 2015 con la adquisición de las 40 hectáreas en el que estaba inmerso.

Este nuevo contrato se realizo para refrendar la negociación del año 2015 y teniendo en cuenta que

esta porción de terreno no tenía título (estos campesinos entendieron que realizar un nuevo contrato,

esta vez por las 16 hectáreas asegurarían su inversión)

SEXTO: En Sentencia adiada del 13 de noviembre de 2020 el Juzgado Segundo Civil del Circuito

Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar protegió el derecho fundamental de

Restitución de Tierras a los señores FIDEL ANTONIO YEPES y JOSEFA MARÍA MENDOZA DE

LEÓN sobre el predio denominado “Sol y Sombra”, ubicado en el predio de mayor extensión “La

Vereda”, identificado con FMI No. 190-159128, ubicado en el corregimiento de Caracolicito del

municipio de EL Copey, Cesar dentro del proceso radicado N° 20001-3121-002-2016-00180-00.

SÉPTIMO: El día 08 de octubre del año 2021, una vez fue restituido el mencionado inmueble, la

familia OSORIO PACHECO se dio cuenta que existe un traslape entre el predio “sol y sombra” y

las 16 hectáreas donde venían ejerciendo posesión y explotación desde el 2015 y nunca fue

advertido de la existencia del mencionado proceso a fin de presentarse como opositor, y así ejercer

su derecho de contradicción y/o defensa por las hectáreas que se traslapan con dicha solicitud y que

fueron restituidas.

OCTAVO: Teniendo en cuenta lo descrito, el 22 de abril de 2022, a través de apoderado judicial, se

presentó solicitud NULIDAD DE SENTENCIA POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN, señalando, entre

otras cosas, los puntos que brevemente se han discutido en este escrito y solicitando, además, la

apertura del periodo probatorio a fin de que el juzgado decretara la práctica de pruebas para la

verificación del traslape entre los mencionados predios. El día 10 de octubre de 2022, el Juzgado

Segundo Civil del Circuito especializado en Restitución de Tierras de Valledupar, profirió auto

negando la solicitud de nulidad impetrada y no decretando por “innecesarias” las pruebas de

solicitud de informe dirigidas al Área Catastral de la UAEGRTD y al IGAC.

NOVENO: Para la negación por parte del Despacho se realizaron las siguientes consideraciones

- “dentro del trámite adelantado en el curso del proceso identificado con radicado

2016-00180-00 se surtieron todas las actuaciones que legalmente corresponde en aras de una

debida integración del contradictorio y, en garantía de los derechos al debido proceso, de

contradicción y defensa de todas las personas que eventualmente pudieren resultar afectadas con

las resultas del mismo”

- “los deprecantes EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO al no haber

sido identificados al momento de la admisión de acuerdo con el libelo mandatorio ni en el curso del

proceso como sujetos con interés en el presente asunto, se entienden notificados mediante

emplazamiento efectuado, dentro de los denominados sujetos indeterminados. Bajo tal criterio, la

solicitud de nulidad planteada será negada por el despacho.”

- “Tuvieron entonces, la oportunidad de pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y

presentar oposición dentro del término legal concedido para ello sin que tales actuaciones hubieren

sido desplegadas.”

Oficina en la Calle 13B N° 6-136 Valledupar-Cesar
-318 571 4463- 304 5397994 anavidesjudiciales@gmail.com

mailto:anavidesjudiciales@gmail.com


ANA MARIA VIDES CASTRO
Abogada Especialista en Derecho Administrativo 
Universidad Externado de Colombia 

- “Así las cosas, se tiene tal como lo establece la precitada norma, que el efecto del acto

procesal cumplió su finalidad, esto es, poner en conocimiento de los sujetos indeterminados que

pudieren eventualmente verse afectados o interesados en las resultas del proceso, la actuación que

se adelantaba; garantizando su derecho fundamental al debido proceso, dándoles oportunidad de

ejercer su derecho de contradicción y defensa. En estos términos quedaría saneada de cualquier

forma la nulidad alegada en la presente oportunidad”

- “Así pues, se concluyó que el predio Sol y Sombra (polígono en estado definitivo) no

presenta traslape con el predio denominado “Laureles”.(subrayado por fuera de texto original)

Auto sobre el cual se presentó recurso de reposición resuelto por el juzgado Segundo mediante

proveído de fecha 30 de enero de 2023 por medio del cual se decidió no reponer el auto de fecha

10 de octubre de 2022.

DÉCIMO: Teniendo en cuenta que, si bien el emplazamiento se surte para colocar en conocimiento a

personas indeterminadas, en la práctica y por precedente judicial de este Despacho y de los demás

juzgados de restitución de tierras, así como del Tribunal Superior de Cartagena – Sala Especializada

en Restitución de Tierras, se ordena la vinculación de las personas que se encuentren en el

predio objeto de reclamación independientemente de que se haya realizado la publicación.

Esto con el fin de proteger su debido proceso derecho de contradicción y defensa. Recuerde señoría

que estamos frente a personas vulnerables de escasos estudios que el rigorismo y formalismo de

proceso que se le está imponiendo por parte del Despacho contraría los mandatos de la corte en

sentencia C 330/16 en cuanto a la flexibilización con personas vulnerables.

Igualmente es dable resaltar y no menos importante que el emplazamiento efectuado, en las

publicaciones en radio del EMPLAZAMIENTO (folios 160 y 161 del expediente digital 106 a 108 del

expediente físico), dan cuenta clara que se elabora el emplazamiento de un predio “sol y sombra”

nombre con el que solo conoce el terreno el solicitante, pues nadie en la región ni los mismos ANA

GILMA y JAIRO TEJEIRO al momento de su interrogatorio lo reconocen y de un folio de matrícula

inmobiliaria aperturado por la URT durante el trámite administrativo. Pues mis defendidos, así como

Ana Gilma y Jairo reconocen este solo como Lote del predio Los Laureles.

Por otra parte, en el Edicto emplazatorio del folio 109 se hace mención a los linderos del predio,

pero NO a las coordenadas del predio, entonces si es un predio que comúnmente no se conoce

en la zona con el nombre de “sol y sombra” ni con el FMI (pues fue aperturado en etapa

administrativa) lo mínimo que debió hacerse para poder ser identificado por “terceros con interés” a

través del emplazamiento fue haberse efectuado con la publicación de la Coordenadas del predio.

Por lo tanto esta publicación del Edicto es invalida y lesiona los derechos fundamentales del

DEBIDO PROCESO, DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICIÓN; y ACCESO A LA

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

En el emplazamiento se hace referencia al numeral 2.1 de la Unidad de Restitución de Tierras

georreferenciación, pero en la publicación efectuada en el edicto hacen referencia solo a los linderos

que contienen los puntos por ejemplo el 10001-3 no tiene consignada la coordenada o ubicación,

porque esos linderos solo son útiles cuando ya se tiene identificado el predio, y estos números solo

corresponden a mojones que se utilizan para el levantamiento topográfico; necesariamente se

necesitan las coordenadas geográficas y/o coordenadas planas para poderlo identificar; porque en el

edicto no se incluye el levantamiento topográfico y cual fue el cuadro de coordenadas que se

colocaron en los mojones utilizados.

Así las cosas, difícilmente podría una persona al leer el edicto publicado en la prensa o escuchar la

radio identificar que se trata de un predio donde tiene interés legítimo; pues ni el nombre, ni el folio ni

los linderos le pueden ser familiares.
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Se reitera el predio “sol y sombra” no es conocido en la zona por nadie más que los solicitantes; y el

FMI tampoco podría predicarse de conocimiento de ningún tercero con interés al ser un Folio

aperturado para el cumplimiento de un requisito para la demanda, por tanto, los Señores Edgar y

Ulpiano Osorio no tenían como enterarse de este trámite.

DÉCIMO PRIMERO: En la diligencia de inspección judicial, testimonios y entrega del predio

restituido se puede resaltar los siguiente:

▪ Durante la diligencia de inspección judicial llevada a cabo adelantada en el predio objeto de

restitución el 10 de septiembre de 2018, se advierte que el Juez evidencia asistencia y la

presencia de un ganado en el predio, sin embargo este no indaga o interroga a quien

pertenece el mismo, no se oficia al ICA para verificar la marca del ganado, situación que se

repite al momento de la entrega del predio donde se encuentra el ganado y se indica que es

de un vecino sin que se constate quien brindo esa información, se omiten confirmar

realmente si es de un vecino o si en el predio efectivamente se encontraba alguien

ejerciendo explotación.

▪ En el testimonio del Señor Jairo Tapiero este indica que el predio lo vendieron por la suma

de 40 millones de pesos a un señor y no le habían entregado la escritura (minuto 15:44 en

adelante); sin embargo, ni el Juez instructor ni los demás intervinientes (abogada de la

Unidad y representante del Ministerio Público indagan a que persona le fue vendido el

mismo.

▪ En lo que respecta al testimonio de la Señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS, una vez la

Juez le indagada si la han buscado para reclamar el predio, esta indica que no porque

vendió (minuto 8:30) igualmente le preguntan sobre las hectáreas por las cuales se

encuentra comprendido el predio los laureles a lo que esta manifiesta que por 26 hectáreas

(minuto 10:37).

Pasa por alto el juez instructor que el H. Tribunal de Cartagena en providencia del 18 de diciembre

de 2018, realiza la devolución del proceso para que se verifique los traslapes del predio reclamado

y Los Laureles. De cara a esto reposan documentos en el plenario donde dan cuenta que el

solicitante FIDEL YEPES una vez intenta retornar al predio reclamado se encontró que este estaba

siendo explotado por los señores ANA GILMA ARRIETA y su esposo JAIRO TEJEIRA contra

quienes presento denuncia penal y querella policiva folios 45-56. Es decir que estos señores si

explotaban la porción de terreno del predio Sol y Sombra y que luego en 2015 venden a mis

defendidos.

Se tiene entonces que H. Tribunal de Cartagena resolvió regresar el proceso para que precisamente

se integrara debidamente el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás

terceros con interés”, y que a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO

TEJEIRA, se debió requerir al Juzgado Primero de Restitución de tierras como quiera que en el

mismo se tramitaba el proceso de los laureles donde mis representados tenían una Litis con los aquí

vinculados. Situación se repite que jamás fue informada por la URT.

DÉCIMO SEGUNDO: Asevera el Juez instructor en los autos motivos de quejas que por información

de la URT que “se concluyó que el predio Sol y Sombra (polígono en estado definitivo) no

presenta traslape con el predio denominado “Laureles.” Frente a esta aseveración del se debe

resaltar al Juez Constitucional que esta verificación fue entre el polígono del predio LOS LAURELES

(mostrado por el reclamante del proceso juzgado primero José Oscar Quintero Olivella) y el predio

SOL Y SOMBRA (mostrado por Fidel Yépez).

La URT realizó un informe pericial para constatar el traslape de los 3 predios denominados “Sol y

Sombra”, “Los Laureles” y “Santa Inés”, según informe del 16 de julio de 2019 y 3 de diciembre del

mismo año. Valga la pena aclarar a esta Agencia Judicial Constitucional que el área catastral de la
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URT para validar la información solicitada realizó su validación en oficina, es decir no fue a campo

para constatar la realidad de los mismos. Por lo que no tuvieron en cuenta un Lote de 14 hectáreas y

que viene poseyendo la familia OSORIO PACHECO desde su compra a la señora ANA GILMA

ARRIETA DUEÑAS que efectivamente se traslapa con el predio restituido del señor FIDEL

ANTONIO YÉPEZ denominado Sol y Sombra.

Tal como lo indicó la URT a través de área catastral verificó los linderos del predio Los Laureles

mostrado por el señor JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA (solicitante) de 26 has, pero la URT no

tuvo en cuenta el Lote de 16 has porque hasta ese momento este no era reclamado por QUINTERO

OLIVELLA. En otras palabras la URT valida en oficina los linderos mostrados por los solicitantes de

Los Laureles (ID 58544) y los linderos de Sol y Sombra (ID-63211) y el de Santa Inés (ID-67118).

Pero no valido en campo quien estaba explotando cada uno de ellos y si estos materialmente

se traslapaban. Pues debe tenerse en cuenta que pese a que las solicitudes de los predios Sol y

Sombra y Los Laureles no se traslapan en los polígonos georreferenciados (linderos mostrados por

los solicitantes), estos pueden en la realidad, físicamente, tener otra división como ocurre con el Lote

del 16 has que viene explotando la Familia Osorio Pacheco. Nótese que la validación que hace la

URT es de los predios reclamados (georreferenciado) y no de los predio en la actualidad del informe,

es que los predios que reclama un solicitante no necesariamente es como este en la actualidad.

La verificación que existió entre el predio Sol y Sombra y Santa Inés no fue la misma entre Sol y

Sombra y Los Laureles, debido a que el primero se verificó con delegado del reclamante y con la

ocupante actual del predio ANA MARIOTTI a saber, informe de 10 de julio 2019, en donde si hubo

acta con los colindantes.

Conforme a lo anterior, basta decir que se hace imposible por parte de mis defendidos el

conocimiento del proceso sin su debida vinculación, omisión que se encuentra afectándolos en la

explotación de sus predios y vulnerando también su derecho a la tierra. Si bien el Proceso de

Restitución de tierras se realiza con el fin de salvaguardar y responder por los derechos vulnerados

de las víctimas del conflicto, no puede recaer de forma inescrupulosa la responsabilidad sobre

personas que, además de no ser parte de dicha transgresión, son vulnerables y de escasos

recursos, donde aparte de conllevar y lidiar con lo antes mencionado, son coartados de ejercer su

derecho de contradicción y defensa frente a sus intereses.

DECIMO TERCERO: Decide el Despacho en las decisiones acusadas “NO DECRETAR, por

innecesarias, las pruebas de solicitud de informe dirigidas al Área Catastral de la Unidad de

Restitución de Tierras Despojadas Territorial Cesar Guajira y al Instituto Geográfico Agustín

Codazzi-IGAC”. Precisamente señoría la prueba técnica con personal calificado de la URT área

catastral es quien debe dar claridad al Despacho y a las partes frente a este asunto. Por lo que

negar la práctica de esta prueba no es más que violatoria al debido proceso, pues la premisa del

Despacho por el cual se niega es tener elementos de juicio, pero se evidencia de las

consideraciones que no tiene elementos de juicio para concluir

Prueba del traslape real entre el predio restituido y el predio de mis defendidos es la certificación

dada por la URT mediante oficio URT-DTCG-00170 del 02 de marzo de 2023 donde dan constancia

del plano aportado con la petición el cual corresponde al predio que venía explotando mis

defendidos desde el 2015 valga decir Los Laureles (24 has) y Lote (16 has), indicaron lo siguiente:

“DE ACUERDO CON LA INFORMACION SUMINISTRADA DE LOS PREDIOS DE SU

PERTENECIA, CUADRO DE COORDENADAS Y PLANO DE SU LEVANTAMIENTO, SE

EVIDENCIA UN TRASLAPE CON EL PREDIO DENOMINADO SOL Y SOMBRA, ID 63211,

RELACIONADO EN LA TABLA ANTERIORMENTE DESCRITA”
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DECIMO CUARTO: Se debe resaltar al Despacho Pues gran parte del sector rural de Colombia se

encuentran en informalidad, casi el 52.7%
1
. Circunstancia estas que se han convertido en la

dificultad más grande en la etapa administrativa y judicial del proceso de restitución de tierras. Se

aclara al Despacho que la venta del año 2015 de Ana Gilma a mis defendidos se promete en venta

40 has. Cuando se puede elevar a escritura pública Escritura Pública No. 104 del 30 de enero de

2020, el predio los Laureles se evidencia que este predio tiene título de 24 has y no de 40 y de la

operación lógica 40 - 24 = 16 es por esto que en medio de sus capacidades la familia Osorio

pacheco refieren en el nuevo contrato 16 has. Esto con respecto al título de propiedad Escritura

Pública pero del levantamiento topográfico realizado por la familia OSORIO PACHECO

materialmente se tiene que tienen 29 ha 4464,15 m2 con tirulo (Los Laureles) y 14 has 8250,57 m2

sin formalizar. Precisamente señoría la prueba solicitada en el incidente de nulidad promovido era

para comprobar estas dudas técnicas frente a la identificación del predio. Traslape como ya se dijo

fue corroborado por la URT tal como informo en oficio URT-DTCG-00170 del 02 de marzo de 2023

Resultaba necesario que el Despacho instructor ordenara la práctica de las pruebas solicitadas pues

las mismas son precisamente para que el Despacho valore de mejor forma la solicitud de nulidad

impetrada por ser necesarias, conducentes y pertinentes para tener mayores elementos de juicios y

verificar el Daño que se le está causado a mis apadrinados, y ahí se proceda a tomar la decisión que

en Derecho corresponda. Por lo que negar la práctica de esta prueba no es más que violatoria al

debido proceso, pues la premisa del Despacho por el cual se niega es tener elementos de juicio,

pero se evidencia de las consideraciones que no tiene elementos de juicio para concluir.

DECIMO QUINTO: Con todo lo descrito, se tiene que la jurisprudencia de la Corte Constitucional en

materia de restitución de tierras tiende a destacar el carácter de justicia transicional de este tipo de

procesos y la flexibilización de los rigorismos jurídicos, por lo que No se puede aplicar los mismos

principios de la jurisdicción civil ordinaria, en el entendido de que se están exponiendo los derechos

fundamentales de personas campesinas y vulnerables. Así pues, el juez a cargo de esta jurisdicción

especializada no puede ejecutar el derecho de forma severa e intransigente sino convertirse en un

juez constitucional. En ese sentido, los autos acusados proferidos por el Juzgado Segundo Civil

del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar, son abiertamente

contrarios a lo dispuesto por la Corte Constitucional, en cuanto a la necesidad de un proceso

judicial especial de carácter transicional, que proteja y ampare los derechos fundamentales

de las personas campesinas y vulnerables. Rogada señoría que piense de manera sensible frente a

las personas que están en juego y que descuide las estadística o firmeza de la sentencia que está

desconociendo derechos de personas igualmente vulnerables de quienes reclaman.

DÉCIMO SEXTO: Finalmente se debe indicar al Despacho que mi poderdantes son sujetos de

especial protección constitucional, el señor Ulpiano Osorio es un adulto mayor y el señor EDGAR

OSORIO se encuentra registrado en el SISBÉN en categoría de Pobreza Extrema (A1), es de

régimen subsidiado, cuenta con con una discapacidad visual de ceguera en ambos ojos como

consta en la historia médica anexada en el presente escrito. Mis defendidos, han invertido todos sus

ahorros en el predio adquirido y no cuentan con más predios sino sólo los mencionados en la

presente demanda de tutela.

Descrita la fundamentación fáctica de la acción, me permito presentar las causales especiales y

generales de procedibilidad de la acción de amparo en el presente asunto.

1
Según el informe de Informalidad de la tenencia de la tierra en Colombia 2019 Colombia cuenta con un 52,7% de informalidad en la

tenencia de la tierra. Realizado por la UPRA

https://somosupra.upra.gov.co/documents/10184/104284/01_informalidad_tenencias_tierras
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III. LAS CAUSALES GENERALES DE PROCEDIBILIDAD FRENTE A LOS SEÑORES

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO Y ULPIANO OSORIO:

a) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional
2
.

El asunto reviste de relevancia constitucional porque el debate propuesto excede el ámbito de

interpretación de las normas legales y propone una discusión acerca de I) indebida valoración de

las pruebas frente a explotación del predio restituido por parte de un tercero. II) indebida notificación

e indebida conformación del contradictorio. III) Los accionantes son personas vulnerables

(campesinos, discapacitado y tercera edad) a quienes le han aplicado de manera rigorista la normas

procesales. Iv) se realizó un indebida instrucción del proceso . v) se realizó una indebida publicación

de Edictos Emplazatorios siendo vulneratorio del debido proceso frente a terceros afectados. La

instrucción del proceso judicial que culminó con sentencia afecta los derechos fundamentales a AL

DEBIDO PROCESO Y AL ACCESO A LA DE JUSTICIA de mis poderdantes.

Igualmente, el asunto no presenta un contenido estrictamente económico e involucrar una afectación

del derecho de defensa y contradicción de los accionantes. Además, podría implicar una incidencia

desproporcionada sobre sus intereses jurídicos.

b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial: En

contra de la sentencia proferida el 13 de noviembre de 2020, se presentó solicitud de nulidad, la cual

se negó mediante auto del 10 de octubre de 2022, a lo cual, procede recurso de reposición por

tratarse de un proceso de única instancia, el cual se presentó dentro del término legal y se negaron

sus pretensiones mediante auto del 30 de enero de 2023.

Ahora bien, en efecto el artículo 92 de la Ley 1448 de 2011 consagra la procedencia del recurso

extraordinario de revisión ante la Corte Suprema de Justicia en los términos del CGP
3
. A su turno, el

artículo 355.8 de esa normativa contempla como causal de revisión la “nulidad originada en la

sentencia que puso fin al proceso y que no era susceptible de recurso”. Dicha norma debe

entenderse en concordancia con lo previsto en el artículo 133 del CGP, que contempla las causales

de nulidad
4
. Con todo, la Sala estima que este medio de defensa judicial carece de idoneidad para

resolver las cuestiones planteadas por los accionantes. Asís lo ha establecido la Corte Constitucional

en reciente jurisprudencia T 107-23 y en con las jurisprudencia
5
, donde ha establecido que el

recurso extraordinario de revisión NO resulta idóneo ni efectivo para la protección de los derechos

fundamentales reclamados por los accionantes.

Por lo que no existe otro mecanismo judicial de defensa que permita amparar el derecho

fundamental de la víctima, por lo que se cumple con el requisito de subsidiariedad de la acción.

.c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez: es cumplido toda vez que desde el auto

interlocutorio del 30 de enero de 2023 por medio del cual se resolvió no reponer el auto del 10 de

octubre de 2022., por el Juzgado Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras

5 Sentencias T-241A de 2022, T-119 de 2019, T-008 de 2019, T-208A de 2018 y T-367 de 2016.

4 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 4 de marzo de 2020 (SC681-2020).

3 Aunque la norma hace referencia al Código de Procedimiento Civil, esta materia es regulada actualmente
por el CGP.

2 El juzgador constitucional sólo tiene competencia para estudiar cuestiones que tengan una clara y

marcada importancia constitucional, y que afecten de forma gravosa los derechos fundamentales del

accionante, so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones.
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de Valledupar, ha transcurrido escasamente 6 meses para acudir al juez constitucional, y por medio

de la acción de tutela, proteja y garantice los derechos fundamentales del debido proceso y el

acceso a la administración de justicia, de carácter transicional, para que los señores EDGAR

ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO puedan ejercer su derecho a la defensa y

contradicción.

d.) La irregularidad procesal en la que incurrió el Juzgado accionado tiene un efecto decisivo o

determinante, toda vez que se negó la solicitud de nulidad por indebida notificación de la sentencia

del 13 de noviembre de 2020, dejando por fuera del proceso a terceros con intereses en el predio

restituido, transgrediendo así los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la

administración de justicia, por lo cual es inminente la relevancia constitucional del presente asunto.

Claramente tal como se explicó en los hechos de este escrito sintetizados en el PRIMERO se pude

constatar la falencia procesal tiene un carácter decisivo en la decisión que, vulneró los derechos de

los accionantes.

e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la

vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso

judicial siempre que esto hubiere sido posible. Este requisito se encuentra satisfecho como quiera

que la presente acción identifica de forma clara los hechos que generaron la vulneración por parte

del Juzgado accionado al desechar la vinculación de terceros con intereses en las resultas del

proceso y que hoy por hoy afecta su derecho a la tierra.

f.) Que no se trate de sentencias de tutela

Tal como se ha dilucidado, en este caso se trata de autos interlocutorios proferidos por el Juzgado

Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar dentro del proceso

radicado N° 20001-3121-002-2016-00180-00, lo cual claramente no son sentencias de tutela.

Para finalizar, cumplidas todas y cada una de las causales genéricas para la procedibilidad de la

acción de amparo, y expuestas las cuatro causales especiales, como son: I) DEFECTO

PROCEDIMENTAL ABSOLUTO; II) DEFECTO FACTICO; III) DEFECTO SUSTANCIAL; IV)

DEFECTO POR DESCONOCIMIENTO DE PRECEDENTE, doy por presentados los requisitos para

el estudio de este instrumento de protección constitucional.

IV. LAS CAUSALES ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA

PROVIDENCIAS JUDICIALES EN EL CASO CONCRETO

Según lo ha dispuesto por la honorable Corte Constitucional en sus providencias estableció los

requisitos para el estudio de la acción de tutela contra providencias judiciales en la Sentencia C-590

de 2005. En esa oportunidad, la Corte estipuló que, para la procedencia de la acción constitucional,

deben cumplirse tanto las (i) causales generales, como los (ii) requisitos especiales para su

procedencia. A saber:

(i) Las causales generales de procedibilidad:

a. El asunto en discusión debe comportar una evidente relevancia constitucional que

permita establecer que es el juez de tutela el encargado de su estudio.

b. Deben haber sido agotados todos los mecanismos de defensa judiciales

–ordinarios y extraordinarios- existentes para la protección de los derechos del actor. Sin

embargo, en caso de que se demuestre la existencia de un perjuicio irremediable, la

acción constitucional podrá proceder como mecanismo transitorio, aún ante la ausencia

del agotamiento de los medios de defensa.
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c. Se debe dar cumplimiento al principio de inmediatez, es decir, que la tutela se

haya interpuesto en un término razonable y proporcionado desde el hecho que originó la

vulneración o amenaza de los derechos del tutelante, hasta el momento en que éste

acudió ante el juez constitucional para la protección de los mismos.

d. La irregularidad procesal alegada deberá tener un efecto decisivo o determinante

en las providencias objeto de discusión.

e. La parte actora debe haber identificado los hechos que generaron la afectación,

los derechos vulnerados y que éstos hayan sido alegados dentro del proceso, siempre y

cuando fuere posible.

f. No se trate de una sentencia de tutela.

(ii) Causales especiales de procedibilidad, las cuales corresponden a los siguientes tipos

de defectos:

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la

providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó

completamente al margen del procedimiento establecido.

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que

permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en

normas inexistentes o inconstitucionales
6

o que presentan una evidente y grosera

contradicción entre los fundamentos y la decisión.

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por

parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos

fundamentales.

f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de

dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que

precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando

la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez

ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la

tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido

constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
7
.

h. Violación directa de la Constitución.”
8

En el caso bajo examen, los autos reprochados del 10 de octubre de 2022 y 30 de enero de 2023,

adolecen de anomalías que las tornan en decisiones apartadas del derecho, por lo que abarcan

defectos fácticos, defecto procedimental absoluto, defecto sustantivo y desconocimiento del

precedente judicial.

8
Véase en Sentencia C-590 de 2005.

7
Cfr. Sentencias T-462 de 2003; SU-1184 de 2001; T-1625 de 2000 y T-1031 de 2001.

6
Sentencia T-522 de 2001.
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LAS CAUSALES ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD FRENTE A LOS SEÑORES EDGAR

ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO:

a. Defecto Procedimental absoluto

Nuestro máximo órgano constitucional en Sala de Revisión, en la Sentencia T-217 de 2010
9
,

respecto la decisión de este tipo de vicio, la Corporación ha sostenido:

b. Defecto procedimental absoluto. Que se origina cuando el juez ha actuado completamente al

margen del procedimiento establecido, es decir, cuando éste se aparta abiertamente y sin

justificación válida, de la normatividad procesal que era aplicable al caso concreto. Sobre

este defecto, ha expresado la Corte, que al ignorar completamente el procedimiento

determinado por la ley, el juez termina dictando una sentencia contraria a derecho, arbitraria,

que vulnera derechos fundamentales. No obstante, también la jurisprudencia ha precisado que

para configurar el defecto, el desconocimiento del procedimiento debe atender a los siguientes

requisitos: (i) debe ser un error trascendente y manifiesto, que afecte de manera grave el derecho al

debido proceso y tenga a su vez una influencia directa en la decisión de fondo adoptada; y (ii) y que

la deficiencia no resulte atribuible al afectado. –Se subraya y resalta-.

Teniendo en cuenta el precedente jurisprudencial antes anotado, el Juzgado Segundo Civil del

Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar incurrió en un Defecto procedimental

absoluto, toda vez toda vez que negó la vinculación de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO

PACHECO y ULPIANO OSORIO al proceso, transgrediendo los derechos fundamentales al debido

proceso y al acceso a la administración de justicia a personas que tenían interés legítimo en el

objeto de litigio. El 10 de octubre del año 2022 profirió auto negando la solicitud de nulidad

presentada por mis poderdantes utilizando una causal contemplada en el en el numeral 8° del

artículo 133 del Código General del Proceso, así:

PRIMERO: NO DECRETAR, por innecesarias, las pruebas de solicitud de informe

dirigidas al Área Catastral de la Unidad de Restitución de Tierras Despojadas

Territorial Cesar Guajira y al Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAC,

deprecadas por la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO en numeral 2 del acápite

V del escrito de solicitud de nulidad presentado por dicha togada.

SEGUNDO: TENER como pruebas dentro del presente trámite incidental los

documentos aportados por la Dra. ANA MARÍA VIDES CASTRO con el escrito que

dio origen a este asunto y las demás pruebas recaudadas durante la etapa

probatoria de este proceso judicial.

TERCERO: NEGAR la solicitud de nulidad propuesta por la abogada ANA MARÍA

VIDES CASTRO identificada con C.C.1.065.595.004 y T.P. No.237.139 del C.S. de

la J. en representación de los intereses de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO

PACHECO identificado con C.C. No.15.170.544 y ULPIANO OSORIO identificado

con C.C. No.5.136.660, por las razones expuestas en este proveído.”.

Dentro de los Argumentos utilizado por el Despacho accionado se encuentran que:

“Descrito lo anterior y aterrizando lo expuesto al caso sub examine, en cuanto a las

demás solicitudes presentadas por los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y

ULPIANO OSORIO, que pretenden la nulidad y otras actuaciones derivadas de esta,

respecto de la sentencia de fecha 13 de noviembre de 2020 dentro del radicado de la

referencia, sustentadas en una indebida notificación con fundamento en el numeral 8°

del artículo 133 del CGP, le es dable colegir al despacho que la mismas no tienen

vocación de prosperidad, como quiera que dentro del trámite adelantado en el curso del

9
M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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proceso identificado con radicado 2016-00180- 00 se surtieron todas las actuaciones que

legalmente corresponde en aras de una debida integración del contradictorio y, en

garantía de los derechos al debido proceso, de contradicción y defensa de todas las

personas que eventualmente pudieren resultar afectadas con las resultas del mismo. 

(…)

Así las cosas, teniendo en cuenta tal como se ilustró, que la Ley 1448 de 2011 dispone: la

 notificación del inicio del proceso al representante legal del municipio a donde esté

ubicado el  predio y al Ministerio Público, la publicación de la admisión de la solicitud para

el traslado a las  personas indeterminadas que consideren que deben comparecer al

proceso para hacer valer  sus derechos legítimos y por último, el traslado a personas

determinadas, esto es, a quienes  figuren como titulares inscritos de derechos en el

certificado de tradición y libertad de matrícula  inmobiliaria donde esté comprendido el

predio sobre el cual se solicite la restitución y a la  Unidad Administrativa Especial de

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando la  solicitud no haya sido tramitada

con su intervención y que, que esta célula judicial en el curso de la presente demanda no

conoció acerca de la relación que alegan tener los señores EDGAR ANTONIO OSORIO

PACHECO y ULPIANO OSORIO con la porción de terreno reclamada, no  tenía el deber

legal expreso de notificar personalmente y/o vincular a los nulitantes.  

Es dable entender de lo normado en los artículos 86 y 87 de la Ley 1448 de 2011 en 

consonancia con la causal de nulidad invocada contenida en el numeral octavo del

artículo 133 del CGP, que no existió indebida notificación del auto admisorio de la

demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque

sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, ni mucho menos vulneración a

los derechos al debido proceso, de contradicción y defensa; como quiera que los

deprecantes EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO al no haber

sido identificados al momento de la admisión de acuerdo con el libelo mandatorio ni en el

curso del proceso como sujetos con interés en el presente asunto, se entienden

notificados mediante emplazamiento efectuado, dentro de los denominados sujetos

indeterminados. Bajo tal criterio, la solicitud de nulidad planteada será negada por el

despacho. 

Así pues, de acuerdo con lo expuesto y la normatividad señalada, de cara a los

supuestos fácticos reseñados como indiscutibles dentro de la actuación procesal que nos

ocupa; advierte el despacho que a los hoy nulitantes les fue otorgado un término

prudencial para su comparecencia efectos de hacerse parte dentro del presente proceso

al haberse publicado emplazamiento de fecha 8 de febrero de 2017 tal como se dejó

señalado, quienes no acudieron de manera espontánea a surtir el trámite pertinente.

Tuvieron entonces, la oportunidad de pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y

presentar oposición dentro del término legal concedido para ello sin que tales

actuaciones hubieren sido desplegadas. 

Así las cosas, se tiene tal como lo establece la precitada norma, que el efecto del acto

procesal cumplió su finalidad, esto es, poner en conocimiento de los sujetos

indeterminados que pudieren eventualmente verse afectados o interesados en las

resultas del proceso, la actuación que se adelantaba; garantizando su derecho

fundamental al debido proceso, dándoles oportunidad de ejercer su derecho de

contradicción y defensa. En estos términos quedaría saneada de cualquier forma la

nulidad alegada en la presente oportunidad. (…)

Ahora bien, en cuanto a las consideraciones de tipo probatorio realizadas por la

apoderada de los hoy solicitantes en donde se sugiere la precariedad de las pruebas de

carácter técnico y demás, para haber establecido el presunto traslape entre el inmueble

reclamado y la porción de terreno de 14 ha que aducen explotar desde el año 2015,
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resulta menester indicar que, una vez revisado en detalle los informes técnicos

censurados el despacho logró evidenciar que contrario a lo manifestado por los

deprecantes, en pronunciamiento técnico fechado 3 de diciembre de 2019 (fls.698-699)

el área catastral de la UAEGRTD dejó expresa constancia que de acuerdo con la orden

emitida por este despacho judicial, los días 2 y 3 de julio de 2019 se procedió a realizar

verificación de linderos de los predios solicitados en restitución de tierras denominados

“Sol y Sombra” y “ Los Laureles”, aclarando que se realizó la revisión de cercas físicas de

acuerdo al replanteo de los polígonos resultantes de los procesos de georreferenciación

de dichas solicitudes de restitución de tierras, en donde fue posible constatar que dichos

polígonos en estado definitivo no presentan traslapes físicos, ya que cuentan con un

lindero en cerca de alambre en común. Así pues, se concluyó que el predio Sol y Sombra

(polígono en estado definitivo) no presenta traslape con el predio denominado 

“Laureles”. 

De otra parte, no son de recibo para esta agencia judicial las afirmaciones realizadas por

la apoderada de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO

OSORIO en el sentido de indicar que sus prohijados solo tuvieron conocimiento de la

existencia del presente proceso en la diligencia de entrega material, en la medida que,

de las pruebas que conforman el dosier se vislumbra que el día treinta (30) de enero de

2020, fecha en la cual el señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO suscribió

promesa de compraventa con la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS respecto de 16

Has (de las cuales 14 ha presuntamente traslapan con el predio restituido dentro del

presente asunto), esta última ya había sido citada a rendir declaración como testigo ante

este estrado judicial siendo plenamente informada acerca de la solicitud de restitución y

formalización de tierras que cursaba sobre el predio “Sol y Sombra”. De acuerdo con lo

anterior, es dable colegir que la promitente vendedora tenía pleno conocimiento del

trámite judicial que se adelantaba ante este despacho judicial y, en consecuencia, se

infiere que el promitente comprador igualmente debió ser comunicado de dicha

circunstancia en el marco de la negociación que realizaba. 

Adicionalmente, se tiene que en diligencia de recepción de testimonio de la señora ANA

GILMA ARRIETA DUEÑAS el día 31 de enero de 2020 (fls.705 y 708) manifestó ser

propietaria del predio Los Laureles que constaba de 24 ha, el cual se encontraba

debidamente alinderado y contaba con cercas. Aseveró no haber hecho posesión o

ejercido actos de disposición sobre más terreno del indicado y no conocer el predio “Sol y

Sombra”. En virtud de lo anterior, no le es dable al suscrito concluir que las 16 ha

prometidas en venta al señor OSORIO PACHECO corresponden en una extensión de 14

ha al predio restituido a los señores FIDEL ANTONIO YEPES, JOSEFA MARÍA

MENDOZA y su núcleo familiar, máxime cuando dicha extensión de terreno en los

documentos aportados se describe como parte del predio de mayor extensión “La

Victoria” sin que se especifique que se ubican en la parcela “Sol y Sobra”, sobre la que

se dejó establecido en diligencia de inspección judicial que se encontraba debidamente

cercada y tiene solo pasto (consec.545 del PRT)”

Teniendo en cuenta que, si bien el emplazamiento se surte para colocar en conocimiento a personas

indeterminadas, en la práctica y por precedente judicial de este Despacho y de los demás juzgados

de restitución de tierras, así como del Tribunal Superior de Cartagena – Sala Especializada en

Restitución de Tierras, se ordena la vinculación de las personas que se encuentren en el predio

objeto de reclamación independientemente de que se haya realizado la publicación. Esto con

el fin de proteger su debido proceso derecho de contradicción y defensa. Recuerde señoría que

estamos frente a personas vulnerables de escasos estudios que el rigorismo y formalismo de

proceso que se le está imponiendo por parte del Despacho contraría los mandatos de la corte en

sentencia C 330/16 en cuanto a la flexibilización con personas vulnerables.
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Igualmente es dable resaltar y no menos importante que el emplazamiento efectuado, en las

publicaciones en radio del EMPLAZAMIENTO (folios 160 y 161 del expediente digital 106 a 108 del

expediente físico), dan cuenta clara que se elabora el emplazamiento de un predio “sol y sombra”

nombre con el que solo conoce el terreno el solicitante, pues nadie en la región ni los mismos ANA

GILMA y JAIRO TEJEIRO al momento de su interrogatorio lo reconocen y de un folio de matrícula

inmobiliaria aperturado por la URT durante el trámite administrativo. Pues mis defendidos, así como

Ana Gilma y Jairo reconocen este solo como Lote del predio Los Laureles.

Por otra parte, en el Edicto emplazatorio del folio 109 se hace mención a los linderos del predio,

pero NO a las coordenadas del predio, entonces si es un predio que comúnmente no se conoce

en la zona con el nombre de “sol y sombra” ni con el FMI (pues fue aperturado en etapa

administrativa) lo mínimo que debió hacerse para poder ser identificado por “terceros con interés” a

través del emplazamiento fue haberse efectuado con la publicación de la Coordenadas del predio.

Por lo tanto esta publicación del Edicto es invalida y lesiona los derechos fundamentales del

DEBIDO PROCESO, DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICIÓN; y ACCESO A LA

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

En el emplazamiento se hace referencia al numeral 2.1 de la Unidad de Restitución de Tierras

georreferenciación, pero en la publicación efectuada en el edicto hacen referencia solo a los linderos

que contienen los puntos por ejemplo el 10001-3 no tiene consignada la coordenada o ubicación,

porque esos linderos solo son útiles cuando ya se tiene identificado el predio, y estos números solo

corresponden a mojones que se utilizan para el levantamiento topográfico; necesariamente se

necesitan las coordenadas geográficas y/o coordenadas planas para poderlo identificar; porque en el

edicto no se incluye el levantamiento topográfico y cual fue el cuadro de coordenadas que se

colocaron en los mojones utilizados.

Así las cosas, difícilmente podría una persona al leer el edicto publicado en la prensa o escuchar la

radio identificar que se trata de un predio donde tiene interés legítimo; pues ni el nombre, ni el folio ni

los linderos le pueden ser familiares.

Se reitera el predio “sol y sombra” no es conocido en la zona por nadie más que los solicitantes; y el

FMI tampoco podría predicarse de conocimiento de ningún tercero con interés al ser un Folio

aperturado para el cumplimiento de un requisito para la demanda, por tanto, los Señores Edgar y

Ulpiano Osorio no tenían como enterarse de este trámite.

En la diligencia de inspección judicial, testimonios y entrega del predio restituido se puede resaltar

los siguiente:

▪ Durante la diligencia de inspección judicial llevada a cabo adelantada en el predio objeto de

restitución el 10 de septiembre de 2018, se advierte que el Juez evidencia asistencia y la

presencia de un ganado en el predio, sin embargo este no indaga o interroga a quien

pertenece el mismo, no se oficia al ICA para verificar la marca del ganado, situación que se

repite al momento de la entrega del predio donde se encuentra el ganado y se indica que es

de un vecino sin que se constate quien brindo esa información, se omiten confirmar

realmente si es de un vecino o si en el predio efectivamente se encontraba alguien

ejerciendo explotación.

▪ En el testimonio del Señor Jairo Tapiero este indica que el predio lo vendieron por la suma

de 40 millones de pesos a un señor y no le habían entregado la escritura (minuto 15:44 en

adelante); sin embargo, ni el Juez instructor ni los demás intervinientes (abogada de la

Unidad y representante del Ministerio Público indagan a que persona le fue vendido el

mismo.

▪ En lo que respecta al testimonio de la Señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS, una vez la

Juez le indagada si la han buscado para reclamar el predio, esta indica que no porque
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vendió (minuto 8:30) igualmente le preguntan sobre las hectáreas por las cuales se

encuentra comprendido el predio los laureles a lo que esta manifiesta que por 26 hectáreas

(minuto 10:37).

Pasa por alto el juez instructor que el H. Tribunal de Cartagena en providencia del 18 de diciembre

de 2018, realiza la devolución del proceso para que se verifique los traslapes del predio reclamado

y Los Laureles. De cara a esto reposan documentos en el plenario donde dan cuenta que el

solicitante FIDEL YEPES una vez intenta retornar al predio reclamado se encontró que este estaba

siendo explotado por los señores ANA GILMA ARRIETA y su esposo JAIRO TEJEIRA contra

quienes presento denuncia penal y querella policiva folios 45-56. Es decir que estos señores si

explotaban la porción de terreno del predio Sol y Sombra y que luego en 2015 venden a mis

defendidos.

Se tiene entonces que H. Tribunal de Cartagena resolvió regresar el proceso para que precisamente

se integrara debidamente el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás

terceros con interés”, y que a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO

TEJEIRA, se debió requerir al Juzgado Primero de Restitución de tierras como quiera que en el

mismo se tramitaba el proceso de los laureles donde mis representados tenían una Litis con los aquí

vinculados. Situación se repite que jamás fue informada por la URT.

De la conducta desplegada por parte del Juez Segundo Civil del Circuito Especializado en

Restitución de Tierras de Valledupar, es claro que ha actuado completamente al margen del

procedimiento establecido en el procedimiento ordinario y se ha apartado abiertamente de la

normatividad procesal aplicable de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, incurriendo en una

vía de hecho que es susceptible de amparo constitucional, toda vez que vulnera derechos

fundamentales como al debido proceso sustancial y el acceso a la administración de justicia.

b. Defecto Fáctico

La jurisprudencia constituciona
10

l ha señalado que dicho defecto se encuentra relacionado con

errores probatorios durante el proceso, el cual se configura cuando la decisión judicial se toma:

(i) sin que se halle plenamente comprobado el supuesto de hecho que legalmente se determina

(ii) como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas;

(iii) de una valoración irrazonable de las mismas;

(iv) De la suposición de una prueba; o

(v) del otorgamiento de un alcance contraevidente a los medios probatorios”.

- como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas

Los autos y sentencia enjuiciados proferidos dentro del proceso judicial Rad

20001-3121-002-2016-00180 seguido ante gado Segundo Civil del Circuito Especializado en

Restitución de Tierras de Valledupar violentó los derechos de los accionantes del DEBIDO

PROCESO, DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICIÓN; y ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE

JUSTICIA. Pues dentro de la instrucción del mismo se puede vislumbrar claramente que el predio Sol

y Sombra se traslapa con el predio que venía explotando mis defendidos del 2015 a octubre de

2021 cuando realizan la entrega material del mismo. Pues reposa denuncia penal y querella policiva

folios 45-56 presentadas por el solicitante (FIDEL YEPES) a las personas que vendieron (ANA GILMA

ARRIETA y JAIRO TEJEIRA) a los accionantes. Asimismo, de las diligencias de inspección judicial y

entrega material del predio reclamado, se constató que había actividades de ganadería, un predio

asistido y con buenas cercas que dividían el predio, según las reglas de la sana critica un predio

abandonado o solo no se encuentra limpio de maleza y con cercas en buen estado. Circunstancias

estas que fueron advertidas por el H. Tribunal de Cartagena en providencia del 18 de diciembre de

10
SU 226 de 2013 y SU 074 de 2014
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2018, cuando realiza la devolución del mismo, para verificar precisamente y se integrara

debidamente el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás terceros con

interés”, y que a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO TEJEIRA, quienes

en interrogatorio indicaron que vendieron el predio, pero nunca se indagó a quien se le vendió, así

como tampoco ser verificó por el Despacho o comisión en campo quien explotaba realmente el área

de terreno restituida. Lo que conllevó a que profiriera una sentencia violatoria del debido proceso.

En consecuencia, se debió realizar verificación en campo de traslape del predio reclamado y

predio de terceros o explotados por estos. Asimismo lo detalla la Sala de Casación Civil de la

Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela STC-16088-2016, de 4 de noviembre de 2016, al

expresarse sobre la exigencia de identificar el bien objeto del proceso de Restitución de Tierras que

esta se debía tener la descripción física, jurídica y económica del predio, vale decir, la identificación

de sus linderos, mejoras, construcciones, cabida, servidumbres, así como su naturaleza (baldío,

ejido, propiedad privada, resguardo, parcelaciones, reserva nacional, vacante, entre otros) y el tipo

de derecho real (propiedad o posesión) que recae sobre éste. Dicha información debe ser lo más

precisa posible, al punto que su comprobación en terreno por el juez resulte factible, permitiendo

así que la plena identidad del inmueble garantice a los intervinientes en el pleito restitutorio, una

defensa confiable de sus intereses en relación con el fundo disputado.

Decide el Despacho en las decisiones acusadas “NO DECRETAR, por innecesarias, las pruebas de

solicitud de informe dirigidas al Área Catastral de la Unidad de Restitución de Tierras Despojadas

Territorial Cesar Guajira y al Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAC”. Precisamente señoría la

prueba técnica con personal calificado de la URT área catastral es quien debe dar claridad al

Despacho y a las partes frente a este asunto. Por lo que negar la práctica de esta prueba no es más

que violatoria al debido proceso, pues la premisa del Despacho por el cual se niega es tener

elementos de juicio, pero se evidencia de las consideraciones que no tiene elementos de juicio para

concluir

Prueba del traslape real entre el predio restituido y el predio de mis defendidos es la certificación

dada por la URT mediante oficio URT-DTCG-00170 del 02 de marzo de 2023 donde dan constancia

del plano aportado con la petición el cual corresponde al predio que venía explotando mis

defendidos desde el 2015 valga decir Los Laureles (24 has) y Lote (16 has), indicaron lo siguiente:

“DE ACUERDO CON LA INFORMACION SUMINISTRADA DE LOS PREDIOS DE SU

PERTENECIA, CUADRO DE COORDENADAS Y PLANO DE SU LEVANTAMIENTO, SE

EVIDENCIA UN TRASLAPE CON EL PREDIO DENOMINADO SOL Y SOMBRA, ID 63211,

RELACIONADO EN LA TABLA ANTERIORMENTE DESCRITA”

Se debe resaltar al Despacho Pues gran parte del sector rural de Colombia se encuentran en

informalidad, casi el 52.7%
11

. Circunstancia estas que se han convertido en la dificultad más grande

en la etapa administrativa y judicial del proceso de restitución de tierras. Se aclara al Despacho que

la venta del año 2015 de Ana Gilma a mis defendidos se promete en venta 40 has. Cuando se

puede elevar a escritura pública Escritura Pública No. 104 del 30 de enero de 2020, el predio los

Laureles se evidencia que este predio tiene título de 24 has y no de 40 y de la operación lógica 40 -

24 = 16 es por esto que en medio de sus capacidades la familia Osorio pacheco refieren en el nuevo

contrato 16 has. Esto con respecto al título de propiedad Escritura Pública pero del levantamiento

topográfico realizado por la familia OSORIO PACHECO materialmente se tiene que tienen 29 ha

4464,15 m2 con tirulo (Los Laureles) y 14 has 8250,57 m2 sin formalizar. Precisamente señoría la

prueba solicitada en el incidente de nulidad promovido era para comprobar estas dudas técnicas

frente a la identificación del predio. Traslape como ya se dijo fue corroborado por la URT tal como

informo en oficio URT-DTCG-00170 del 02 de marzo de 2023

11
Según el informe de Informalidad de la tenencia de la tierra en Colombia 2019 Colombia cuenta con un 52,7% de informalidad en la

tenencia de la tierra. Realizado por la UPRA

https://somosupra.upra.gov.co/documents/10184/104284/01_informalidad_tenencias_tierras
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Resultaba necesario que el Despacho instructor ordenara la práctica de las pruebas solicitadas pues

las mismas son precisamente para que el Despacho valore de mejor forma la solicitud de nulidad

impetrada por ser necesarias, conducentes y pertinentes para tener mayores elementos de juicios y

verificar el Daño que se le está causado a mis apadrinados, y ahí se proceda a tomar la decisión que

en Derecho corresponda. Por lo que negar la práctica de esta prueba no es más que violatoria al

debido proceso, pues la premisa del Despacho por el cual se niega es tener elementos de juicio,

pero se evidencia de las consideraciones que no tiene elementos de juicio para concluir.

c. Defecto Sustantivo Por Interpretación Impertinente

El juzgado indica que, “al no ser identificados al momento de la admisión de acuerdo con el libelo

mandatorio ni en el curso del proceso como sujetos con interés en el presente asunto, se

entienden notificados mediante emplazamiento efectuado, dentro de los denominados sujetos

indeterminados”

A todas luces dicha conclusión es desacertada por cuanto olvida la naturaleza del juez de restitución

de tierras es de vocación constitucional por lo tanto existe flexibilidad proveniente de la naturaleza

del proceso. Además, que, si bien es cierto el emplazamiento se surte para personas

indeterminadas, en la práctica y por precedente judicial del mencionado Despacho, de los demás

juzgados de restitución de tierras, así como del Tribunal Superior de Cartagena – Sala Especializada

en Restitución de Tierras, se ordena la vinculación de las personas que se encuentren en el predio

objeto de reclamación independientemente de que se haya realizado la publicación. Esto con el fin

de proteger su debido proceso derecho de contradicción y defensa, ya que nos encontramos frente a

personas vulnerables, de escasos estudios, donde el rigorismo y formalismo de proceso que se le

está imponiendo por parte del accionado Despacho contraría los mandatos de la corte en sentencia

C 330/16 en cuanto a la flexibilización con personas vulnerables.

Igualmente es dable resaltar y no menos importante que el emplazamiento efectuado, en las

publicaciones en radio del EMPLAZAMIENTO (folios 160 y 161 del expediente digital 106 a 108 del

expediente físico), dan cuenta clara que se elabora el emplazamiento de un predio “sol y sombra”

nombre con el que solo conoce el terreno la solicitante porque así lo denominó y no era de

conocimiento de los habitantes de la región, así como se utilizó para su identificación un folio de

matrícula inmobiliaria aperturado por la URT durante el trámite administrativo, sin hacer públicas las

coordenadas del predio.

Pasa por alto el juez instructor que el H. Tribunal de Cartagena en providencia del 18 de diciembre

de 2018, realiza la devolución del proceso para que se verifique los traslapes del predio reclamado

y Los Laureles. De cara a esto reposan documentos en el plenario donde dan cuenta que el

solicitante FIDEL YEPES una vez intenta retornar al predio reclamado se encontró que este estaba

siendo explotado por los señores ANA GILMA ARRIETA y su esposo JAIRO TEJEIRA contra

quienes presento denuncia penal y querella policiva folios 45-56. Es decir que estos señores si

explotaban la porción de terreno del predio Sol y Sombra y que luego en 2015 venden a mis

defendidos.

Se tiene entonces que H. Tribunal de Cartagena resolvió regresar el proceso para que precisamente

se integrara debidamente el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás

terceros con interés”, y que a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO

TEJEIRA, se debió requerir al Juzgado Primero de Restitución de tierras como quiera que en el

mismo se tramitaba el proceso de los laureles donde mis representados tenían una Litis con los aquí

vinculados. Situación se repite que jamás fue informada por la URT.

Se pudo observar que la UNIDAD realizó un informe pericial para constatar el traslape de los 3

predios denominados “Sol y Sombra”, “Los Laureles” y “ Santa Inés”, según informe del 16 de julio
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de 2019 y 3 de diciembre del mismo año. Valga la pena aclarar a esta Agencia Judicial que el área

catastral de la URT para validad la información solicitada realizó su validación en oficina, es decir

no fue a campo para constatar la realidad de los mismos. Por lo que no tuvieron en cuenta un Lote

de 14 hectáreas que viene poseyendo la familia OSORIO PACHECO
12

desde su compra a la señora

ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS que efectivamente se traslapa con el predio restituido del señor

FIDEL ANTONIO YÉPEZ denominado Sol y Sombra.

Se debe precisar al Despacho que tal como lo indicó la URT a través de área catastral verificó los

linderos del predio Los Laureles mostrado por el señor JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA

(solicitante) de 26 has, pero la URT no tuvo en cuenta el Lote de 14 has porque hasta ese momento

este no era reclamado por QUINTERO OLIVELLA. En otras palabras la URT valida en oficina los

linderos mostrados por los solicitantes de Los Laureles (ID 58544) y los linderos de Sol y Sombra

(ID-63211) y el de Santa Inés (ID- 67118). Pero no valido en campo quien estaba explotando cada

uno de ellos y si estos materialmente se traslapaban. Pues debe tenerse en cuenta que pese a que

las solicitudes de los predios Sol y Sombra y Los Laureles no se traslapan en los polígonos

georreferenciados (linderos mostrado por los solicitantes), estos pueden en la realidad, físicamente,

tener otra división como ocurre con el Lote del 14 has que viene explotando la Familia Osorio

Pacheco.

En suma, de lo anterior debe analizarse por el Despacho que el señor FIDEL YEPEZ tuvo

inconvenientes con la señora ANA GILMA ARRIETA y su compañero JAIRO TEJEIRO MOLINA por

la franja de terreno de 14 has, tal como lo analizó el H. Tribunal de Cartagena en providencia de

fecha 18 de diciembre de 2018. Terreno que luego fue vendido a mis prohijados.

De lo anterior narrado se evidencia que la verificación que existió entre el predio Sol y Sombra y

Santa Indes no fue la misma entre Sol y Sombra y Los Laureles, debido a que el primero se verificó

con delegado del reclamante y con la ocupante actual del predio ANA MARIOTTI a saber, informe de

10 de julio 2019, en donde si hubo acta con los colindantes:

Procedimiento disímil utilizado con entre los segundos Sol y Sombra y Los Laureles, pues sobre

estos solo se analizó en oficina y con lo mostrado por los reclamantes y no con lo encontrado en

campo, físicamente, es decir no se pudo constatar con el poseedor actual del predio los posibles

traslapes, a saber informe de 03 diciembre de 2019, donde no hubo acta de colindantes:

12 Estos adquieren 40 hectáreas de los cuales 26 hectáreas pertenecen al predio “Los Laureles” y las

otras 14 hectáreas restantes, al predio que sí traslapa con el restituido, como ya se narró en los

hechos presentados en el incidente de Nulidad.
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Debe valorarse por el Despacho que desde la inspección judicial se dio indicios que parte del predio

Sol y Sombra estaba siendo explotados por terceros con actividades agrícolas, pues se dejó expresa

constancia en el acta de inspección judicial (fl 31 expediente Dig N° 3) , mismos semovientes

encontrados al momento de la entrega material del predio pese a que se dio la información errada

que era de un vecino y no de los verdaderos explotadores del predios restituidos que no han sido

vinculado al presente proceso judicial. Basta con analizar las condiciones físicas y agroecológicas

del predio Sol y Sombra para poderse percatar que es un predio asistidos (NO esta enmontado), con

cercas de alambre en buen estado y con presencia de semovientes constante lo que denota

explotación de un tercero y por ende interés legítimos sobre la resultas de las disputas del mismo.

.d. Defecto Por Desconocimiento Del Precedente Judicial

La Corte Constitucional en la sentencia T-360 de 2014, reiteró su posición sobre cómo se constituye

en defecto la decisión de un juez de menor jerarquía que se aparta de un precedente judicial (vertical

o horizontal) aplicable al caso, sin una justificación amplia. En palabras de la corporación:

“el desconocimiento, sin debida justificación, del precedente judicial configura un defecto sustantivo,

en la medida en que su respeto es una obligación de todas las autoridades judiciales –sea éste

precedente horizontal o vertical-, en virtud de los principios del debido proceso, igualdad y buena fe.”

Dentro de las distinciones que hace la citada corporación, señala como precedente vertical, las

decisiones que deban aplicarse al caso concreto, proferidas por el superior jerárquico, mientras que

determina como precedente horizontal, los pronunciamientos que el mismo juez, o uno en igual

jerarquía haya tomado para casos similares.

En el caso concreto, los autos del 10 de octubre de 2022 y 30 de enero del 2023 desconocen el

precedente vertical establecido mediante la Sentencia C-330 de 2016, en la cual la corte

Constitucional advirtió como primer parámetro de aplicación de la figura de la buena fe exenta de

culpa diferenciada, entre otras, lo siguiente: “(ii) no debe favorecer a personas que no enfrentan

condiciones de vulnerabilidad en el acceso a la tierra.” Anteponiendo el resguardo de los

derechos a aquellas personas con intereses en el predio y víctimas del conflicto, que provienen de

situaciones de vulnerabilidad, acogiéndose a un procedimiento y aplicación sustancial más flexible y

no con el rigorismo de un proceso ordinario habitual.

Frente a la vinculación de tercero interesados al proceso ha dicho la Corte Constitucional que:

«[L]a notificación personal es la que ofrece una mayor garantía del derecho de

defensa, en cuanto permite en forma clara y cierta el conocimiento de la decisión

por la parte o el tercero que la recibe», si se tiene en cuenta que «para garantizar la

seguridad jurídica, el derecho al debido proceso y el derecho de defensa, es

necesario que las personas que puedan resultar involucradas en procesos
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judiciales, cualquiera sea su naturaleza, deban ser enteradas acerca de la

existencia del proceso mediante la notificación personal de la primera

providencia que se profiere en el mismo, bien trátese de auto admisorio de la

demanda o bien de mandamiento ejecutivo o de pago. Noticia de la existencia del

proceso que debe hacerse en primer lugar, agotando todos los mecanismos

dispuestos en la ley para hacerla de manera personal, y sólo en la medida en

que no sea posible cumplir con ésta diligencia es pertinente, de manera

subsidiaria, recurrir a otras formas dispuestas para el efecto por la ley» (Corte

Constitucional C-783 de 2004 citado entre otros en STC11709-2019) Negrilla fuera

de texto.

VI. FUNDAMENTOS DE DERECHO

Me permito manifestar que los derechos constitucionales vulnerados son el DEBIDO PROCESO y

EL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, catalogados constitucionalmente como

fundamentales. Para una mayor ilustración procederé a exponer los argumentos jurídicos en el que

se cimienta la acción de amparo.

b) la importancia de la notificación y vinculación de las personas sujetas de derecho con

intereses en el predio pretendido.

la Honorable Corte Constitucional, con relación a las notificaciones judiciales ha manifestado que, “

(..) la notificación judicial es el acto procesal por medio del cual se pone en conocimiento de las

partes o de terceros las decisiones adoptadas por el juez. En consecuencia, tal actuación constituye

un instrumento primordial de materialización del principio de publicidad de la función jurisdiccional

establecido en el artículo 228 de la Norma Superior.

La notificación judicial constituye un elemento básico del derecho fundamental al debido proceso,

pues a través de dicho acto, sus destinatarios tienen la posibilidad de cumplir las decisiones que se

les comunican o de impugnarlas en el caso de que no estén de acuerdo y de esta forma ejercer su

derecho de defensa.(...)

En relación con la notificación personal, resaltó que tal mecanismo es el que ofrece mayor garantía

del derecho de defensa, en la medida en que permite el conocimiento de la decisión de forma clara y

cierta, y por esta razón el artículo 314 del CPC establecía que se debían notificar personalmente las

siguientes actuaciones procesales: (i) el auto que confiere traslado de la demanda o que libra

mandamiento ejecutivo, y en general la primera providencia que se dicte en todo proceso y (ii) la

primera que deba hacerse a terceros. Ello se fundamenta en que con tales providencias el

destinatario queda vinculado formalmente al proceso como parte o como interviniente, y en

consecuencia queda sometido a los efectos jurídicos de las decisiones que se adopten en el mismo.
”

Resaltando que el espíritu de la norma sigue siendo la misma a pesar de encontrarnos en Vigencia

del CGP y tal prerrogativa no ha sido cumplida hasta el momento.

Por esa razón, al no darse la correcta vinculación a los señores EDGAR ANTONIO OSORIO

PACHECO y ULPIANO OSORIO para la protección de sus derechos a la defensa y contradicción,

con anterioridad a la restitución del predio “sol y sombra”, como consecuencia de una mala

instrucción del proceso esta generado afectaciones a mi poderdante y a su familia recalcando aún

más la necesidad de vincular a personas con intereses sobre el resultado del proceso y que no han

sido tenidos en cuenta, como en el caso de mi mandante. Pese a ser advertido por parte del H..

Tribunal de Cartagena resolvió regresar el proceso para que precisamente se integrara debidamente

el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás terceros con interés”,

c) insuficiencia en el estudio realizado por la URT y en la exigencia por parte del despacho en

la salvaguarda de derechos fundamentales.
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Durante la etapa administrativa la URT debió ingresar al predio Sol y Sombra y a Los Laureles en

varias ocasiones valga decir, comunicación, georreferenciación e inspección judicial, por lo que

resulta insólito, incluso temario que solo al momento de la entrega material del predio restituido en

octubre de 2021, fue que se percataron de que una porción de terreno de las 14 has del predio que

se entregaban estaba explotadas por la familia OSORIO PACHECO, pero a estos solo le dieron al

orden de entregarlo bajo la consigna de que fue restituido en sentencia. Desconociendo el derecho

de defensa y el debido proceso de mis clientes.

Al respecto, debe recordarse que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en

sentencia de tutela STC-16088-2016, de 4 de noviembre de 2016, expresó sobre la exigencia de

identificar el bien objeto del proceso de Restitución de Tierras, al manifestar que:

“(…)Esta etapa jurisdiccional y el correspondiente proceso no puede entenderse como un

trámite desordenado y arbitrario; no obstante, su agilidad y las amplias facultades

inquisitivas y oficiosas del Estado a través de sus jueces en éste tema tan sensible, se

exige la presencia de certidumbre en los elementos mínimos y centrales, por ejemplo, la

identidad y singularidad en el derecho real objeto de controversia que es materia de

restitución o de formalización, de modo que no resulten afectados injustificadamente

prerrogativas de terceros o de quienes inevitablemente pueden o deban comparecer al

juicio. Tampoco significa que el solicitante o la UAEGRT, se hallen exonerados de cargas

procesales o de sus deberes ab initio o durante la sustanciación del mismo.

No en vano, el literal a) del artículo 84 de la Ley 1448 de 2011 señala:    

“(…) Artículo 84. Contenido de la solicitud. La solicitud de restitución o formalización

deberá contener:

“a) La identificación del predio que deberá contener como mínimo los siguientes datos: la

ubicación, el departamento, municipio, corregimiento o vereda, la identificación

registral, número de la matrícula inmobiliaria e identificación catastral, número de la

cédula catastral (...)” (se resalta).

Lo anterior resalta la obligación de establecer sobre documentos gráficos (planos o

fotografías aéreas o satelitales), la descripción física, jurídica y económica del predio,

vale decir, la identificación de sus linderos, mejoras, construcciones, cabida,

servidumbres, así como su naturaleza (baldío, ejido, propiedad privada, resguardo,

parcelaciones, reserva nacional, vacante, entre otros) y el tipo de derecho real

(propiedad o posesión) que recae sobre éste. 

Dicha información debe ser lo más precisa posible, al punto que su comprobación

en terreno por el juez resulte factible, permitiendo así que la plena identidad del

inmueble garantice a los intervinientes en el pleito restitutorio, una defensa confiable de

sus intereses en relación con el fundo disputado.

El elemento identidad de la cosa objeto de restitución o formalización de la que es

materia el proceso regulado por la Ley 1448 de 2011, comparte similar presupuesto

axiológico con las acciones reivindicatorias y de pertenencia, cuya principal exigencia

es la obligación del demandante de singularizar del terreno de donde predica su

derecho. (…)” (énfasis por fuera de texto original).

La UNIDAD realizó en el mencionado proceso, un informe pericial para constatar el traslape de los 3

predios denominados “Sol y Sombra”, “Los Laureles” y “Santa Inés”, según informe del 16 de julio de

2019 y 3 de diciembre del mismo año. Valga la pena aclarar a esta Agencia Judicial que el área

catastral de la URT para validar la información solicitada realizó su validación en oficina, es decir no
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fue a campo para constatar la realidad de los mismos. Por lo que no tuvieron en cuenta un Lote de

14 hectáreas que viene poseyendo la familia OSORIO PACHECO desde su compra a la señora ANA

GILMA ARRIETA DUEÑAS que efectivamente se traslapa con el predio restituido del señor FIDEL

ANTONIO YÉPEZ denominado Sol y Sombra.

Tal como lo indicó la URT a través de área catastral verificó los linderos del predio Los Laureles

mostrado por el señor JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA (solicitante) de 26 has, pero la URT no

tuvo en cuenta el Lote de 14 has porque hasta ese momento este no era reclamado por QUINTERO

OLIVELLA. En otras palabras la URT valida en oficina los linderos mostrados por los solicitantes de

Los Laureles (ID 58544) y los linderos de Sol y Sombra (ID-63211) y el de Santa Inés ( ID-67118).

Pero no valido en campo quien estaba explotando cada uno de ellos y si estos materialmente se

traslapaban. Pues debe tenerse en cuenta que pese a que las solicitudes de los predios Sol y

Sombra y Los Laureles no se traslapan en los polígonos georreferenciados (linderos mostrado por

los solicitantes), estos pueden en la realidad, físicamente, tener otra división como ocurre con el Lote

del 14 has que viene explotando la Familia Osorio Pacheco. Además de ello, la verificación que

existió entre el predio Sol y Sombra y Santa Inés no fue la misma entre Sol y Sombra y Los Laureles,

debido a que el primero se verificó con delegado del reclamante y con la ocupante actual del predio

ANA MARIOTTI a saber, informe de 10 de julio 2019, en donde si hubo acta con los colindantes.

Frente a lo mencionado, el Juzgado Segundo Civil del Circuito especializado en Restitución de

Tierras, una vez conocido de tal incidente, debió aceptar y decretar las pruebas solicitadas por mis

mandantes para que fuese la misma URT y el IGAC los que expusieran con claridad al Despacho

frente al yerro que se cometió en la parte administrativa e instructiva de la solicitud de restitución de

tierras del predio Sol y Sombra, manifestando si sí existía un traslape entre el predio restituido y Lote

No. 2 de la familia OSORIO PACHECO y se pudiesen verificar sus coordenadas en área catastral.

Sin embargo el despacho optó por negar la práctica violentando al debido proceso acogiéndose a la

literalidad de la norma olvidándose de la naturaleza del presente proceso.

Por lo que negar la práctica de esta prueba no es más que violatoria al debido proceso, pues la

premisa del Despacho por el cual se niega es tener elementos de juicio, pero se evidencia de las

consideraciones que no tiene elementos de juicio para concluir

Prueba del traslape real entre el predio restituido y el predio de mis defendidos es la certificación

dada por la URT mediante oficio URT-DTCG-00170 del 02 de marzo de 2023 donde dan constancia

del plano aportado con la petición el cual corresponde al predio que venía explotando mis

defendidos desde el 2015 valga decir Los Laureles (24 has) y Lote (16 has), indicaron lo siguiente:

“DE ACUERDO CON LA INFORMACION SUMINISTRADA DE LOS PREDIOS DE SU

PERTENECIA, CUADRO DE COORDENADAS Y PLANO DE SU LEVANTAMIENTO, SE

EVIDENCIA UN TRASLAPE CON EL PREDIO DENOMINADO SOL Y SOMBRA, ID 63211,

RELACIONADO EN LA TABLA ANTERIORMENTE DESCRITA”

VII. JURAMENTO

Me permito manifestarle bajo la gravedad de juramento que no he presentado acciones de amparo

anteriores con base en los mismos hechos, pruebas y pretensiones, a la aquí rogada.

VIII. PRUEBAS

1. Sentencia del 13 de noviembre de 2020 (sol y sombra) proferida por el Juzgado

Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar

2. Memorial de Solicitud de Incidente de Nulidad contra sentencia del 13 de noviembre de

2020
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3. Auto de fecha 10 de octubre de 2022 proferido por el Juzgado Segundo Civil del

Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar

4. Memorial de Recurso de Reposición contra auto del 10 de octubre de 2022

5. Auto de fecha 30 de enero de 2023 proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito

Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar

6. Edicto emplazatorio dentro del proceso 002-2016-00180

7. Acta de inspección judicial del 10 de septiembre de 2018

8. Acta de entrega del predio del 8 de octubre de 2021

9. Link de videos de testimonios e inspección judicial

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02cctoesrtvpar_cendoj_ramajudicial_gov

_co/EjVpi-_AB8NIng_ElSLUvQUBNcIhs1VmsAInm735QCDmGg?e=v4QD54 .

10. Link de vídeos de diligencia de entrega

https://drive.google.com/drive/folders/1jVfEwKT1KL_Oeu2JWBU5kER5ufXcEu7W?usp=

sharing

11. Respuesta de la URT del 2 de marzo de 2023 RAD. DSC1-202302905.

12. Informe Técnico de la URT del 16 de Julio de 2019

13. Informe Técnico de la URT del 3 de diciembre de 2019

14. Sentencia del 28 de mayo de 2019 (Los Laureles) proferida por el Tribunal Superior del

Distrito Judicial de Cartagena, Sala especializada en Restitución de tierras

15. Plano Topográfico del predio Sol y Sombra

16. Contrato de compraventa del primero de septiembre de 2015, sobre la adquisición de

las 40 hectáreas. 

17. Contrato de promesa de compraventa sobre bien inmueble rural suscrito entre Ana

Gilma Arrienda Dueña y José Oscar Quintero Olivella de fecha 25 de agosto de 1997.

18. Convenio de pago de una obligación frente a compra de un inmueble de fecha 25 de

febrero de 2016.

19. Escritura pública No. 104 del 30 de enero de 2020

20. Contrato de promesa de compraventa del 30 de enero de 2020, de las 16 hectáreas

que no han sido registradas. En el que se hace refrendación del acuerdo celebrado

desde en el año 2015. 

21. Partida de bautismo No. 0058700 de EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, donde se

comprueba la relación con el señor ULPIANO OSORIO.

22. Historia clinica Oftamologica del señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

23. SISBEN EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

24. ADRES EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

25. RUAF EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

26. RUES EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

27. SNR EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO

28. SNR ULPIANO OSORIO

IX. ANEXOS.

1. Poder para actuar dentro del presente proceso.

2. Las documentales enunciadas en el acápite de pruebas de la demanda.

X. NOTIFICACIONES

- Mis representados recibirá notificación al correo electrónico ecarteaga@Unicesar.edu.co

- La suscrita recibiré notificaciones en la dirección Calle 13B No 6-136 de la ciudad de

Valledupar y/o correo electrónico anavidesjudiciales@gmail.com

- El Juzgado Segundo Civil Del Circuito Especializado En Restitución De Tierras De

Valledupar recibirá notificación al correo j02cctoesrtvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co

Oficina en la Calle 13B N° 6-136 Valledupar-Cesar
-318 571 4463- 304 5397994 anavidesjudiciales@gmail.com

https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02cctoesrtvpar_cendoj_ramajudicial_gov_co/EjVpi-_AB8NIng_ElSLUvQUBNcIhs1VmsAInm735QCDmGg?e=v4QD54
https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j02cctoesrtvpar_cendoj_ramajudicial_gov_co/EjVpi-_AB8NIng_ElSLUvQUBNcIhs1VmsAInm735QCDmGg?e=v4QD54
https://drive.google.com/drive/folders/1jVfEwKT1KL_Oeu2JWBU5kER5ufXcEu7W?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1jVfEwKT1KL_Oeu2JWBU5kER5ufXcEu7W?usp=sharing
mailto:ecarteaga@Unicesar.edu.co
mailto:anavidesjudiciales@gmail.com
mailto:j02cctoesrtvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:anavidesjudiciales@gmail.com


ANA MARIA VIDES CASTRO
Abogada Especialista en Derecho Administrativo 
Universidad Externado de Colombia 

Oficina en la Calle 13B N° 6-136 Valledupar-Cesar
-318 571 4463- 304 5397994 anavidesjudiciales@gmail.com

mailto:anavidesjudiciales@gmail.com


  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 1 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, trece (13) de noviembre de dos mil veinte (2020). 

 

 

  

 

 

  

 

I. OBJETO DE LA DECISIÓN 

  

Procede el suscrito funcionario a proferir sentencia dentro de la solicitud de Restitución de Tierras 

prevista en la Ley 1448 de 2011, que formuló la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS- DIRECCIÓN TERRITORIAL 

CESAR, en nombre y a favor del señor FIDEL ANTONIO YEPES, su compañera permanente 

JOSEFA MARÍA MENDOZA y su grupo familiar.  

 

II. ANTECEDENTES RELEVANTES 

 

1. Acerca de la acción 

 

La solicitud de restitución instaurada para el presente asunto expone la situación fáctica que a 

continuación brevemente se reseña: 

 

Expresa que el señor Fidel Antonio Yepes, el día nueve (09) de enero de 1990, compró el predio 

denominado “Sol y Sombra” ubicado dentro de la parcelación “La Victoria”, al señor José Antonio 

Avendaño Palmera por el precio de seiscientos mil pesos ($600.000,oo). Dicha parcela 

corresponde a un predio baldío nacional, el cual el solicitante explotó mediante la cría de 

animales y el cultivo de pan coger. 

 

Señala que el 20 de febrero de 1992 llegaron al predio unas personas armadas, quienes portaban 

uniformes militares y manifestaron al reclamante y a su familia que debían salir del fundo y 

además les advirtieron que no debían denunciar el hecho. Razón por la cual la familia se vio 

obligada a dirigirse esa misma noche al municipio de Bosconia- Cesar. 

 

Que, en el año 2006, un grupo de parceleros de la vereda “La Victoria” decidieron regresar a sus 

predios, entre ellos el señor Fidel Yepes, quien encontró que su parcela estaba siendo habitada 

por el señor Jairo Tejero Molina y una señora de nombre Ana Gilma. 

 

Así mismo se manifiesta, que en el año 2008 el reclamante interpuso una querella policiva en 

contra del señor Jairo Tejero, así como una denuncia ante la Fiscalía; pues este señor estaba 

comprando todas las parcelas que conformaban la vereda “La Victoria” y él no deseaba venderla, 

ya que era el predio que él ocupaba y se vio obligado a abandonarlo por violencia. 

 

Se indica además en la demanda que, pasado un tiempo, en el año 2009, el solicitante tenía 

intenciones de cercar el predio, por lo que el señor Jairo Tejero le dijo que no había problema 

alguno, pues en el momento en que el fuera a tomar posesión de la parcela, él se la entregaría. 

No obstante, el señor Jairo no cumplió con lo pactado, por el contrario, manifestó que “se hacía 

matar, pero no entregaría nada”. 

 

Proceso:  Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) 

Solicitante (s):  Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 

Opositor (es):  N/A 

Predio (s):  “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, corregimiento Caracolicito, municipio de El Copey, 

Departamento del Cesar  

Decisión:  Sentencia 

 



  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 2 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

Que, en vista de lo anterior, el señor Fidel Antonio Yepes solicitó la restitución del predio “Sol y 

Sombra”, ubicado en la vereda “La Victoria” del municipio El Copey, el día 25 de junio de 2012, 

ante la Unidad Administrativa Especial en Gestión de Restitución de Tierras. 

 

Indica también la demanda, que surtida la actuación administrativa de conformidad con lo 

dispuesto por la Ley 1448 de 2011, el Decreto 1071 de 2015, modificado y adicionado por el 

Decreto 440 de 2016, la UAEGRTD profirió resolución RE 0897 de 03 de marzo de 2016, 

mediante la cual inscribió el predio objeto de restitución en el Registro Único de Tierras 

Despojadas y Abandonadas Forzosamente a nombre del señor Fidel Antonio Yepes y de su 

compañera permanente Josefa María Mendoza de León. 

 

 

1.1. Pretensiones 

 

Con fundamento en la situación fáctica expuesta se pretendió:  

 

1.1.1. Pretensiones principales 

 

- Se declare que los señores Fidel Antonio Yepes y su compañera permanente Josefa 

María Mendoza, son titulares del derecho fundamental a la Restitución de Tierras, en 

relación con el predio rural, parcela “Sol y sombra”, ubicada en un predio de mayor 

extensión vereda “La Victoria”, en el corregimiento de Caracolicito, municipio El Copey- 

Cesar, identificado con FMI: 190-159528 y Código Catastral: 20-238-00-01-0005-0161-

000. 

- Se ordene, como medida preferente de reparación integral la restitución jurídica y material 

y la formalización a Fidel Antonio Yepes y a su compañera permanente Josefa María 

Mendoza, con respecto a la parcela denominada “Sol y Sombra”, ubicada en un predio 

de mayor extensión vereda “La Victoria”, en el corregimiento de Caracolicito, municipio El 

Copey- Cesar. 

- Se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Circulo Registral de 

Valledupar, inscribir la sentencia en los términos señalados en el literal c) del artículo 91 

de la Ley 1448 de 2011, en el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159528 aplicando el 

criterio de gratuidad al que se refiere el parágrafo 1° del artículo 84 ibídem. 

- Se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Círculo Registral de 

Valledupar la cancelación de todo antecedente registral sobre gravámenes y limitaciones 

de dominio, títulos de tenencia, arrendamientos, de la denominada falsa tradición y las 

medidas cautelares registradas con posterioridad al despojo o abandono, así como la 

cancelación de los correspondientes asientos e inscripciones registrales; en el evento que 

sea contraria al derecho de restitución, de conformidad con el literal d) del artículo 91 de 

la Ley 1448 de 2011. 

- Se ordene a la Oficina de Instrumentos Públicos del Círculo Registral de Valledupar en 

los términos previstos en el literal n) del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011, cancelar 

cualquier derecho real que figure a favor de terceros sobre los inmuebles objeto de 

restitución en virtud de cualquier obligación civil, comercial, administrativa o tributaria, en 

el evento que sea contraria al derecho de restitución. 

- Se ordene a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del Círculo Registral de 

Valledupar, la inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159528 de las 

medidas de protección patrimonial previstas en la Ley 387 de 1997, en los términos 

previstos en el literal e) del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011. 
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- Se ordene a la Oficina de Instrumentos Públicos del Circulo Registral de Valledupar 

actualizar el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159528 en cuanto a sus áreas, linderos 

y el titular del derecho, con base en la información predial indicada en el fallo. 

- Se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi- IGAC, que con base en el folio de 

matrícula inmobiliaria No.190-159528 actualizado por la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Valledupar, adelante la actuación catastral que corresponda. 

- Se ordene el acompañamiento y colaboración de la Fuerza Pública en la diligencia de 

entrega material del bien a restituir de acuerdo al literal o) del artículo 91 de la Ley 1448 

de 2011 

- Se ordene y se vincule a la Agencia Nacional de Minería, en razón de ser la entidad 

administradora de los recursos mineros, al otorgar el derecho al concesionario de explorar 

y/o explotar los minerales de propiedad del Estado, exija para adelantar su operación 

negociar con el/los propietarios(s) del terreno el ejercicio de la servidumbre mineras de 

conformidad con la Ley 685 de 2001, concordantes con la ley 1448 de 2011. 

- Se condene en costas y demás condenas a la parte vencida conforme lo señala el literal 

s) y q) del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011. 

- Se ordene la remisión de oficios a la Fiscalía General de la Nación, en caso que, como 

resultado del proceso, se advierta la posible ocurrencia de un hecho punible en los 

términos señalados por el literal t del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011. 

- Se cobije con medida de protección preceptuada en el artículo 101 de la ley 1448 de 

2011, el predio objeto de restitución. 

 

1.1.2. Pretensiones complementarias 

 

Alivio de pasivos: 

 

- Se ordene al Alcalde y Concejo Municipal de El Copey, dar aplicación al acuerdo 017 de 

16 de julio de 2013 el alivio de pasivos por concepto de impuesto predial, tasas y otras 

contribuciones según lo dispuesto en el artículo 121 de la Ley 1448 de 2011 y artículo 

139 del Decreto 4800 de 2011. 

- Se ordene al Alcalde del municipio de El Copey dar aplicación al acuerdo 017 de 16 de 

julio de 2013 y se sirva condonar las sumas causadas desde el año 1992, por concepto 

de impuesto predial, tasas y otras contribuciones, de la parcela “sol y sombra”, ubicada 

dentro de la vereda “La Victoria”, municipio El Copey- Cesar. 

- Se ordene al Alcalde del municipio El Copey dar aplicación al acuerdo 017 de 17 de julio 

de 2013 se sirva exonerar, del pago de impuesto predial, tasas y otras contribuciones, de 

la parcela “Sol y sombra”, ubicada dentro de la vereda “La Victoria”, municipio EL Copey-

Cesar. 

- Se ordene al Fondo de la UAEGRTD aliviar las deudas que, por concepto de servicios 

públicos domiciliarios de acueducto, alcantarillado y energía eléctrica, se adeude a las 

empresas prestadoras de los mismos, por el no pago de los periodos correspondientes 

al tiempo transcurrido entre la fecha del hecho victimizante y la sentencia de restitución 

de tierras. 

- Se ordene al Fondo de la UAEGRTD aliviar por concepto de pasivo financiero la cartera 

que tengan los señores Fidel Antonio Yépez y su compañera permanente Josefa María 

Mendoza, con entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, 

causadas entre la fecha del hecho victimizante y la sentencia de restitución de tierras, 

siempre y cuando la deuda tenga relación con el predio a restituirse y/o formalizarse. 
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Proyectos Productivos 

 

- Se ordene a la UAEGRTD que incluya por una sola vez a la solicitante en el programa de 

proyectos productivos, una vez sea verificada la entrega o el goce material del predio 

objeto de la presente solicitud, a efectos de que implemente la creación de proyectos 

productivos y brinde la asistencia técnica correspondiente, teniendo en cuenta, por una 

parte, la vocación y el uso racional del suelo, así como sus posibles afectaciones, y por 

la otra, las actividades que desarrolla la población beneficiaria, con el fin de asegurar su 

restablecimiento económico. 

- Se ordene al SENA el desarrollo de los componentes de formación productiva, en los 

proyectos de explotación económica campesina, a efectos de fortalecer y acompañar los 

proyectos productivos que la Unidad de Restitución de Tierras implemente y desarrolle 

en los predios reclamados en restitución. 

 

Reparación- UARIV 

 

- Se ordene a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas- UARIV, a los entes territoriales y a las demás entidades que hacen parte 

del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas (SNARIV), integrar a la 

víctima restituida a la oferta institucional del Estado en materia de reparación integral en 

el marco del conflicto armado interno. 

 

Salud 

 

- Se ordene a la Secretaría de Salud del Departamento del Cesar y del municipio de El 

Copey la verificación de la afiliación de los solicitantes y disponga en lo pertinente para 

los que no se hayan incluido, su ingreso al sistema y la atención integral que requieran. 

- Se ordene a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas- UARIV, Ministerio de Salud y Protección Social, a la Secretaría de Salud del 

Municipio de Valledupar y a la Secretaría de Salud del Departamento del Cesar, incluir al 

solicitante y su núcleo familiar en los programas existentes, para la efectiva atención y 

acompañamiento médico atendiendo a los criterios diferenciadores de género y grupo 

etario, para garantizar las condiciones de salud y vida digna a los pobladores. 

- Se ordene a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas- UARIV y al Ministerio de Salud y Protección Social la inclusión del solicitante 

en el programa de atención psicosocial y salud integral a víctimas (PAPSIVI), en sus 

modalidades individual, familiar y comunitaria respectivamente, en un plazo razonable, 

con el fin de que puedan superar el impacto causado por los hechos victimizantes. 

 

Educación 

 

- Se ordene al Servicio Nacional de Aprendizaje- SENA la inclusión de los solicitantes en 

los programas de formación de acuerdo a sus necesidades, en los términos del artículo 

130 de la Ley 1448 de 2011. 

 

Vivienda 

 

- Se ordene a la Gerencia de Vivienda del Banco Agrario de Colombia, que en el marco 

del programa estratégico de atención a la población beneficiaria de la política de 
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restitución de tierras, creado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural otorgue 

de manera prioritaria y preferente subsidio de vivienda de interés social rural en favor del 

hogar identificado, para lo cual la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 

Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRTD), al tenor del artículo 2.15.2.3.1. del 

Decreto 1071 de 2015, efectuará la priorización del hogar. 

 

Protección 

 

- Se ordene a la Unidad Nacional de Protección (UNP) que en virtud del Decreto 1066 de 

2013 (compilatorio del Decreto 4912 de 2011), active la ruta de protección de los 

solicitantes a fin de caracterizar, realizar valoración de riesgo e implementar las medidas 

de protección que sean necesarias para salvaguardar la vida e integridad personal de los 

solicitantes y su familia. 

 

Pretensión general 

 

- Se profieran todas aquellas órdenes que sean necesarias para garantizar la efectividad 

de la restitución jurídica y material del bien inmueble y la estabilidad en el ejercicio y goce 

efectivo de los derechos de los solicitantes de restitución, en razón a lo establecido en el 

literal p) del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011. 

 

2. ELEMENTOS DE CONVICCIÓN 

 

En el curso del proceso se aportaron, solicitaron, decretaron y practicaron pruebas, siendo 

posible observar en el cuaderno principal y el de pruebas las siguientes: 

 

- Fotocopia de la cédula de ciudadanía de los solicitantes Fidel Antonio Yepes, su 

compañera permanente Josefa María Mendoza De León y su grupo familiar Marisol 

Rodríguez Mendoza (folios18 a 20 del C No.1). 

- Fçotocopia Registro civil de nacimiento No.5423009 y 20868035 (a folios 21 a 22 C No.1) 

- Fotocopia de denuncia No.57-1571 interpuesta por el señor Fidel Antonio Yepes (a folios 

23 a 24 C No.1) 

- Fotocopia escritura pública No.094 de 15 de enero de 2010 (a folio 25 C No.1) 

- Fotocopia del documento de compraventa de un terreno suscrita entre Fidel Antonio 

Yepes y José Antonio Avendaño Palmera (a folio 26 C No.1) 

- Formato único de noticia criminal de la Fiscalía General de la Nación del 01 de mayo de 

2009 (a folios 27 a 29 C No.1) 

- Boleta de citación No.01 del 24 de agosto de 2009 al señor JAIRO TEJADA (a folio 30 C 

No.1) 

- Fotocopia de rechazo por falta de competencia- Querella policiva- emitida por Alcalde 

municipal de El Copey (a folios 31 a 33 C No.1) 

- Acta de Recepción de documentos OEI-235 de 26 de noviembre de 2012 (a folio 35 C 

No.1) 

- Consulta de beneficiarios de titulación de baldíos (a folio 36 C No.1) 

- Fotocopia ficha predial predio “La Victoria” (a folios 37 a 41 C No.1) 

- Oficio No.163 enviado por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Descongestión de 

Valledupar (a folio 42 C No.1) 

- Oficio No.9758 enviado por la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y La Paz (a 

folios 43 a 44 C No.1). 
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- Informe Técnico de Georreferenciación (a folios 45 a 50 C No.1). 

- Informe Técnico Predial (a folios 51 a 54 C No.1). 

- Actas de colindancias (a folios 55 a 56 C No.1). 

- Consulta Catastral (a folio 57 C No.1). 

- Solicitudes de representación judicial suscritas por los solicitantes (a folios 13 a 14 C 

No.1). 

- Resolución No.RE 03535 de 21 de noviembre de 2016 por la que se designa 

representación judicial (a folio 15 C No.1). 

- Constancia de inscripción en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 

Forzosamente No. C.E. 1769 de 21 de noviembre de 2016 (a folios 16 a 17 C No.1). 

- Fotocopia Certificado de Tradición FMI 190-159528 (a folios 61 a 62 C No.1). 

- Oficio 0282 proveniente de Fiscalía 115 Especializada- apoyo Despacho 58- Dirección 

de Fiscalía Nacional Especializada Justicia Transicional (a folio 87 C No.1). 

- Oficio URT-DTCG-0175 y Cartografía Social de los solicitantes (a folios 90 a 100 C No.1). 

- Oficio No.20172400010351 proveniente de la Unidad Administrativa Especial del Sistema 

de Parques Nacionales Naturales de Colombia. 

- Certificación de lectura de edicto emitida por emisora Caliente Stereo 90.2 FM S.A.S. (a 

folio 106 C No.1). 

- Certificación Edicto publicado por CARACOL RADIO S.A. (a folios 107 a 108 C.No.1). 

- Edicto publicado en Diario EL PILÓN (a folios 109 C No.1). 

- Respuesta emitida por la Gobernación del Departamento del Cesar- Oficina Asesora de 

Paz Departamental (a folios 190 a 197 C No.1).  

- Edicto publicado en el diario EL TIEMPO (a folio 212 C No.1).  

- Acta No.0035 de diligencia de recepción de testimonio de fecha 07 de junio de 2018 (a 

folios 238 a 240 C No.1).  

- Acta No.0036 de diligencia de Interrogatorio de fecha 07 de junio de 2018 (a folio 241 

C.No.1 + 1 CD). 

- Acta No.0038 de diligencia de Interrogatorio de fecha 07 de junio de 2018 (a folio 242 

C.No.1 + 1CD).  

- Acta No.0037 de diligencia de Interrogatorio de fecha 07 de junio de 2018 (a folio 243 

C.No.1 + 2CDs).  

- Oficio de fecha 12 de junio de 2018 que aporta Escritura Pública de donación No.2006 

de 29 de junio de 2013 con soportes (a folios 244 a 522 C.No.2). 

- Oficio No.1202018EE10103-01 de 27-07-2018 proveniente de Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi- IGAC (a folios 530 a 535 C.No.3). 

- Prueba trasladada Audiencia del señor Hermes Calderón Beltrán dentro del proceso 

2016-00108 (a folio 536 C.No.3+ 1CD). 

- Oficio 20181030762151 de 10 de septiembre de 2018 proveniente de Agencia Nacional 

de Tierras (a folios 537 a 543 y 546 a 556 C.No.3). 

- Acta de diligencia de Inspección Judicial de 10 de septiembre de 2018 (a folio 545 C.No.3 

+ 1CD). 

- Acta No.0125 de fecha 02 de octubre de 2018 diligencia de Interrogatorio (a folios 557-

561 C.No.3 + 1CD). 

- Acta No.0126 de fecha 02 de octubre de 2018 diligencia Testimonio (a folios 562 C.No.3 

ç+ 1CD). 

- Oficio No.6008 de fecha 01 de octubre de 2018 proveniente del Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi (a folios 4 a 7 C.No.4 + 1CD). 
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- Oficio No.20196101139921: MDN-COGFM-COEJC-SECEJ-JEMOP-DIV01-BR10-JEM-

B3-81.1, proveniente de Ministerio de Defensa Nacional Comando General de las 

Fuerzas Militares- Ejercito Nacional- Décima Brigada (a folios 589 a 590 C.No.5). 

- Respuesta proveniente de Agencia Nacional de Minería- ANM (a folios 603- Respaldo 

C.No.5). 

- Constancia Secretarial de 16 de julio de 2019 UAEGRTD (a folio 609 a 614 Respaldo 

C.No.5). 

- Informe técnico predial- ITP ID 58544 predio Los Laureles (a folios 616 a 619 C.No.5). 

- Informe Técnico de Georreferenciación ID 58544 Predio Los Laureles- verificación 

realizada por la URT (a folios 620 a 632 C.No.5). 

-  Acta No. 0193 Diligencia de práctica de pruebas y otros asuntos de 25 de julio de 2019 

(a folios 635 a 637 C.No.5, incluido 1CD). 

- Acta No. 0209 Diligencia de práctica de pruebas y otros asuntos de 13 de agosto de 2019 

(a folios 649 a 650 C.No.5). 

- Acta No. 0210 Diligencia de práctica de pruebas y otros asuntos de 13 de agosto de 2019 

(a folios 651 a 653 C.No.5, incluido 1CD). 

- Oficio No.6008 de 08 de octubre de 2019 Respuesta proveniente del Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi- IGAC/ Avalúo Comercial (a folios 658 a 694 C.No.5,). 

- Pronunciamiento técnico respecto al predio solicitado en restitución aportado por la 

UAEGRTD (a folios 697 a 699 C.No.5). 

- Acta No. 0001 Diligencia de recepción de testimonio de 31 de enero de 2020 (a folio 705 

C.No.5). 

- Acta No. 0002 Diligencia de recepción de testimonio de 30 de enero de 2020 (a folio 706 

C.No.5). 

- Acta No. 0003 Diligencia de Interrogatorio de 30 de enero de 2020 (a folios 707 a 708 

C.No.5, incluido 1CD). 

- Oficio No. OFI20-00006898/ IDM 1213000 de 24 de enero de 2020 proveniente de 

Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y DIH (a folios 709 a 730 C.No.5). 

 

 

3. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

Concluidos como se encuentran, los requisitos exigidos por los artículos 82 y 83 de la Ley 1448 

de 2011, por los que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN 

DE TIERRAS DESPOJADAS- DIRECCIÓN TERRITORIAL CESAR adelantó inscripción en el 

Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, a los señores Fidel Antonio 

Yepes, su compañera permanente Josefa María Mendoza y su grupo familiar, en calidad de 

ocupantes del predio “Sol y Sombra”, ubicado en la vereda “La Victoria”, en el corregimiento 

Caracolicito del municipio de El Copey- Departamento del Cesar y finalmente presentó solicitud 

de Restitución y Formalización de Tierras a favor de los citados señores. 

 

La solicitud correspondió inicialmente por reparto al Juzgado Segundo Civil del Circuito 

Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar, según acta individual de reparto, el día 

22 de noviembre de 2016, con secuencia 194 (folio 58 C.No.1). Dependencia judicial que a través 

de providencia interlocutoria adiada 01 de diciembre de 2016 admitió la solicitud (folios 63 a 71 

C.No.1) disponiendo lo que ordena la Ley 1448 de 2011 en su artículo 86, además vincular como 

posible opositor a la señora Ana Milena Mariotti Barrios y, así mismo, poner en conocimiento del 

Procurador Delegado ante los Juzgados de Restitución de Tierras de Valledupar. 
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La publicación de la admisión de la solicitud de Restitución de Tierras se realizó en diario de 

amplia circulación nacional “EL TIEMPO” (folio 212 C.No.1), en un diario de amplia circulación 

regional “EL PILÓN” (folio 109 C.No.1) y en una radiodifusora nacional y local “CARACOL 

RADIO” y “CALIENTE STEREO 90.2 FM S.A.S.” (folios 106 a 108 C.No.1), enterando a todas 

las personas indeterminadas y todos aquellos que se consideran afectados por el proceso de 

restitución, quedando surtido el traslado en los términos de los artículos 86 y 87 de la Ley 1448 

de 2011, sin que hubiese comparecencia de otros interesados. 

 

Con fecha 16 de febrero de 2017 la Procuradora 22 Judicial II de Restitución de Tierras, presentó 

escrito manifestando darse por notificada del auto admisorio y solicitando el agotamiento de 

algunas pruebas (folios 88 a 89 C.No.1). 

 

Mediante memorial adiado 16 de marzo de 2017, la señora Ana María Mariotti Barrios, a través 

de apoderado judicial Danilo Enrique Palacios Benítez, se hizo parte dentro del proceso 

pronunciándose sobre el libelo de la demanda, presentando oposición a la misma y aportando 

pruebas.  

 

En relación con la oposición presentada, se advierte que este despacho judicial, tras ejecutar las 

medidas ordenadas por el Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena (folios 

11 a 15 C.No.4) y de acuerdo con informe presentado por la UAEGRTD (folios 607-631 C.No.5), 

logró constatar que el predio solicitado no era el que poseía la citada señora Mariotti Barrios 

(quien venía reconocida como opositora dentro del proceso), por encontrarse este último a 380 

m al occidente del predio solicitado en restitución, además de denominarse “Santa Inés”. Por lo 

anterior, en diligencia de fecha 13 de agosto de 2019 se procedió a desvincular a la precitada 

señora, al considerarse se le había impuesto una carga que no debía soportar (folio 649 C.No.5). 

Por tanto, dentro del presente trámite no hay opositores y debe ser resuelto en única instancia 

por esta judicatura, de acuerdo con el artículo 79 de la Ley 1448 de 2011. 

 

Con la intención de lograr una correcta integración del contradictorio y teniendo en cuenta que el 

folio de matrícula inmobiliaria del predio solicitado en restitución, en anotación No. 1 aparece 

como titular la Nación (siendo este un bien baldío), mediante auto interlocutorio de fecha 02 de 

febrero de 2018 (folio 213 C.No.1), esta dependencia judicial vinculó a la Agencia Nacional de 

Tierras- ANT en calidad de posible opositor o tercero interesado, siendo esta entidad notificada 

por aviso el 28 de febrero de 2018 (folio 217 C.No.1). La citada entidad se pronunció a través de 

memoriales de 10 y 14 de septiembre de 2018, sin que hubiere manifestado oposición alguna 

(folios 537 a 543 y 546 a 556 C.No.3). 

 

Mediante providencia calendada 24 de mayo de 2018 (folios 219 a 223 C.No.1), se decretó 

apertura de etapa probatoria de conformidad con lo dispuesto en artículo 89 de la Ley 1448 de 

2011, teniendo como documentales las aportadas por las partes, decretando las que fueron 

solicitadas, denegando algunas requeridas por la representante del Ministerio Público y 

decretando otras de oficio.  

 

En diligencia de recepción de testimonios de fecha 02 de octubre de 2018, tal como consta en 

acta No. 126 (folios 562 a 563 C.No.3), se ordenó remitir el expediente al Honorable Tribunal 

Superior de Cartagena. De conformidad con lo anterior, mediante oficio No.1735 de 03 de octubre 

de 2018 (folio 1 C.No.4), fue remitido expediente el día 06 de octubre de 2018. 
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El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Sala Especializada en Restitución de 

Tierras, previo dictar sentencia, de acuerdo con manifestación del Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi- IGAC  e informe presentado por la Agencia Nacional de Tierras- ANT, evidenció que el 

predio solicitado se traslapa con el predio identificado con numero predial 20-238-00-01-0005-

0176-000 denominado “Los Laureles”, identificado con FMI No.190-51500 de propiedad de la 

señora Ana Gilma Arrieta Dueñas; contra quien se interpuso denuncia penal por parte del 

solicitante, así como contra el señor Jairo Tejeiro Molina, por amenazas, además de la solicitud 

de amparo a la posesión en contra de las mismas personas. 

 

En consecuencia de lo anterior, mediante providencia de 18 de diciembre de 2018 (folios 11 a 

15 C.No.4), emitida por la magistrada Laura Elena Cantillo Araujo, se impuso remitir expediente, 

para que el Juez Instructor realice la actividad probatoria correspondiente con el fin de verificar: 

i) si existe en campo el traslape descrito por el IGAC y la ANT, entre el predio solicitado en 

restitución y la finca “Los Laureles” y ii) Si el predio “Sol y Sombra” solicitado en restitución el 

cual fue objeto de georreferenciación por parte de la UAEGRTD, traslapa o guarda identidad con 

el predio denominado “Santa Inés”, descrito en la escritura pública No.344 de 11 de octubre de 

2006 de la Notaría de Bosconia, sobre el cual manifiesta ser la señora Mariotti la actual 

propietaria. Advirtiendo además dicha providencia, que el Juzgado Especializado debería tomar 

las medidas procesales pertinentes a fin de garantizar el derecho fundamental al debido proceso 

de Ana Gilma Arrieta Dueñas y demás terceros con intereses, en caso que se verifique el traslape 

del fundo pedido en restitución con el predio “Los Laureles”; se ordenó igualmente al Juzgado 

Especializado la práctica de algunas pruebas adicionales.  

 

A través de oficio No.0076 de 17 de enero de 2019 (folio 564 C.No.5), fue allegado expediente 

al despacho, proveniente del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena. Mediante Auto 

Interlocutorio No.0036 de 24 de mayo de 2019 (folios 566 a 567 C.No.5), esta agencia judicial 

resuelve obedecer y cumplir lo resuelto por la magistrada Laura Elena Cantillo Araujo en auto de 

18 de diciembre de 2018; ordenar la práctica de pruebas, vincular y correr traslado a Ana Gilma 

Arrieta Dueñas y WESTROCK RESOURCES SUCURSAL COLOMBIA, supeditado esto último, 

al resultado de algunas probanzas decretadas. 

 

Evacuadas todas las pruebas decretadas en la correspondiente etapa procesal, habiéndose 

constatado que el predio “Sol y Sombra” no traslapa con el denominado predio “Los Laureles” de 

propiedad de los señores Jairo Terjera Molinares y Ana Gilma Dueñas y no guarda identidad con 

el llamado “Santa Inés”, habitado por la señora Ana Mariotti; mediante auto interlocutorio No.118 

de 11 de mayo de 2020, se corrió traslado a los sujetos procesales a fin de que presenten sus 

alegatos de conclusión, por el término de cinco (5) días, sin que alguna de las partes se hubiere 

pronunciado.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

 

1. Competencia 

 

Este Despacho Judicial es competente para conocer y decidir en única instancia lo que en 

derecho corresponda en el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 79 

y 80 de la Ley 1448 de 2011; de igual forma, por la ubicación del predio rural “Sol y Sombra”, y 

por la ausencia de oposición.  

  

orlan
Resaltado

orlan
Resaltado



  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 10 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

2. Requisito de procedibilidad 

 

Conforme al inciso 5º del artículo 76 de la Ley 1448 de 2011, para iniciar la acción de restitución 

es necesario que el predio solicitado haya sido ingresado en el Registro de Tierras Despojadas 

y Abandonadas.  

 

En el presente caso, se evidencia que el presupuesto de procedibilidad se encuentra cumplido, 

pues se aportó al plenario copia de la Constancia de Inscripción en el Registro de Tierras 

Despojadas y Abandonadas Forzosamente RE 1769 del 21 de noviembre de 2016 a nombre del 

señor FIDEL ANTONIO YEPES y la señora JOSEFA MARÍA MENDOZA DE LEÓN, como 

reclamantes del predio denominado “Sol y Sombra”, identificado con el FMI 190-148243, ubicado 

en la vereda La Victoria corregimiento Caracolicito municipio de El Copey del departamento de 

Cesar. 

 

 

3. Núcleo familiar de los accionantes 

 

De conformidad con lo relatado en la demanda y los distintos documentos arrimados al dosier, 

el núcleo familiar de los solicitantes, al momento del desplazamiento, se conformaba de las 

siguientes personas: 

 

 

 

 

 

 

 

 

4. Problema Jurídico principal y problemas asociados 

 

Conforme al escenario fáctico descrito, encuentra el suscrito funcionario, que en el presente 

asunto le corresponde determinar: si los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 

De León son víctimas dentro del contexto del conflicto armado del municipio de El Copey- Cesar, 

corregimiento Caracolicito, al haber abandonado el predio denominado Sol y Sombra y si en 

consecuencia cumplen a cabalidad los presupuestos constitucionales y legales para acceder a 

la restitución y formalización de tierras que se solicita, así como a las medidas de reparación 

invocadas. 

 

 

5. Marco Jurídico Conceptual   

 

Planteado el problema jurídico a resolver y cumplidos los trámites establecidos por la Ley 1448 

para hacer viable la decisión de fondo que debe tomarse dentro del presente proceso de 

Restitución y Formalización de tierras, se procede a emitir el fallo correspondiente, pero antes se 

definirán algunos conceptos sobre los cuales girará el análisis de este asunto como son:  justicia 

transicional; la acción de restitución de tierras; derechos de las víctimas de desplazamiento 

forzado a la verdad, a la justicia y a la reparación; la calidad de víctima del conflicto armado en 

el marco de la acción especial de restitución de tierras; régimen de adjudicación de bienes 

baldíos a la población campesina. 

NOMBRE IDENTIFICACIÓN  PARENTESCO 

FIDEL ANTONIO YEPES 5.007.067 Solicitante 

JOSEFA MARÍA MENDOZA DE LEÓN 36.620.934 
Compañera 
permanente 

MARISOL RODRÍGUEZ MENDOZA 49.596.240 Hija 
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5.1. Justicia Transicional 

 

Las Naciones Unidas han definido la Justicia Transicional como “toda variedad de procesos y 

mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados 

de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus 

actos, servir a la justicia y lograr la reconciliación”.1 

 

Uno de los principios de las normas internacionales de derechos humanos, que fundamenta la 

Justicia Transicional y la lucha contra la impunidad, es el derecho de las víctimas de violaciones 

graves de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, a obtener una 

reparación.  El derecho a la reparación integral, tiene por objeto el resarcimiento de los daños 

causados a las víctimas, y se integra por la facultad de exigir medidas de restitución, 

compensación, rehabilitación, satisfacción y no repetición. Sobre este derecho la jurisprudencia 

ha señalado que la restitución plena exige “el restablecimiento de la víctima al estado anterior al 

hecho de la violación, incluyendo la restitución de sus tierras usurpadas o despojadas”.2 

 

Por su parte la Honorable Corte Constitucional en su jurisprudencia ha planteado que puede 

entenderse por Justicia Transicional una institución jurídica a través de la cual se pretende 

integrar diversos esfuerzos, que aplican las sociedades para enfrentar las consecuencias de 

violaciones masivas de abusos generalizados o sistemáticos en materia de derechos humanos, 

sufridos en un conflicto hacia una etapa constructiva de paz, respeto, reconciliación, y 

consolidación de la democracia, situaciones de excepción frente a lo que resultaría de la 

aplicación de las instituciones penales corrientes.3 

 

El concepto de justicia transicional ha sido abordado por la Corte Constitucional en tres 

decisiones: Sentencia C-370 de 2006, C-1119 de 2008 (Ley de Justicia y Paz) y C-771 de 2011 

(Ley de Verdad Histórica), señalando que se  

 

trata de un sistema o tipo de justicia de características particulares, que aspira a superar una situación 
de conflicto o postconflicto, haciendo efectivos en el mayor nivel posible, los derechos a la verdad, la 
justicia y la reparación de las víctimas frente a un pasado de graves y sistemáticas violaciones de los 
derechos humanos, teniendo como límite la medida de lo que resulte conducente al logro y 
mantenimiento de la paz social. Así mismo, reconoce que la implementación de los mecanismos de 
justicia transicional 'es una alternativa válida dentro del marco constitucional, cuando concurran 
especiales circunstancias que justifican la adopción excepcional de este tipo de medidas. 

 

Al respecto de la gravísima situación del desplazamiento en Colombia, se sienta un importante 

precedente jurisprudencial contenido en la Sentencia T-025 de 2004, por medio del cual se 

declaró el estado de cosas inconstitucionales: 

 

En razón de esta multiplicidad de derechos constitucionales afectados por el desplazamiento, y 
atendiendo a las aludidas circunstancias de especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que 
se encuentran los desplazados, la jurisprudencia constitucional ha resaltado que éstos tienen, en 
términos generales, un derecho a recibir en forma urgente un trato preferente por parte del Estado. 
Este derecho al trato preferente constituye, en términos de la Corte, el “punto de apoyo para proteger 
a quienes se hallan en situación de indefensión por el desplazamiento forzado interno”, y debe 

                                                             
1 El Estado de Derecho y la Justicia transicional y Derechos económicos, sociales y culturales” Naciones Unidas Derechos 
Humanos, Oficina de Alto Comisionado Nueva York y Ginebra, 2014. Pág.5 
2 Sentencia C-795 de 2014, citada por Corte Constitucional Sentencia C-588 de 2019. 
3 Sentencia C-052 de 2012 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla), Sentencia C-370 de 2006 (Ms. Ps. Cepeda Espinosa, Córdoba Triviño, 
Escobar Gil, Monroy Cabra, Tafur Galvis y Vargas Hernández), sentencia C-036 de 2010 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) y 

Sentencia C-772 de 2011 (M.P. Nilson Pinilla Pinilla). 
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caracterizarse, ante todo, por la prontitud en la atención a las necesidades de estas personas, ya que 
“de otra manera se estaría permitiendo que la vulneración de derechos fundamentales se perpetuara, 
y en muchas situaciones, se agravara. 

 

En consonancia con lo anterior, el alto tribunal constitucional, en sentencia T-821 de 2007, 

expuso:  

 

El derecho a la restitución de la tierra de las personas en situación de desplazamiento forzado. Las 
personas que se encuentran en situación de desplazamiento forzado y que ha sido despojadas 
violentamente de su tierra…, tienen el derecho fundamental a que el Estado conserve su derecho a la 
propiedad o posesión y les restablezca el uso, goce y libre disposición de la misma en las condiciones 
establecidas por el derecho internacional en la materia.  

 

Con base en lo anterior, se expide la Ley 1448 de 2011, conocida como Ley de Víctimas y 

Restitución de Tierras, en la cual se consagra un trámite sui generis, fundado en la flexibilización 

normativa procesal y probatoria que surge de la calidad de los sujetos a quienes va dirigida, de 

quienes se estima un grado de vulnerabilidad que debe ser amparado constitucionalmente, que 

se deriva de las personas que han sido víctimas de graves violaciones a las normas 

internacionales de Derechos Humanos y graves infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario. Se considera entonces esta ley, una apuesta del Estado colombiano, para reparar 

los daños ocasionados por décadas de conflicto, y amparado en el concepto de justicia 

transicional. En dicha Ley se establece un programa de reparación integral y de restitución de 

tierras, en cuyo art. 8º ibídem, se lee:  

 

por justicia transicional los diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados 
con los intentos de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones contempladas 
en el artículo 3º de la presente ley, rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos de justicia, 
la verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas institucionales necesarias 
para la no repetición de  los hechos y la desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin 

último de lograr la reconciliación nacional y la paz duradera y sostenible. 
 

En la mentada Ley, se regula por primera vez el derecho fundamental al derecho a la restitución 

de tierras de la población desplazada, el cual ha sido reconocido en múltiples ocasiones como 

de carácter fundamental, por parte de la jurisprudencia constitucional.   

 

 

5.2. La Acción de Restitución 

  

Uno de los novedosos mecanismos adoptados en el seno de la justicia transicional es la acción 

de restitución, a la que la Corte Constitucional ha otorgado un especial carácter, al considerar 

que:  

 

La naturaleza especial de este procedimiento constituye una forma de reparación, en tanto a través de 
un procedimiento diferenciado y con efectos sustantivos no equivalentes a los propios del régimen del 
derecho común, se fija las reglas para la restitución de bienes a las víctimas definidas en el artículo 3 
de la Ley 1448 de 2001. Esa especialidad, que explica su condición de medio de reparación, se apoya 
no solo en las características del proceso definido para tramitar las pretensiones de restitución a la que 
se hizo referencia anteriormente sino también en las reglas sustantivas dirigidas a proteger 
especialmente al despojado. En relación con esta última dimensión, inescindiblemente vinculada con 
la procesal, cabe destacar, por ejemplo, el régimen de presunciones sobre la ausencia de 
consentimiento o causa lícita, las reglas de inversión de la carga de la prueba, la preferencia de los 
intereses de las víctimas sobre otro tipo de sujetos, la protección de la propiedad a través del 
establecimiento de restricciones a las operaciones que pueden realizarse después de la restitución y 
el régimen de protección a terceros de buena fe de manera tal que los restituidos no se encuentren 
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obligados a asumir el pago de valor alguna por las mejoras realizadas en el predio, debiendo éste ser 
asumido por el Estado4”.  
 
Otra característica que hace esta acción especial, tiene que ver en materia probatoria, con: “que las 
medidas adoptadas en el marco de la Ley 1448 de 2011 tienen como primer presupuesto la afirmación 
de un principio de buena fe, encaminado a liberar a las víctimas de la carga de probar su condición”. 
Conforme a ese principio, se dará especial peso a la declaración de la víctima, y se presumirá que lo 
que ésta aduce es verdad, de forma que en caso de duda será el Estado quien tendrá la obligación de 
demostrar lo contrario. En consecuencia, bastará a la víctima probar de manera sumaria el daño sufrido 
ante la autoridad administrativa, para que ésta proceda a relevarla de la carga de la prueba5. (Negrilla 
fuera del texto original).  

 

La acción de restitución de tierras es un recurso judicial instituido recientemente en el país en 

favor de las víctimas del conflicto armado interno, enmarcado dentro de una política pública que 

propende por la paz, la reconstrucción de la democracia y la reivindicación del Estado de 

Derecho. La implementación de este instrumento jurídico no sólo favorece la satisfacción del 

derecho a la reparación integral de las víctimas, sino que su naturaleza y función son 

eminentemente transicionales. Se enmarca dentro de los siguientes principios: independencia, 

progresividad, estabilización, seguridad jurídica, prevención, participación y prevalencia 

constitucional. Es concebida como mecanismo reparador para restablecer en favor de las 

víctimas solicitantes todas las condiciones que ostentaban al momento de la ocurrencia del 

despojo o del abandono, sin perjuicio de la adopción y reconocimiento adicional de nuevas 

medidas que resulten necesarias para la superación de los factores que permitieron el 

acaecimiento de los hechos victimizantes sobre dichas personas.  

 

Dicha acción se caracteriza, además, por consagrar un proceso dual, que comprende dos etapas, 

a saber: la primera de carácter administrativa, a instancia de la UAEGRTD, la cual concluye con 

la inclusión el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente –RTDAF-; inclusión 

que constituye el requisito para proceder a la siguiente etapa que es la judicial, en la que se 

adopta una decisión de fondo respecto de la protección del derecho fundamental a la restitución 

de tierras. Decisión que contempla varias resoluciones, como son, la formalización, la restitución 

material, la restitución jurídica, la compensación, la reubicación y todas las medidas pertinentes 

que les garanticen a los beneficiados condiciones de dignidad con vocación transformadora. 

 

 

5.3. Derechos de las víctimas del desplazamiento forzado 

 

El fenómeno de desplazamiento forzado ha sido abordado con especial interés, tanto por la 

comunidad internacional, como por el ordenamiento jurídico colombiano y las autoridades 

internas del país, teniendo en cuenta la difícil situación de desprendimiento y desarraigo a la que 

se ven avocadas las víctimas en la necesidad de abandonar sus lugares de radicación y migrar 

dentro del mismo territorio nacional, padeciendo pérdidas económicas significativas abruptas, 

condiciones de terror, impotencia e indefensión, al ver truncados sus proyectos de vida, en donde 

cambian sus prioridades en procura de la subsistencia y la lucha contra la desesperanza.  

 

Es así como el concepto de desplazamiento forzado ha sido ampliamente desarrollado. La 

Jurisprudencia Constitucional ha sido reiterativa en sostener que, la condición de desplazamiento 

se da cuando concurren dos factores materiales a saber: i) una migración del lugar de residencia 

                                                             
4Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-820 del 18 de octubre de 2012, expediente No. 9012, M.P. Dr. Mauricio González 
Cuervo, páginas 35 a 39.  
5 Corte Constitucional, Sala Plena, Sentencia C-253ª del 29 de marzo de 2012, expediente D-8643 y D-8668, M.P Dr. Gabriel Eduardo 

Mendoza Martelo, página 65. 



  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 14 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

al interior de las fronteras del País, ii) causada por hechos de carácter violento “sea cual fuere la 

descripción que se adopte sobre desplazados internos, todas contienen dos elementos cruciales: 

la coacción que hace necesario el traslado y la permanencia dentro de las fronteras de la propia 

Nación. Si estas dos condiciones se dan, …no hay la menor duda que se está ante un problema 

de desplazados.”6 

 

La anterior, corresponde a una concepción material de desplazamiento interno, frente a la cual 

la Honorable Corte Constitucional ha establecido que, siempre que concurran frente a una 

persona determinada, las circunstancias que encierra dicho concepto, esta será sujeto de 

especial protección por parte del Estado y será titular de las políticas públicas creadas para la 

mitigación del problema generado por el fenómeno del desplazamiento forzado con ocasión del 

conflicto armado. En los términos de la Ley 1448 de 20117 y sus Decretos Reglamentarios y el 

Derecho Internacional Humanitario, las víctimas tienen derecho a la verdad, a la justicia, a la 

reparación y garantías de no repetición. Estos derechos se hacen efectivos cuando las víctimas, 

sus familiares y la sociedad en general conocen los motivos, circunstancias en que cometieron 

los actos o violaciones de que trata el artículo 3 ibídem (verdad); cuando el Estado investiga, 

esclarece, identifica responsables y establece sanciones, y en consecuencia, cuando impone 

medidas de atención, asistencia y reparación a favor de las víctimas (justicia) y cuando el daño 

sufrido es reparado de manera adecuada, diferenciada, transformadora (reparación).  

 

Ahora, para las personas víctimas de desplazamiento forzado existe un catálogo de normas, 

jurisprudencia y doctrina relacionada con los derechos que les asisten. La sección de normas 

contiene, además de las respectivas normas de los tratados, dos documentos que, a pesar de 

no ser tratados internacionales, están basados en ellos y se consideran para del derecho 

consuetudinario. Estos son: los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos (Principios 

Deng) y los Principios sobre la Restitución de las Viviendas y el Patrimonio de los Refugiados y 

las Personas Desplazadas (Principios Pinheiro).  

 

Al explicar este fenómeno, la Corte Constitucional se ha expresado en los siguientes términos: 

 

La vulnerabilidad extrema de las personas desplazadas se debe en primer lugar a la violencia a que han 
sido sometidas. Se trata de una violencia, tal como lo expresa la Ley 387 de 1997 sobre desplazados, 
en la cual se explicita que se trata de una violencia que amenaza y aterroriza, de una violencia que se 
concreta en “amenazas continuas”, en “asesinatos selectivos”, en “masacres”, que expulsa y arroja a las 
personas de sus sitios raizales de vivienda y de trabajo, que los “desarraiga” de sus terruños y los 
convierte en “parias” en su propia patria. Ante semejante situación la expresión “desplazados” no deja 
de ser un simple eufemismo.8 

(…) La Corte Interamericana de Derechos Humanos resalta como, “…la vulnerabilidad acentuada 
de los desplazados es reforzada por su proveniencia rural y, en general afecta con especial fuerza a 
mujeres que son cabezas de hogar y representan más de la mitad de la población desplazada9 
 

El artículo 74 de la Ley 1448 de 2011 dispone: 
 

Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, 
se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, 

                                                             
6 Criterios reiterados en sentencias T-327 de 2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-268 de 2003 (M.P. Marco Gerardo Monroy 

Cabra), T-025 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa), T-740 de 2004 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T—1094 de 2004 (M.P. 
Manuel José Cepeda Espinosa), T-175 de 2005 (Jaime Araujo Rentería), T-328 de 2007 (M.P. Jaime Córdoba Triviño), T-468 de 
2006 (M.P. Humberto Sierra Porto), T-821 de 2007 (M.P. Catalina Botero Marino), citado por Corte Constitucional Sentencia T-042 

de 2009 M.P. Jaime Córdoba Triviño 
7 Artículos 23, 24 y 24.  
8 Corte Constitucional, Sentencia T-068 de 2010. 
9 Ibíd. 
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mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados 
a la situación de violencia. 

Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o permanente a la que se 
ve abocada una persona forzada a desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la 
administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su 
desplazamiento durante el periodo establecido en el artículo 75. 

PARÁGRAFO. La configuración del despojo es independiente de la responsabilidad penal, 
administrativa, disciplinaria, o civil, tanto de la persona que priva del derecho de propiedad, posesión, 
ocupación o tenencia del inmueble, como de quien realiza las amenazas o los actos de violencia, según 
fuere el caso. 

 

No obstante, la Corte Constitucional en sentencia C-715 de 2012 concluyó:  

 

De esta manera, si bien la Sala constata que al llevar a cabo una interpretación sistemática de las 
expresiones demandadas con el resto de la normativa sobre restitución, se colige claramente que la 
voluntad del Legislador fue incluir a las víctimas que se vieron forzadas a abandonar sus bienes como 
beneficiarias de la restitución, y que por tanto el concepto de despojo debe entenderse e interpretarse 
correctamente como cobijando igualmente el concepto de víctimas forzadas a abandonar sus bienes; 
es también posible, tal y como lo advierten los demandantes y algunos intervinientes, que se pueda 
entender excluido el concepto de víctimas forzadas al abandono de sus bienes. Lo anterior, en razón a 
que las expresiones demandadas no consagraron expresa y taxativamente a las víctimas forzadas al 
abandono o a los bienes abandonados, como beneficiarios de restitución, lo cual da lugar a una posible 
interpretación inconstitucional que debe necesariamente excluirse del ordenamiento jurídico por 
implicar la vulneración de los derechos de estas víctimas. 

En ese orden de ideas, la Sala encuentra sustento a la preocupación esbozada por los 
demandantes y los intervinientes que coadyuvan la demanda, entre ellos a la Universidad del Rosario, 
a la Universidad de Ibagué y a Dejusticia, al evidenciar que el Legislador, al no incluir expresa y 
taxativamente a las víctimas de abandono forzado o a los bienes abandonados forzadamente como 
beneficiarios del derecho a la restitución, a pesar de que los incluyó expresamente en otras normas 
sobre restitución, configuró una falencia normativa que podría implicar un déficit de protección o el 
desconocimiento de los derechos constitucionales de las víctimas y de los estándares internacionales 
en materia de protección a sus derechos, especialmente en materia de restitución. 
  (vi) Por consiguiente, esta Corte considera que la solución constitucional en este caso es la 
expulsión del ordenamiento jurídico de la interpretación inconstitucional de las expresiones 
demandadas, y la incorporación de la interpretación conforme a la Carta de los segmentos normativos 
acusados al alcance normativo de los mismos, a través de una declaración de exequibilidad 
condicionada que incorpore expresamente la voluntad del Legislador y el sentido normativo ajustado a 
la Carta de las expresiones objetadas. Así las cosas, la Corte declarará la exequibilidad 
condicionada de las expresiones “de la tierra si hubiere sido despojado de ella” contenidas en el 
numeral 9 del artículo 28; y de los segmentos normativos “de los despojados”, “despojado”, y “el 
despojado”, contenidos en el inciso 2º, 4 y 5 del artículo 72, de la Ley 1448 de 2011, en el entendido de 
que estas expresiones incluyen tanto a las víctimas de despojo como a las víctimas forzadas al 
abandono de sus bienes. 

 
 

Ahora bien, la Restitución de tierras se ha erigido como la herramienta por excelencia en el 

desarrollo y la materialización de la justicia transicional, toda vez que, constituye objetivos de 

diseño y ejecución de instituciones procesales que redundan en la protección de los derechos 

de las víctimas de violaciones de derechos humanos, como consecuencia del impacto que azotó 

a la población colombiana con ocasión del conflicto armado interno. Así pues, la Restitución 

constituye el elemento principal para la materialización de la Justicia Transicional, al conllevar el 

establecimiento de condiciones que permiten el retorno de las víctimas a los predios de los que 

fueron despojados o se vieron obligados a abandonar. 
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5.4. La calidad de víctima del conflicto armado en el marco de la acción especial de 

restitución de tierras 

  

La ley 1448 de 2011, en término generales define como víctimas del conflicto armado, en su 

artículo 3:  

 

Las víctimas son aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 
ocurridos a partir del 1º de enero de 1985 como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.  

 

Sin embargo, esa misma Ley cualifica el concepto de víctima titular del derecho a la restitución 

de tierras, y considera a tales, según el artículo 75, para efectos del proceso, a las personas que 

fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se 

pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de sus tierras o que se hayan 

visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que 

configuren las violaciones de que trata el artículo 3º de la Ley 1448, el cual se refiere a aquellos 

hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno; y que producto de tales 

violaciones la pérdida de la tierra haya ocurrido entre el 1º de enero de 1991 y el término de 

vigencia de la Ley 1448. 

 

De tal manera que no resulta suficiente con que la persona haya padecido una afectación a sus 

derechos humanos en virtud de la guerra y que esta haya generado el desplazamiento y 

abandono con la tierra, sino que también debe quien pretenda la restitución del inmueble, 

demostrar su relación con la tierra que determine haber sido titular del derecho de dominio o 

haber tenido la vocación de adquirirlo y que este derecho o expectativa se haya visto truncado 

con ocasión del conflicto armado. 

 

 

5.5. Régimen de adjudicación de bienes baldíos a la población campesina 

 

Conforme al Artículo 102 de la CP, los bienes públicos que conforman parte del territorio, 

pertenecen a la Nación. Por su parte, el artículo 674 del Código Civil, clasifica los bienes públicos 

de la Nación en bienes de uso público “cuyo uso pertenece a todos los habitantes del territorio” 

como las calles, plazas, puentes, y caminos, y bienes fiscales “cuyo uso no pertenece 

generalmente a los habitantes” señalando que corresponden estos últimos a todas las tierras que 

estando situadas en el territorio carecen de dueño. 

 

Respecto de los bienes fiscales, la doctrina y la jurisprudencia los han clasificado en bienes 

fiscales propiamente dichos y corresponden a aquellos sobre los cuales las entidades de derecho 

público ejercen dominio pleno, igual que ejercen los particulares respecto de sus propios 

bienes10, tales como edificios gubernamentales, muebles y enseres de las entidades públicas, 

etc.; y los bienes fiscales adjudicables, a los que pertenecen los baldíos, que “son aquellos que 

la Nación conserva con el fin de traspasarlos a los particulares que cumplan determinados 

requisitos exigidos por la Ley”.11 

 

                                                             
10 Corte Constitucional, Sentencias C-595 de 1995, C-536 de 1997, y C-255 de 2012. 
11 Corte Constitucional, Sentencia C-255 de 2012. 
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Bajo ese orden de ideas, ha establecido la Honorable Corte Constitucional12, que la adjudicación 

de los bienes baldíos tiene como objetivo central, permitir que quienes carecen de propiedad 

puedan acceder a ella, para de esa forma lograr una mejor calidad de vida, tanto para el individuo 

como para la sociedad; orientado también a cumplir con la obligación en cabeza del Estado, 

según la cual, se deben adoptar las medidas pertinentes en pro de quienes hacen parte del sector 

agropecuario, pero que por su situación económica se encuentran en condiciones de debilidad, 

para de esta manera propender por una igualdad real y efectiva. Así pues, la adjudicación de 

baldíos tiene como propósito permitir acceder a la propiedad, en principio a quienes carecen de 

ella, para el mejoramiento de su calidad de vida, con fundamento en los artículos 13, 58,60, 65 

y 66 de la Constitución Política, que consagran el acceso progresivo a la propiedad 

particularmente a los trabajadores agrarios, bajo criterios de igualdad material y la realización de 

la función social de la propiedad rural, imponiéndoles la única carga, de destinación exclusiva a 

la actividad agrícola y de explotación económica. 

 

En desarrollo de lo anterior, es expedida la Ley 160 de 1994 que asignó Instituto Colombiano de 

Reforma Agraria- hoy AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS- ANT, la función de manejar y 

adjudicar los bienes baldíos, así como la adopción de medidas en casos de indebida apropiación 

o incumplimiento de condiciones bajo las cuales fueron adjudicadas. El artículo 65 de la citada 

norma establece como única forma de obtener la propiedad de un baldío al patrimonio privado, 

a través de un título de adjudicación (traslaticio de dominio) a través del Instituto Colombiano de 

Reforma Agraria, (hoy Agencia Nacional de Tierras-ANT), que traduce la voluntad del Estado 

para transferir el dominio de bienes de su propiedad susceptibles de ello.  

 

Los requisitos para ser acreedor de un predio baldío se encuentran actualmente regulados 

en el artículo 4° del decreto 902 de 2017, "Por el cual se adoptan medidas para facilitar la 

implementación de la Reforma Rural Integral contemplada en el Acuerdo Final en materia de 

tierras, específicamente el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo de Tierras" 

modificando los requisitos para la adjudicación de terrenos baldíos, contenidos en la Ley 160 

de 1994, necesarios para conceder la tierra a título gratuito, siendo los siguientes: 

 
1. No poseer un patrimonio neto que supere los doscientos cincuenta (250) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes al momento de participar en el programa de acceso a tierras. 
2. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de predios destinados 
exclusivamente para vivienda rural o urbana, o que la propiedad que ostente no tenga condiciones 
físicas o jurídicas para la implementación de un proyecto productivo. 
3. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se demuestre que las 
extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una UAF. 
4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena privativa 
intramural de la libertad impuesta mediante sentencia condenatoria en firme, sin perjuicio de los 
tratamientos penales diferenciados que extingan la acción penal o la ejecución de la pena. 
5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales patrimoniales o no 
estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza. En este último caso se suspenderá el ingreso 
al RESO hasta que finalice el procedimiento no declarando la indebida ocupación. 
También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito quienes además de lo 
anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados de su predio, y no clasifiquen como 
sujetos de restitución de tierras de conformidad con el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011. 
Parágrafo 1. Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto ley hayan sido 
declaradas o pudieren declararse como ocupantes indebidos o estén incursas en procedimientos de• 
esta Naturaleza, que ostenten las condiciones socioeconómicas y personales señaladas en el 
presente artículo serán incluidas en el RESO siempre que suscriban con la autoridad competente un 
acuerdo de regularización de la ocupación que prevea como mínimo la progresiva adecuación de las 
actividades de aprovechamiento del predio a las normas ambientales pertinentes y la obligación de 

                                                             
12 Sentencias C-066 de 2002 y C-255 de 2013; citadas por: Corte Constitucional, Sentencia T-293 de 2016. 



  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 18 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

restituirlo, cuando hubiere lugar a ello, una vez se haya efectuado la respectiva reubicación o 
reasentamiento. Lo anterior sin perjuicio de la zonificación ambiental y el cierre de la frontera agrícola. 
Los ocupantes indebidos en predios o territorios a los que se refiere el artículo 22 del presente decreto 
ley, serán incluidos en el RESO sin que se exija lo previsto en el inciso anterior. 
Parágrafo 2. Para efectos del ingreso al RESO a título gratuito de quienes tengan tierra insuficiente, 
al momento del cómputo del patrimonio neto, la Agencia Nacional de Tierras omitirá el valor de la 
tierra, siempre que se compruebe que la persona no tiene capacidad de pago. 
Parágrafo 3. Para efectos del ingreso al RESO a título gratuito, al momento del cómputo del 
patrimonio, la Agencia Nacional de Tierras podrá omitir el valor de la vivienda siempre que su 
estimación atienda los rangos para la vivienda de interés social o prioritaria, según corresponda, y 
siempre que se compruebe que la persona no tiene capacidad de pago. 
Parágrafo 4. Para que las cooperativas o asociaciones a las que se hace referencia en este artículo 
puedan ser sujetos de acceso a tierra o formalización, todos sus miembros deberán cumplir 
individualmente con las condiciones establecidas en el RESO. 

 

Por su parte, el Decreto 2664 de 1994, en su artículo 9°, estipula las restricciones para la no 

adjudicación de los bienes baldíos: 
 

1.Los aledaños a los parques naturales. Dentro de las zonas de amortiguación que se hayan 
determinado o determinen en la periferia del respectivo PNN. 
2. Los situados dentro de un radio de 2.500 metros alrededor de la zona donde se adelantan 
explotaciones de recursos naturales no renovables, ni en colindancia a carreteras del sistema vial 
nacional, según las fajas mínimas de retiro de la ley 1228 de 2008 (art 67, par. 1°) 
3. Los que hubieren sido seleccionados por entidades públicas para adelantar planes viales u otros de 
igual significación para el desarrollo económico y social del país o del a región, cuya construcción puede 
incrementar el precio de las tierras por factores distintos a su explotación económica. 
4. Ocupación y explotación previa no inferior a cinco (5) años (ídem, inciso 2°) 
5. No puede haber titulación de bienes baldíos a favor de personas propietarias o poseedoras de otros 
predios rurales en el territorio nacional (art 72 inciso 1°) 
PARAGRAFO. No podrán hacerse adjudicaciones de baldíos donde estén establecidas comunidades 
indígenas o que constituyan su habitad, sino únicamente y con destino a la constitución de resguardos 
indígenas. 

 

No obstante, con la expedición del Decreto Ley 902 de 2017, los requerimientos contenidos en 

los incisos primero y segundo del artículo en cita (explotación por cinco años de las dos terceras 

partes del fundo que reclamaba el artículo 69 de la ley 160 de 1994) fueron derogados. Así, el 

artículo 4° del mencionado decreto contiene una serie de requisitos flexibilizados y encaminados 

a quien denomina "sujetos de acceso a tierra y formalización" y que conforme a la mencionada 

derogatoria, se encuentran dirigidos a determinar condiciones para ser sujeto de reforma agraria  

 

En este orden, lo que deviene claro es que se ha flexibilizado el tratamiento que el Estado le ha 

venido dando a los sujetos de reforma agraria,  todo ello con el fin de alcanzar una  distribución 

equitativa de la propiedad rural, de acuerdo a los objetivos trazados en los artículos 64 y 65 de 

la Constitución Política, más aún en tiempos de anhelo de la transición hacia la paz y 

reconociendo como indudable el efecto nocivo que ha tenido la concentración de la tierra como 

medio de producción, no solo en el empobrecimiento y decadencia de las zonas rurales, sino 

también en la aparición de los conflictos que sobre aquella se presentan. 

 

Por último, no debe pasar por alto que ante la existencia de los regímenes contenidos en la Ley 

160 y el del decreto Ley 902, este último compendio legal otorga la oportunidad de que, ante un 

proceso de adjudicación se puede acudir a la normativa más favorable para el interesado, cuando 

la solicitud haya sido elevada con anterioridad a la vigencia del pluricitado decreto, o cuando se 

demuestra una ocupación iniciada con anterioridad y no se haya elevado solicitud de 

adjudicación. Aspecto que será tenidos en cuenta a continuación cuando se estudie la situación 

particular de los accionantes. 
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6. Caso concreto 

 

A continuación, se precisará la identificación del bien inmueble pretendido en restitución por parte 

de los solicitantes y la relación de estos con el inmueble, para luego entrar a determinar si en 

este caso se encuentra demostrada la calidad de víctima del solicitante. 

 

6.1. Identificación del predio solicitando en restitución 

 

En este estudio se tiene, que corresponde a un predio rural que se denomina “Sol y Sombra”, 

ubicado en un predio de mayor extensión vereda “La Victoria”, en el corregimiento Caracolicito 

del municipio El Copey Departamento del Cesar, identificado con folio de matrícula inmobiliaria 

No.190-159528 y código catastral No.20-238-0001-0005-0161-000.  

 

En cuanto a la naturaleza jurídica del fundo, a través del Informe Técnico Predial- ITP13, se pudo 

constatar una vez consultado el sistema de información catastral, que se relaciona con un predio 

de mayor extensión Parcelación “La Victoria”, que no registra matricula inmobiliaria asociada y 

que actualmente registra como propietario a La Nación. Por esta razón, se procedió por la 

UAEGRTD a tramitar solicitud de apertura de FMI, documento que obra en el plenario.14  

 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo anterior, la ausencia de antecedente registral, como quiera 

que en el folio de matrícula inmobiliaria al que se dio apertura, no existe persona alguna que 

figure como titular de derechos reales y la información catastral que determina su titularidad a la 

Nación; resulta claro que el predio objeto de restitución reviste la presunción de baldío. 

 

De acuerdo con el Informe Técnico Predial efectuado por la UAEGRTD, el inmueble cuenta con 

las siguientes características: 

 

Nombre del 
Predio 

Matricula 
Inmobiliaria 

Área visible Informe de 
georreferenciación en 

campo 

Área Catastral Área solicitada Titular 
Actual 

Sol y Sombra 190-159528 29 Has, 8035 Mts2 224 Has, 
0426Mts2 

23 Has, 000Mts2 La Nación 

 

Así mismo delimita con las siguientes coordenadas:  

 

CUADRO DE COORDENADAS DEL PREDIO SOLICITADO EN INGRESO ALREGISTRODE 
PREDIOS DESPOJADOS O ABANDONADOS 

SISTEMA DE COORDENADAS PLANAS MAGNA COLOMBIA BOGOTÁ _X_ 

O SISTEMA COORDENADAS GEOGRÁFICA MAGNA SIRGAS _X_ 

PUNTO 
COORDENADAS PLANAS COORDENADAS GEOGRÁFICAS 

NORTE ESTE LATITUD (°' '') LONG (°' '') 

1 1610131,167 1020657,189 10° 6' 46,934'' N 73° 53' 20,517'' W 

2 1610306,972 1020533,723 10° 6' 52,65'' N 73° 53' 24,569'' W 

3 1610031,573 1020136,745 10° 7' 9,740'' N 73° 53' 37,598'' W 

5 1610474,528 1019806,003 10° 6' 58,125'' N 73° 53' 48,469'' W 

4 1610559,897 1019795,064 10° 7' 0,904'' N 73° 53' 48,826'' W 

400 1610041,882 1020467,658 10° 6' 44,032'' N 73° 53' 26,744'' W 

                                                             
13 Folios 51 a 54 C.No.1. 
14 Folios 102 a 103 ibíd. 
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401 1610159,161 1020298,659 10° 6' 47,852'' N 73° 53' 32,292'' W 

403 1610198,243 1020245,804 10° 6' 49,125'' N 73° 53' 34,028'' W 

405 1610160,777 1020137,360 10° 6' 47,907'' N 73° 53' 37,950'' W 

406 1610212,592 1020019,638 10° 6' 49,596'' N 73° 53' 41,456'' W 

409 1610275,100 1019946,047 10° 6' 51,632'' N 73° 53' 43,872'' W 

410 1610327,104 1019869,177 10° 6' 53,326'' N 73° 53' 46,396'' W 

412 1610190,084 1020243,891 10° 6' 48,859'' N 73° 53' 34,091'' W 

10001 1610728,172 1020056,473 10° 7' 6,376'' N 73° 53' 40,237'' W 

10002 1610627,101 1020251,206 10° 7' 3,083'' N 73° 53' 33,824'' W 

10003 1610571,539 1020236,919 10° 7' 1,275'' N 73° 53' 34,313'' W 

10004 1610498,514 1020278,194 10° 6' 58,897'' N 73° 53' 32,958'' W 

10005 1610354,58 1020429,007 10° 6' 54,210'' N 73° 53' 28.007'' W 

 

Con relación a los linderos se identifican de la siguiente manera:  

 
 LINDEROS Y COLINDANTES DEL TERRENO O PREDIO SOLICITADO 

De acuerdo a la información fuente relacionada en el numeral 2.1. URT para la georreferenciación de la solicitud se establece que el 

predio solicitado en ingreso al Registro de tierras despojadas se encuentra alinderado como sigue 

NORTE Partiendo desde el punto 4, en sentido nororiental, en línea sinusoidal, en una distancia de 674.855 metros, 
pasando por los puntos 10001-3, hasta llegar al punto 1002; colinda con el predio del señor Efraín Sánchez. 

ORIENTE Partiendo desde el punto 1002, en sentido suroriental, en línea sinusoidal, en una distancia de 677.565 metros, 

pasando por los puntos: 10003- 10004- 10005-2, hasta llegar al punto No.1; colinda con predios del señor Jairo 
Hernández.  

SUR Partiendo desde el punto No.1, en línea recta, en una distancia de 208.687 metros, hasta llegar al punto 400; 

colinda con el carreteable en medio Palmeras de la Costa”. 

OCCIDENTE Partiendo desde el punto 400, en línea sinusoidal, en sentido noroccidente, en una distancia de 953.326 metros, 
pasando por los puntos: 401-412-403-405-406-409-410-5 hasta llegar al punto 4; colinda con predios de Marco 
Fidel Suarez (La Fortuna). 

 

En referencia a la extensión del predio objeto de restitución, es necesario resaltar que, en el 

presente caso, al inicio de la fase administrativa se estaban solicitando 23 ha del predio de mayor 

extensión denominado vereda “La Victoria”, del cual hace parte la parcela solicitada “Sol y 

Sombra”. No obstante, en el trabajo de georreferenciación se logró describir un área de 29 ha 

8035 m2. Dato que será tenido en cuenta para la identificación del inmueble, teniendo en cuenta 

que este valor fue calculado en campo a partir de la información suministrada por la parte 

accionante y que correspondería a la superficie de terreno sobre la cual se alega ejercieron actos 

de explotación los solicitantes. Siendo así las cosas, la extensión del predio deprecada que se 

tendrá en cuenta para efectos del presente proceso será el área georreferenciada por la 

UAEGRTD, esto es, 29 ha 8035 m2. 

 

Ahora, respecto a la inconsistencia precisada en la información de la base de datos catastral, 

cabe advertir que el predio “Sol y Sombra”, como se mencionó, se encuentra ubicado físicamente 

dentro de un predio de mayor extensión, por lo que al momento de la creación del folio de 

matrícula de la parcela objeto de la presente solicitud, la Oficina de Registro de Instrumentos 

Públicos tuvo en cuenta la cédula catastral del inmueble matriz; lo que en consecuencia deberá 

ser corregido ordenando la actualización de la información, al momento de hacer efectiva 

ejecución de la sentencia por la ORIP a fin de poder materializar la plena formalización de esta 

propiedad. Para lo cual se deberá ordenar al IGAC que es la entidad competente para realizar el 

respectivo desenglobe y asignación del código catastral sobre el área solicitada en restitución 

con la plena identidad e identificación aquí señalada. 
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6.2. Relación jurídica de los solicitantes con el inmueble pedido en restitución 

 

Identificado el inmueble objeto del proceso, es del caso establecer la relación de la parte 

solicitante con aquel, y en ese análisis se observa que, de acuerdo con la solicitud15 y las 

declaraciones rendidas por los señores FIDEL ANTONIO YEPES y JOSEFA MARÍA MENDOZA 

DE LEÓN, se tiene que los solicitantes entraron en relación jurídica con el predio “Sol y Sombra” 

el 09 de enero de 1990, por compra realizada por Fidel Antonio Yepes a través de documento 

privado de “compraventa” al señor José Antonio Avendaño Palmera16. Negociación de la que no 

se hizo formalización alguna. En el citado instrumento se dejó constancia que el señor Avendaño 

Palmera había adquirido el predio igualmente por compra realizada al señor Luis Rodríguez, de 

lo cual no hay prueba física. 

 

Sobre el particular, se tiene que, en declaración rendida por el solicitante FIDEL ANTONIO 

YEPES, el día 07 de junio de 201817, el citado manifestó lo siguiente cuando fue interrogado 

acerca de la adquisición del inmueble:  

 

Yo lo adquirí en el 90 y nos desplazamos en el 92, 20 de febrero” (…) PREGUNTA: “Díganos don Fidel 
¿cuánto tiempo hace que usted vive en la zona donde está ubicado su predio?” RESPUESTA: “No, 
nada más vivimos dos años porque lo compramos en el 90 y salimos en el 92. (…) PREGUNTA: “y 
cómo se llamaba la persona con quién hizo esa negociación? RESPUESTA: “Se llamaba Antonio 
Avendaño, no sé cuál es el otro apellido.18 

 

En igual sentido se pronunció la señora Josefa María Mendoza De León, en diligencia de 

interrogatorio de partes de fecha 30 de enero de 2020, frente a las preguntas realizadas por este 

despacho:19   

 
PREGUNTA: Yo quiero que usted me cuente: ¿cómo llegaron al predio, por qué razón entraron 
ustedes en el predio “Sol y Sombra”? RESPUESTA: Nosotros compramos. PREGUNTA: ¿A quién? 
RESPUESTA: Al señor Antonio Avendaño. PREGUNTA: ¿Más o menos en qué año? RESPUESTA: 
En el 90, si porque la hija mía estudió en el noventa allá, había un colegio. 

 

Por otro lado, en diligencia de testimonio de fecha 13 de agosto de 2019, el señor José Antonio 

Avendaño Palmera20, quien de acuerdo con el documento previamente descrito resulta ser el 

vendedor del predio, confirma la realización de dicho negocio entre las partes, al resolver 

cuestionamientos realizados por el juzgado de la siguiente manera:  

 

PREGUNTA: Este documento fue firmado el 09 de enero de 1990, es decir, hace más de 20 años; yo 
le voy a pasar el documento y le quiero preguntar señor Antonio si la firma que aparece ahí es la suya. 
RESPUESTA: Si, la firma es mía y el número de cédula también es mía. 

 

Del negocio descrito, se logra inferir que el mismo no cumple con los requisitos legales de título 

y modo (artículos 673 y 1857 inc. 2° del C.C.) para determinar que el señor Fidel Antonio Yepes 

haya adquirido por ese acto la titularidad del dominio sobre el predio solicitado en restitución. 

Además, como ya se advirtió, el inmueble que es hoy es reclamado en restitución se trata de un 

predio baldío, cuya titularidad de dominio se presume en la Nación; por lo que, en consecuencia, 

puede determinarse sin lugar a dubitación que la relación jurídica que ostenta los accionantes 

respecto de aquel, es exclusivamente de ocupación. La explotación de baldío realizada por los 

                                                             
15 Folio 6 C.No.1. 
16 Folio 26 ibíd.  
17 Folio 241 C.No.1+1CD. 
18 Minuto 05:29 a 13:28. 
19 Folios 707 a 708 CD C.No.5. 
20 Folios 649 a 650 C.No.5 + 1CD. 
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señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza fue acreditada durante la instrucción, con 

las declaraciones de los testigos Luis Carlos Manjarrez Moreno, Antonio María Pertuz, José 

Antonio Avendaño Palmera, quienes coincidieron en señalar que los solicitantes desde que 

ingresaron a la parcela realizaron actividades como la agricultura y la cría de animales, hasta su 

salida del fundo. Aspectos que será dilucidados con mayores detalles posteriormente. Por lo 

pronto, lo reseñado resulta suficiente para tener por acreditada la relación con el predio alegada 

por los demandantes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 81 de la Ley 1448 

de 2011. 

 

 

6.3. Contexto de Violencia en el caso concreto 

 

Con la finalidad adicional de contribuir a la reconstrucción de memoria, uno de los objetivos de 

la Justicia Transicional, resulta pertinente definir el contexto de violencia que rodeó al Municipio 

de El Copey en el Departamento del Cesar y en especial al predio “Sol y Sombra” ubicado en un 

predio de mayor extensión denominado Vereda “La Victoria”. 

 

Son múltiples los informes realizados por entidades oficiales que permiten inferir que el 

departamento de Cesar y exactamente el municipio de El Copey, fue escenario de la lucha 

armada sufrida en el país entre los distintos grupos en confrontación, como guerrillas (FARC, 

ELN, etc.), autodefensas y la fuerza pública. En el estudio elaborado por el Observatorio del 

Programa Presidencial de DH y DIH, titulado “Panorama Actual de la Sierra Nevada de Santa 

Marta”, en el que se describe la situación de violencia que afectaba a los municipios aledaños a 

esta región, entre el ello El Copey.  En dicho informe se anota:  

 
En lo que se refiere al ELN en los años noventa, el frente “Seis de Diciembre” también reforzó su 
presencia en la vertiente suroriental, en el área comprendida entre Pueblo Bello y Atánquez, pero 
su radio de operaciones, sobre todo en lo que se refiere a extorsiones y secuestros, se extendió 
hacia Mariangola, en el municipio de Valledupar, y en las zonas planas que circundan la Sierra, 
especialmente hacia Valledupar y El Copey. De otro lado, el “José Manuel Martínez Quiroz”, al igual 
que el frente 41 de las FARC, se asentó en la Serranía del Perijá, mientras que el “Francisco Javier 
Castaño”, que afectó ante todo la zona Bananera, se ubicó en Ciénaga y Santa Marta, desde donde 
incidió en la zona plana, afectando especialmente las vías Ciénaga-Fundación-El Copey y 
Valledupar-Bosconia. Más recientemente, en los últimos meses, a pesar que el ELN ha registrado 
un debilitamiento, nace en la parte de La Guajira un nuevo frente, el “Guillermo Palmesano”, 
conformado por hombres provenientes del “Seis de Diciembre” y el “José Manuel Martínez Quiroz”. 
Si se analiza la actividad armada en que se vieron involucradas las guerrillas entre 1986 y 2000, se 
tiene que de un total de 564 acciones ocurridas en los municipios que tienen jurisdicción en la Sierra 
Nevada, la mayor parte de ellas estuvieron orientadas hacia la destrucción de infraestructura con 
el 39%, seguidas por los contactos armados por iniciativa de la Fuerza Pública con el 35% y los 
ataques contra la Fuerza Pública con el 18%. Por su parte, las acciones contra objetivos 
económicos, pesaron el 8%10. En los quince años considerados, el 41% de las acciones 
correspondieron a las FARC, el 39% al ELN, el 10% al EPL y el 10% restante a otras agrupaciones. 
El ELN ganó peso por un alto volumen de acciones orientadas a la destrucción de infraestructura y 
se tiene que registró el 49% del total en esta modalidad mientras que las FARC el 34%. De otro 
lado, hay que tener en cuenta que las FARC tuvieron mucho más peso en lo relacionado con los 
ataques a la Fuerza Pública pues realizaron el 50%, en tanto que el ELN el 28% y el resto 
correspondieron a otras agrupaciones, a acciones combinadas o a grupos no identificado.  (…) 

El Copey, también en el departamento del Cesar, registró tasas que superaron los 100 
homicidios por cada cien mil habitantes en 1996, 1997 y 2000 y en términos generales han estado 
cercanas a los noventa en 1990, 1991, 1998 y 1999. Es el caso de un municipio mucho más rural 
que Valledupar en donde las cifras revelan más claramente la dinámica de violencia que 
protagonizan guerrillas y autodefensas y en las que las segundas causan la mayoría de las víctimas 
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civiles. También como en los otros municipios analizados, los homicidios se han dado tanto en la 
zona plana como en el casco urbano.21 

En torno a ello, es menester destacar como primera medida, que de la documentación solicitada 

por esta agencia judicial a la UAEGRTD “cartografía social de los señores Fidel Antonio Yepes 

y Josefa María Mendoza” visible a folios 91 a 100 C.No.1 del expediente,  se describe para los 

años 1985 a 1986 se dio la llegada de los grupos guerrilleros a la zona, que entre los años 1987 

a 1992, continuaba la presencia de los grupos organizados al margen de la ley en el territorio, 

pero su paso era esporádico y en el año 1993 se identificó plenamente la presencia del ELN en 

la región. El mentado documento sobre contexto de violencia en resumen señala que entre 1990 

y 1997, se registraron múltiples acciones del ELN en todo el municipio de El Copey, tiempo en 

que el grupo armado tuvo el control total y se instalaron de manera permanente en la región, la 

mayoría de los ataques fueron contra la Fuerza Pública, políticos, líderes comunales, vehículos, 

infraestructuras y familias prestantes a quienes extorsionaban y secuestraban. En su mayoría 

los hechos ocurrieron en la parte plana del municipio. 

 

Por otro lado, y de manera coincidente con la información descrita con precedencia por la 

UAEGRTD, en el caso concreto que nos concierne, varios testigos se refirieron acerca del 

contexto de violencia en el municipio de El Copey y de manera específica en el corregimiento de 

Caracolicito, entre los años 1990 y 1992, y la presencia de grupos organizados al margen de la 

Ley.  Al respecto, el testigo Luis Carlos Manjarrez Moreno22 señaló textualmente: 

 

PREGUNTA: ¿Qué hechos sabe sobre la violencia que sufrió el por parte de grupos armados al margen 
de la Ley? RESPUESTA: Si, eso es positivo, … en el 92 por ahí, llegó y llamaron allá a la casa en la 
madrugada, venía el con la mujer y eso, y que lo habían sacado de por allá, y ahí si no se, que llegaron 
los paracos, que no sé qué, que no sé cuándo; llegaron en la madrugada allá a la casa. 

 

Por su parte, el declarante José Antonio Avendaño Palmera23 señaló: 

 

PREGUNTA: Si usted compró para tener un pedacito de tierra, ¿por qué al año la vende, por qué no 
se quedó con la tierra, por qué volvió y la vendió y duró sino un año? RESPUESTA: Seño yo le voy a 
decir una cosa, lo que pasa es que cuando yo entré había unos movimientos en el monte. Entonces, 
mis hermanos estaban acostumbrados a eso, pero yo no, porque yo me crie todo el tiempo en el pueblo. 
Entonces cuando yo me di cuenta de esos movimientos ya no quise estar más ahí. PREGUNTA: Y 
¿cuáles fueron esos movimientos? RESPUESTA: Esos movimientos eran de unas personas que 
llegaron allá y hacían reuniones allá en ese monte, de cosas. PREGUNTA: ¿Eran personas armadas? 
RESPUESTA: Si, armadas, allá dentro, de grupos. PREGUNTA: Recuerda usted, ¿a qué grupos 
pertenecían esas personas? RESPUESTA: Yo creo que pertenecían, o no estoy muy seguro, pero era 
el grupo del ELN. Había un señor que se llamaba Vicente Corzo y lo mataron, y había uno de esos, y 
entonces él me amenazó a mí, porque yo no estuve nunca de acuerdo con eso. Nunca me gustó eso. 
Él me dijo así en mi mente, que si era así prefería un campesino vivo en el pueblo que uno muerto en 
el monte, todo eso me dijo ese señor. Entonces, a mí me dio mucho miedo eso, porque yo lo que tenía 
era a mis dos hijas. 

 

En relación con lo anterior, resulta determinante para esta agencia judicial, el testimonio rendido 

por el señor José Antonio Avendaño Palmera, quien fue el vendedor del predio Sol y Sombra a 

los hoy solicitantes, toda vez que de su dicho se desprende sin lugar a dudas que en el 

corregimiento de Caracolicito del municipio de El Copey, para el momento de ocurrencia de los 

hechos que soportan la presente demanda, existía la presencia de grupos armados al margen 

                                                             
21 Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. “Dinámica reciente de la 
confrontación armada en Sierra Nevada de Santa Marta”. 
https://books.google.com.co/books/about/Panorama_actual_de_la_Sierra_Nevada_de_S.html?id=BebztgAACAAJ&redir_esc=y 
22 Folio 243 C.No.1+ 1CD, Minuto 02:51- 03:59.   
23 Folio 649 a 651 C.No.5+ 1CD, Minuto 20:52- 22:57. 
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de la Ley, teniendo en cuenta que ese hecho se convirtió en el móvil para la venta de dicho predio 

por parte del declarante.  Así las cosas, se le dará pleno valor probatorio teniendo en cuenta que 

la anterior declaración guarda congruencia con la secuencia cronológica de la ocurrencia de los 

hechos establecidos en la demanda, así como con los demás determinados en una valoración 

integral probatoria y adicionalmente no se evidencia contradicción alguna en relación con la 

misma. 

 

De lo anteriormente expuesto, logra deducirse, en comparando el análisis de contexto aportado 

por la UAEGRTD con los datos oficiales publicados por el Observatorio del Programa 

Presidencial de DH y DIH y las declaraciones surtidas durante la instrucción, los hechos descritos 

resultan coincidentes en la medida que se determina que entre 1987 y 1992 (año en que los 

solicitantes se desplazaron), efectivamente en la zona existía presencia de grupos armados 

organizados al margen de la Ley, y que predominaba en el territorio de Caracolicito en el 

municipio de El Copey, la presencia del ELN.  

 

 

6.4. La condición de víctima de los señores Fidel Antonio Avendaño y Josefa María 

Mendoza De León 

 

En relación con la calidad de víctima de los solicitantes, se precisa que la UAEGRTD expuso que 

el señor Fidel Antonio Yepes ocupaba una parcela en el municipio de El Copey, desde el año 

1990, pero en febrero de 1992 salió del predio debido a una amenaza recibida por un grupo de 

hombres armados que llegaron a la zona, quienes le manifestaron que no debía seguir en su 

finca y tampoco denunciar este hecho. De esta manera, se evidencia que no hubo razón distinta 

para salir del predio que ocupaba a la violencia que lo afectó de manera directa, lo cual generó 

un desplazamiento forzado en el marco de la Ley 1448 de 2011, toda vez que se creó una 

limitación en el uso y el goce de la parcela. 

 

Al respecto de los hechos de violencia reseñados, el solicitante Fidel Antonio Yepes, en su 

declaración que rindió ante este juzgado, expresó que debido a las múltiples salidas que 

realizaba al municipio de Bosconia por factores económicos, debiendo ir a resolver su situación 

por no tener oportunidad laboral, se le había advertido la posibilidad que lo sacaran de la tierra 

debido a sus constantes visitas a dicho municipio. Manifiesta, que efectivamente sucedió lo que 

le habían avisado, lo sacaron de su tierra, presentándose un grupo vestido de uniformados en la 

noche, diciéndole que tenían que salir de su predio; razón por la cual, esa misma noche se 

desplazó hacia el municipio de Bosconia a la casa de su hermana. Así lo aseveró: 

 

PREGUNTA: ¿Usted fue amenazado por grupos guerrilleros? RESPUESTA: Por grupos que, no sé qué 
grupos nos sacaron de ahí. No sé qué grupo sería. PREGUNTA: ¿Qué amenazas recibió? 
RESPUESTA: Como yo salía mucho al pueblo por falta de dinero, eso se puso tan malo por ahí que 
uno no encontraba trabajo. Salía uno por ahí donde la hermana mía a buscar algo y entonces si me 
habían dicho: tú las salidas que estás haciendo aquí te van a pesar, porque te van a venir sacando de 
allá, tú vas a tener problemas. Si, me sacaron de allá, pero no sé quién ni qué grupo sería. Lo cierto es 
que llegaron por la noche y nos dijeron que teníamos que salir. A esa hora nos vinimos de allá y vinimos 

a Bosconia, donde la hermana mía fue que nos vinimos a bajar nosotros.24 
 

Lo anteriormente descrito tiene plena coincidencia con el relato de la también solicitante Josefa 

María Mendoza De león, quien al respecto informó al despacho:   

 

                                                             
24 Minuto 27:23- 28-08.   
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PREGUNTA: En el 92 ¿quiénes los hicieron salir? RESPUESTA: Le diré doctora, que no sé. Ahí 
llegaron una gente, que desocupáramos eso, y ay que no saliéramos. PREGUNTA: ¿Cómo iba vestida 
esa gente? RESPUESTA: Así como soldados, como si fueran soldados, era de noche, no se sabe uno 
quién pudo ser, pero si nos hicieron salir de ahí. PREGUNTA: ¿Y qué les dijeron exactamente? 

RESPUESTA: Que le desocupáramos, usted sabía que antes era la violencia, imagínese usted.25 

 

Lo antedicho por los accionantes guarda plena congruencia con el testimonio rendido por el señor 

Luis Carlos Manjarrez Moreno, quien luego de identificar al solicitante, manifiesta saber sobre la 

violencia que sufrió este por parte de grupos armados al margen de la Ley. Se expresa el testigo 

en los siguientes términos:  

 

PREGUNTA: ¿Qué hechos sabe sobre la violencia que sufrió el por parte de grupos armados al margen 
de la Ley? RESPUESTA: Si, eso es positivo, … en el 92 por ahí. Llegó y llamaron allá a la casa en la 
madrugada, venía el con la mujer y eso, y que lo habían sacado de por allá; y ahí si no sé, que llegaron 

los paracos, que no sé qué, que no sé cuándo. Llegaron en la madrugada allá a la casa.26 
 

Este Despacho Judicial otorga credibilidad al testimonio, en tanto no se advierte en el deponente 

interés ilegítimo en las resultas del presente proceso y su relato encuentra sustento en los demás 

medios de convicción obrantes en el plenario. Aunado a lo anterior, no puede pasar por alto esta 

Judicatura, que de acuerdo a Oficio expedido el día 31 de diciembre de 2013 por la Fiscalía 

General de la Nación, el ente investigador certifica que el señor Fidel Antonio Yepes Rodríguez 

figura inscrito en el Sistema de Información de Justicia y Paz (SIJYP), como víctima de 

desplazamiento forzado por hechos ocurridos el 20 de febrero de 1992 el municipio de El Copey 

departamento de Cesar.27 

 

Teniendo en cuenta que la condición de víctima no fue desvirtuada y el decir de los accionantes 

coincide con el contexto de violencia que reportó el Municipio de El Copey, y que tal condición 

fue declarada ante la autoridad administrativa correspondiente, el Juzgado tiene por probada la 

misma, como acontecida en finales del año 1992.  No cabe duda entonces que, con ocasión a 

las graves amenazas recibidas por los solicitantes de parte de los grupos armados al margen de 

la Ley, se generó en el señor Yepes, la señora Mendoza De León y su grupo familiar, un temor 

fundado, quienes, en aras de salvaguardar sus vidas, se vieron en la absoluta necesidad de 

abandonar el predio en el cual vivían para la época de los hechos. 

 

De lo dicho emerge sin dificultad, que está debidamente probado dentro del plenario, que los 

señores solicitantes y su núcleo familiar, fueron víctimas del desplazamiento forzado, al paso que 

se vieron obligados a abandonar su predio con todas las repercusiones psicológicas, familiares, 

sociales y económicas que ello conlleva; lo cual, sumado a que el hecho victimizante que se 

advierte ocurrió en el año 1992, hay lugar en principio desde la temporalidad estatuida en los 

artículos 3 y 75 de la Ley 1448 de 2011, a la respectiva restitución y reparación integral de sus 

derechos.  

 

 

6.5. La orden de adjudicación del predio Sol y Sombra a favor de los accionantes 

como medida de formalización 

 

Habiendo establecido la naturaleza jurídica del predio Sol y Sombra solicitado en restitución, 

como un bien baldío y luego de determinar que la relación jurídica de los solicitantes con el mismo 

                                                             
25 Minuto 08:02- 08:31. 
26Minuto 02:51- 03:59.   
27 Folios 43-44 C. No. 1. 
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es de ocupación; resulta necesario además precisar que el predio “Sol y Sombra” ubicado en la 

vereda “La Victoria” del corregimiento Caracolicito del municipio El Copey, no se encuentra 

ubicado dentro de ningún área protegida o susceptible de protección ambiental por zona de 

parques nacionales- naturales, o en zonas de resguardos indígenas o comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales o palenqueras, ni en terrenos que hubieren sido seleccionados por 

entidades públicas para adelantar planes viales u otras de igual significación para el desarrollo 

económico y social del país o de la región. 

 

En relación con lo anterior, la Unidad Administrativa Especial del sistema de Parques Nacionales 

Naturales de Colombia certificó, en relación con el predio solicitado aquí en restitución28, que el 

mismo no se encuentra traslapado con la cartografía vigente del Sistema Nacional de áreas 

protegidas- SINAP. Del Informe Técnico Predial- ITP se advierte afectación por solicitud minera 

vigente en curso, identificada con el código PCS-10121, de fecha de radicación 28 de marzo de 

2014, con modalidad de contrato de concesión (L-685) minerales oro, platino y sus concentrados, 

cuyo titular es West Rock Resources Sucursal Colombia. Al respecto, la Agencia Nacional de 

Minería-ANM, entidad vinculada al proceso, presentó contestación29  manifestando que: 

 

revisado el sistema de información Agencia Nacional de Minería, se constató que el día veintiocho 
(28) de marzo de dos mil catorce (2014) el señor(a)/ entidad WEST ROCK RESOURCES SUCURSAL 
COLOMBIA presentó una SOLICITUD DE CONTRATO DE CONCESIÓN (L685) de MINERALES DE 
ORO Y PLATINO, Y SUS CONCENTRADOS, en un área ubicada en jurisdicción de los municipios 
de BOSCONIA Y EL COPEY ubicado en el departamento CESAR, la cual fue radicada con el Número 
PCS-10121. 
A la fecha el expediente se encuentra en la Agencia Nacional de Minería, en ARCHIVO INACTIVO. 
(subrayas fuera del texto original) 
Por lo tanto, los proponentes no están autorizados para explorar y explotar minerales, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 14 de la Ley 685 de 2001.” (subrayas fuera del texto original) 

 

Ahora bien, adicionalmente, para efectos de determinar la viabilidad de adjudicación del predio 

en comento por la Agencia Nacional de Tierras- ANT, de conformidad con lo normado en el 

artículo 65 de la Ley 160 de 1994, en el caso bajo estudio es dable verificar la destinación 

agropecuaria del predio solicitado en Restitución por parte de los señores Fidel Antonio Yepes y 

Josefa María Mendoza de León. Al respecto, la señora Josefa María Mendoza De León, al 

absolver el interrogatorio de parte rendido durante la instrucción, comentó: 

 

PREGUNTA: ¿Cuando ustedes llegan al predio, es con qué propósito, vivir allí, asentarse en el predio? 
RESPUESTA: Vivir allí, trabajar, él sembraba yuca, sembrábamos, teníamos unos animalitos. 
PREGUNTA: ¿Construyeron ustedes alguna vivienda o ya había en el predio? RESPUESTA: Había un 
ranchito y ahí hicimos una casa, como pobres, de palma. PREGUNTA: Además de la construcción de 
la casita, ¿qué otras mejoras hicieron del predio? RESPUESTA: Él hizo un pozo profundo para el agua 
y sembrábamos, sembrábamos maíz, batata y yuca. PREGUNTA: ¿Cercas? RESPUESTA: Cercas 
también. PREGUNTA: ¿Tenían electricidad? RESPUESTA: Ah no, para esa época por allá no, mechón. 
PREGUNTA: ¿Ganado? RESPUESTA: Teníamos ocho (8) vaquitas.30 

 

Sobre este punto es pertinente citar al señor Antonio María Pertuz, quien afirma haber visitado 

la finca Sol y Sombra al momento de la salida de aquel fundo por parte de los accionante. El 

mentado testigo mencionó:  

 

PREGUNTA: Cuando usted fue a hacer ese viaje que nos plantea, cuatro días después de la salida, 
¿qué trajeron? ¿qué hicieron? ¿cómo fue eso? Cuéntenos. RESPUESTA: Los chismes que le 

                                                             
28 Folio 104- respaldo C. No. 1. 
29 Folio 603- respaldo C. No. 5. 
30 Minuto 04:20- 05-29 
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quedaron, porque los animales que tenía se los llevaron, y le quedaron nada más los chismes de las 
camas y unas cuestiones que le quedaron ahí.31 

 

Por lo que el señor Pertuz reconoce que en el predio objeto de restitución los señores Fidel y 

Josefa María, además de los enseres de su vivienda, tenían animales lo que permite inferir su 

explotación económica a través de la ganadería. 

 

Por su parte, el testigo Luis Carlos Manjarrez Moreno señaló: 

 

Lo que digo es eso, de que ellos- Fidel Antonio Avendaño y Josefa María Mendoza De León- si llegaron 
vivieron en la casa mía, tuvieron los animales un tiempecito en el patio, porque yo como le dije, yo tengo 
un patio grande ahí. Bueno después dispusieron llevarse sus animales para allá-Parcela Sol y Sombra- 

y después regresaron sin nada. 32 
 

Declarante que señala que los accionantes tuvieron animales los cuales se llevaron al momento 

de ingresar al fundo objeto de restitución, lo que ratifica la vocación pecuaria de la finca que los 

señorea Avendaño y Mendoza pretenden les sea adjudicada. 

 

El juzgado puede otorgar suficiente credibilidad a las declaraciones analizadas, no solo porque 

dan cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar de sus exposiciones, sino que además 

no se advierte interés indebido alguno en las resultas del presente proceso. A lo anterior se debe 

añadir que según el informe de georreferenciación el área del predio se encuentra dentro de la 

extensión fijada para la UAF en la Resolución No.041 de 1996 para la Zona Relativamente 

Homogénea No. 1 Comprende los municipios de: La Paz, Valledupar, San Diego, Codazzi, El 

Copey y Becerril. Unidad agrícola familiar: comprendida en el rango de 26 a 36 hectáreas; esta 

precisión se realiza dada la disposición normativa que establece que las tierras baldías se deben 

titular en Unidades Agrícolas Familiares explotadas económicamente (Artículo 66 de la Ley 160 

de 1994). 

 

Ahora bien, respecto a los demás requisitos exigidos por artículo el Decreto Ley 902 de 2017, se 

observa del cúmulo de las pruebas, que  de acuerdo con lo declarado por los propios solicitantes 

y por los testigos que participaron en la instrucción, se trata de personas campesinas, que no 

estarían obligadas legalmente a presentar declaración de renta y patrimonio, ni han tenido la 

condición de funcionarias, contratistas o miembros de las Juntas o Consejos Directivos de las 

entidades públicas que integran los diferentes subsistemas del Sistema Nacional de Reforma 

Agraria y Desarrollo Rural Campesino.   Además, consultada la bases de datos del Sistema de 

Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales-SISBÉN a cargo del 

Departamento Nacional de Planeación33, la cual es de carácter oficial y de acceso público, se 

permite corroborar que lo señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza de León, se 

encuentran clasificados con un puntaje de 6,87 , perteneciendo al nivel I, lo que lo haces posibles 

beneficiarios de varios programas sociales por parte del Estado, debido a su bajo índice de 

ingreso. Así mismo, con la respuesta suministrada por la Superintendencia de Notariado y 

Registro, vista a consecutivo 45 del Portal, se ha podido corroborar que los accionantes son 

titulares de dominio de un inmueble urbano, identificado con FMI 190-166583,  localizado en la 

“CARRERA 19 # 27 - 20 BARRIO LA UNION LOTE DE TERRENO”, con  área de 100.80 m2. No 

obstante, dicho inmueble correspondería al lugar de vivienda de los accionantes y debido a su 

tamaño, no tiene vocación para la realización de un proyecto productivo agropecuario. 

                                                             
31 Folio 242 C.No.1+ 1CD, Minuto 04:26- 04:35,  
32 Folio 243 C.No.1+ 1CD Minuto 02:15-3:50 
33 https://wssisbenconsulta.sisben.gov.co/dnp_sisbenconsulta/dnp_sisben_consulta.aspx 
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Finalmente, pese a que la Agencia Nacional de Tierras fue vinculada a la presente actuación 

judicial, dicha entidad no manifestó oponerse a una eventual adjudicación en favor de los hoy 

accionantes, ni alegó o demostró que estos últimos hayan sido beneficiarios de algún programa 

de tierras, salvo que se demuestre que las extensiones de tierra a las que accedió son inferiores 

a una UAF; o haber sido declarados como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales 

patrimoniales o estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza; o ser requeridos por las 

autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo una pena privativa intramural de la libertad 

impuesta mediante sentencia condenatoria en firme.   

 

De lo expuesto en precedencia, es dable colegir que los solicitantes señora FIDEL ANTONIO 

YEPES y JOSEFA MARÍA MENDOZA DE LEÓN son sujetos de reforma agraria. De igual forma, 

se aprecia que el predio que se reclama en restitución puede considerarse como un fundo que 

garantiza la pequeña explotación agropecuaria, que genera mejores condiciones para las 

solicitantes de familia campesina que ha sufrido los rigores desplazamiento forzado, a través de 

su explotación económica; de tal suerte que se identifican los presupuestos indispensables para 

disponer la adjudicación del inmueble.  

 

En conclusión, esta Célula Judicial considera que está demostrado que los señores Fidel Antonio 

Yepes y Josefa María Mendoza De León eran ocupantes o explotadores del predio “Sol y 

Sombra”; así mismo, que estos fueron víctima de la violencia por parte de un grupo armado al 

margen de la ley, quienes ocasionaron su desplazamiento, al verse obligados a abandonar el 

citado predio en el año 1992. En el plenario no existe prueba en contrario o que se oponga a sus 

manifestaciones. De ahí que se encuentre cumplido el requisito del artículo 75 de la Ley 1448 de 

2011, para ser considerados titulares del derecho a la restitución, al paso que se corrobora que 

cumplen los requisitos para que se disponga la formalización del predio a su favor, al acreditar 

los presupuestos para la adjudicación de baldíos.  

 

Ante lo expuesto, así se declarará en la parte resolutiva, y en virtud de lo establecido en el art. 

91 de la ley 1448 de 2011, se ordenará proteger el derecho fundamental a la formalización y 

restitución de tierras de los solicitantes disponiendo la restitución material y jurídica del fundo 

denominado “Sol y Sombra”, conforme la identificación detallada en la parte motiva de esta 

sentencia. Orden que se hará efectiva a través de (i) la adjudicación del mismo a favor del señor 

Fidel Antonio Yepes y su compañera permanente Josefa María Mendoza De León; (ii) la 

inscripción de la sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria que lo identifique.  

 

Ante la insatisfacción de las necesidades básicas de la población afectada, asociada con 

frecuencia a la falta de garantías de protección a la vida y la integridad física, además de ordenar 

la restitución de la tierra, el tomar algunas medidas para garantizar el retorno. Al respecto ha 

explicado la Corte Constitucional, 23 que con el fin de que el retorno o reubicación cumpla con 

las exigencias de seguridad y dignidad, es necesario que la presencia de las autoridades no se 

limite al momento previo a la toma de la decisión, sino que se realice un acompañamiento integral 

a la población para que el proceso sea exitoso y se restablezca el ejercicio efectivo de sus 

derechos.  

 

Tenemos entonces, que las víctimas que han sufrido como consecuencia de las violaciones de 

que trata el artículo 3° de la ley 1448 de 2011, tienen derecho a ser reparadas de manera 

adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido y que cesen las 

condiciones de vulnerabilidad en que se encuentran por su condición de desplazados forzados. 
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Por ende, y en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 91 ibídem, y en atención a los principios 

de desplazamiento interno de las Naciones Unidas, los principios Pinheiros, los parámetros 

establecidos por la Corte Constitucional en la sentencia T-025 de 2004, a las normas de 

Derechos Internacional Humano y los Derechos Humanos, se dictarán las siguientes órdenes 

adicionales:  

 

A la Alcaldía Municipal y al Concejo Municipal de El Copey que, como medida con efecto 

reparador, se condonen las sumas causadas desde el hecho victimizante hasta la sentencia de 

restitución por concepto de impuesto predial u otros impuestos, tasas y otras contribuciones del 

orden municipal respecto al predio “Sol y Sombra”. 

 

Al Fondo de la Unidad de Restitución de Tierras, ALIVIAR la deuda y/o cartera de los señores 

Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza, contraída con empresas de servicios públicos 

domiciliarios de acueducto, alcantarillado y energía alegría, causadas entre la fecha del hecho 

victimizante y la sentencia que se profiera en el presente asunto. 

 

Al Fondo de la Unidad de Restitución de Tierras, ALIVIAR por concepto de pasivos financieros, 

la cartera que tengan los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza, contraídas con 

entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, causadas entre la fecha del 

hecho victimizante y la sentencia que se profiera en el presente asunto; siempre y cuando la 

deuda tenga relación con el predio “Sol y Sombra”. 

 

A la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, que 

incluya por una sola vez a los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza, a programas 

y proyectos productivos a efectos de que se implemente la creación de proyectos productivos y 

se brinde la asistencia técnica correspondiente, teniendo en cuenta la vocación y el uso racional 

del suelo y las actividades que desarrolla la población beneficiaria, en aras de asegurar el 

restablecimiento económico; lo anterior, deberá efectuarse una vez sea verificada la entrega y 

goce material del predio restituido. 

 

Al Servicio Nacional de Aprendizaje- SENA, el desarrollo de los componentes de formación 

productiva en los proyectos de explotación de economía campesina, a efectos de fortalecer y 

acompañar los proyectos productivos que la Unidad de Restitución de Tierra implementen y 

desarrollen en el predio “Sol y Sombra”. Así mismo, en cumplimiento del artículo 130 de la Ley 

1448 de 2011, incluya a los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza y a su núcleo 

familiar, en los programas de formación de acuerdo a sus necesidades. 

 

A la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, verificar 

si los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza, cumplen con los requisitos 

consignados en el artículo 45 del Decreto 4829 de 2011 y artículo 2.15.2.3.1 del Decreto 1071 

de 2015, de ser así en cumplimiento de lo dispuesto en aquellas normas, incluir a las citadas 

personas, mediante resolución motivada y con carácter preferente, dentro de los subsidios de 

vivienda rural administrados por el Banco Agrario de Colombia S.A. 

 

Al Banco Agrario de Colombia S.A., en caso de recibir información proveniente de la UAEGRTD, 

proceda a efectuar un estudio aplicando los criterios diferenciales de que trata la Ley 1448 de 

2011 que le permita determinar el tipo de subsidio familiar de vivienda de interés social rural que 

debe ser asignado a los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza, bien sea de 

mejoramiento o de construcción según corresponda. 
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A la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación integral a las Víctimas, y al 

Municipio de El Copey integrar a los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza y a 

su núcleo familiar a la oferta institucional del Estado en materia de reparación integral en el marco 

del conflicto armado interno. 

 

A la Secretaría de salud del Municipio de El Copey, para que de manera inmediata verifique la 

inclusión de los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza y a su núcleo familiar y su 

núcleo familiar, en el Sistema General de Salud y en caso de no encontrarlo se disponga a 

incluirlos en el mismo.  

 

A la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación integral a las Víctimas y al 

Ministerio de Salud y Protección social, la inclusión de los señores Fidel Antonio Yepes y Josefa 

María Mendoza y a su núcleo familiar en el programa de atención psicosocial y salud integral a 

víctimas (PAPSIVI), en sus modalidades individual, familiar y comunitaria respectivamente, por 

un término razonable que deberá ser determinado por la entidad correspondiente de acuerdo a 

las necesidades que se presenten. 

 

En cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 91 literal e) de la ley 1448 de 2011, se ordenará la 

Inscripción el folio de matrícula correspondiente, de las medidas de protección al patrimonio 

previstas en la Ley 387 de 1997; para lo cual se librará oficio.  

 

 

IV. DECISIÓN 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito especializado en Restitución de Tierras 

de Valledupar, administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad 

de la ley, 

RESUELVE: 

 

1. ORDENAR la protección del derecho fundamental a la Formalización y Restitución de Tierras 

de las víctimas del conflicto armado, a favor de los señores FIDEL ANTONIO YEPES y 

JOSEFA MARÍA MENDOZA DE LEÓN, que ostentan la calidad de ocupantes respecto del 

inmueble denominado “Sol y Sombra”, ubicado en el predio de mayor extensión Vereda “La 

Victoria”, en el corregimiento de Caracolicito del municipio de El Copey- Departamento del 

Cesar, identificado con FMI No.190-159128 y cédula catastral No.20-238-00-01-0005-0161-

000. 

 

2. En consecuencia, ORDENAR a la AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS- ANT adjudicar a los 

señores FIDEL ANTONIO YEPES (C.C. 5.007.067) y JOSEFA MARÍA MENDOZA (C.C. 

36.620.934) la porción de terreno equivalente a 29 has, 8035 m2 del predio baldío distinguido 

como “Sol y Sombra”, ubicado en el predio de mayor extensión denominado Vereda “La 

Victoria” en el corregimiento de Caracolicito del municipio de El Copey- Departamento del 

Cesar, identificado con cédula catastral No.20-238-00-01-0005-0161-000 y FMI No.190-

159128 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Valledupar, por haber 

acreditado los presupuestos para tal fin, cuyas coordenadas georreferenciadas y linderos 

especiales son los siguientes:  
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CUADRO DE COORDENADAS DEL PREDIO SOLICITADO EN INGRESO ALREGISTRODE 
PREDIOS DESPOJADOS O ABANDONADOS 

SISTEMA DE COORDENADAS PLANAS MAGNA COLOMBIA BOGOTÁ _X_ 

O SISTEMA COORDENADAS GEOGRÁFICA MAGNA SIRGAS _X_ 

PUNTO 
COORDENADAS PLANAS COORDENADAS GEOGRÁFICAS 

NORTE ESTE LATITUD (°' '') LONG (°' '') 

1 1610131,167 1020657,189 10° 6' 46,934'' N 73° 53' 20,517'' W 

2 1610306,972 1020533,723 10° 6' 52,65'' N 73° 53' 24,569'' W 

3 1610031,573 1020136,745 10° 7'  9,740'' N 73° 53' 37,598'' W 

5 1610474,528 1019806,003 10° 6'  58,125'' N 73° 53' 48,469'' W 

4 1610559,897 1019795,064 10° 7'  0,904'' N 73° 53' 48,826'' W 

400 1610041,882 1020467,658 10° 6'  44,032'' N 73° 53' 26,744'' W 

401 1610159,161 1020298,659 10° 6' 47,852'' N 73° 53' 32,292'' W 

403 1610198,243 1020245,804 10° 6'  49,125'' N 73° 53' 34,028'' W 

405 1610160,777 1020137,36 10° 6'  47,907'' N 73° 53' 37,950'' W 

406 1610212,592 1020019,638 10° 6'  49,596'' N 73° 53' 41,456'' W 

409 1610275,1 1019946,047 10° 6'  51,632'' N 73° 53' 43,872'' W 

410 1610327,104 1019869,177 10° 6'  53,326'' N 73° 53' 46,396'' W 

412 1610190,084 1020243,891 10° 6'  48,859'' N 73° 53' 34,091'' W 

10001 1610728,172 1020056,473 10° 7'  6,376'' N 73° 53' 40,237'' W 

10002 1610627,101 1020251,206 10° 7'  3,083'' N 73° 53' 33,824'' W 

10003 1610571,539 1020236,919 10° 7'  1,275'' N 73° 53' 34,313'' W 

10004 1610498,514 1020278,194 10° 6'  58,897'' N 73° 53' 32,958'' W 

10005 1610354,58 1020429,007 10° 6'  54,210'' N 73° 53' 28.007'' W 

 
LINDEROS Y COLINDANTES DEL TERRENO O PREDIO SOLICITADO 

De acuerdo a la información fuente relacionada en el numeral 2.1. URT para la georreferenciación de la solicitud se establece que el 
predio solicitado en ingreso al Registro de tierras despojadas se encuentra alinderado como sigue 

NORTE Partiendo desde el punto 4, en sentido nororiental, en línea sinusoidal, en una distancia de 674.855 metros, 

pasando por los puntos 10001-3, hasta llegar al punto 1002; colinda con el predio del señor Efraín Sánchez. 

ORIENTE Partiendo desde el punto 1002, en sentido suroriental, en línea sinusoidal, en una distancia de 677.565 metros, 
pasando por los puntos: 10003- 10004- 10005-2, hasta llegar al punto No.1; colinda con predios del señor Jairo 
Hernández.  

SUR Partiendo desde el punto No.1, en línea recta, en una distancia de 208.687 metros, hasta llegar al punto 400; 
colinda con el carreteable en medio Palmeras de la Costa”. 

OCCIDENTE Partiendo desde el punto 400, en línea sinusoidal, en sentido noroccidente, en una distancia de 953.326 metros, 

pasando por los puntos: 401-412-403-405-406-409-410-5 hasta llegar al punto 4; colinda con predios de Marco 
Fidel Suarez (La Fortuna). 

 

Parágrafo: Para el cumplimiento de lo anterior, la Agencia Nacional de Tierras- ANT, deberá 

rendir a este despacho, un informe detallado sobre los avances de la Gestión que sobre el 

particular se requiera, dentro de un término no superior a dos (02) meses, contados desde la 

notificación del presente proveído. 

 

3. ORDENAR a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Valledupar que dentro del 

término de quince (15) días siguientes a la notificación de esta decisión:  

3.1. Inscribir la presente decisión, en el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159128, en la 

Oficina de Instrumentos Públicos del círculo registral de Valledupar, en cumplimiento del 

artículo 91 de la Ley 1448 de 2011 literal c). 

 

3.2. Cancelar las medidas cautelares inscritas en las anotaciones 2, 3, 4 del FMI No.190-

159128 decretadas con ocasión a las medidas tendientes a proteger el bien en el marco 

del conflicto armado y a las que tienen que ver con la instrucción de este proceso. 
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3.3. Cancelar cualquier derecho real que figure a favor de terceros sobre el inmueble objeto 

de restitución, en virtud de cualquier obligación civil, comercial, administrativa o tributaria 

en el evento que sea contraria al derecho de Restitución. 

 

3.4. Inscribir en el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159128, las medidas de protección 

patrimonial de que trata en la Ley 387 de 1997, según lo previsto en el literal e) del 

artículo 91 de la Ley 1448 de 2011. 

 

3.5. Actualizar el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159128, en cuanto a sus áreas, 

linderos y el titular de derecho con base a la información predial indicada en la presente 

providencia. 

 

3.6. Registrar la Resolución de adjudicación del predio que deberá proferir la Agencia 

Nacional de Tierras- ANT. 

 

3.7. Dar aviso al Instituto Geográfico Agustín Codazzi- IGAC, una vez registre la resolución 

de adjudicación expedida por la Agencia Nacional de Tierras- ANT en cumplimiento del 

artículo 65 de la Ley 1579 de 2012, para que esta entidad efectúe la respectiva 

actualización de sus registros cartográficos y alfanuméricos del inmueble restituido. 

 

3.8. ADVERTIR a las entidades ante las que haya de realizarse cualquier trámite relacionado 

con las anteriores órdenes, que los beneficiarios de esta sentencia se encuentran 

exentos de pagos económicos por tales conceptos. Se aclara que esta medida de 

gratuidad es exclusiva respecto de los trámites que culminen con la efectividad del 

derecho de propiedad de aquellos. 

 

3.9. Por Secretaría facilitar la ayuda, documentación e información que las anteriores 

entidades y las víctimas restituidas requieran para el correcto y oportuno cumplimiento 

de las órdenes impartidas. 

 

3.10. Para efectos de lo anterior, por secretaría comuníquese lo decidido en precedencia a la 

Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Valledupar, una vez sea verificado el 

cumplimiento de lo dispuesto en el numeral anterior de la presente providencia; así 

mismo, previo el pago de los gastos de reproducción que deberán ser asumidos por la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS (TERRITORIAL CESAR), se expedirá copia autenticada de la sentencia 

con las constancias de Ejecutoria, y se remitirá ante la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Valledupar (Cesar).  

 

3.11. Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se deberá rendir un informe con destino a 

esta dependencia judicial, dentro del término de DOS (2) MESES siguientes al recibo 

del aviso por parte de la correspondiente Oficina de registro de Instrumentos Públicos. 

Por secretaría líbrense los oficios correspondientes 

 

4. ORDENAR al Instituto Geográfico Agustín Codazzi- IGAC que dentro de los QUINCE (15) 

DIAS siguientes al recibo del aviso remitido por la Oficina de registro de Instrumentos 

Públicos de Valledupar, con base en el folio de matrícula inmobiliaria No.190-159128 



  

 
SENTENCIA No. 067 

 

 Radicado No. 20001-3121-002-2016-00180-00 
 

 

Código: FRT - 012                       Versión: 01 Fecha: 18-09-2014 Página 33 de 35 

 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

 

previamente actualizado, adelante la actualización catastral correspondiente al predio “Sol y 

Sombra”, así como de sus registros cartográficos y alfanuméricos. 

 

5. ORDENAR AL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL en coordinación 

con el BANCO AGRARIO DE COLOMBIA, que dentro del término de diez (10) días contados 

a partir de la respectiva comunicación, incluyan a los señores FIDEL ANTONIO YEPES (C.C. 

5.007.067) y JOSEFA MARÍA MENDOZA (C.C. 36.620.934) en los programas de subsidio 

de adecuación de vivienda, según corresponda a su estado de vulnerabilidad, así como 

subsidio para la adecuación de tierra, asistencia técnica agrícola e inclusión en programas 

productivos.  

 

6. ORDENAR a la ALCALDÍA MUNICIPAL DE EL COPEY, como medida con efecto reparador, 

condone las sumas causadas desde el hecho victimizante hasta la sentencia de restitución 

por concepto de impuesto predial, tasas y otras contribuciones respecto al predio “Sol y 

Sombra, registrado en el folio de matrícula inmobiliaria No. No.190-159128, así como la 

exoneración por el término de dos (2) años desde la fecha de la sentencia, del pago del 

impuesto predial, tasas y otras contribuciones. Para verificar el cumplimiento de lo anterior, 

se deberá rendir un informe detallado del avance de la gestión dentro del término de treinta 

(30) días, contados desde la notificación del presente proveído.  

 

7. ORDENAR a la SECRETARÍA DE SALUD DEL MUNICIPIO DE EL COPEY, para que dentro 

del término de cinco (5) días contados a partir de la respectiva comunicación, verifique la 

inclusión FIDEL ANTONIO YEPES (C.C. 5.007.067), JOSEFA MARÍA MENDOZA (C.C. 

36.620.934) y su núcleo familiar, en el Sistema General de Seguridad Social en Salud, en 

caso de no encontrarlos se disponga a incluirlos en el mismo afiliándolos a la Empresa 

Prestadora de Salud que ellos escojan; debiendo  aquella autoridad, dentro del mismo 

término, rendir informe de dicha gestión. 

 

8. ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS -Territorial Cesar lo siguiente: 

 

8.1. INCLUIR, por una única vez, a FIDEL ANTONIO YEPES, JOSEFA MARÍA MENDOZA 

junto a su núcleo familiar en el programa de proyectos productivos una vez sea 

verificada la entrega material de los predios objeto de la presente restitución, a fin de 

que se implemente un proyecto. con la respectiva asistencia técnica. Para lo cual se le 

otorga un término de treinta (30) días. 

 

8.2. BRINDAR a las víctimas favorecidas con la sentencia el acompañamiento que requieran 

y así mismo las incluyan, dentro del término de quince (15) días siguientes a la 

notificación de esta providencia, en los sistemas de exoneración y/o alivios de pasivos 

generados durante la época del despojo, previstos en el artículo 121 de la Ley 1448 de 

2011, sobre la parcela a restituir, esto en concordancia con lo establecido en el artículo 

43 y subsiguientes del Decreto 4829 de 2011.  

Parágrafo: Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se deberá rendir un informe 

detallado del avance de la gestión dentro del término de dos (2) meses, contados desde la 

notificación del presente proveído. 

 

9. ORDENAR a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS garantizar a FIDEL ANTONIO YEPES y JOSEFA MARÍA MENDOZA, junto a su 
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núcleo familiar, la atención integral para su retorno o reasentamiento, bajo los presupuestos 

de la Ley 387 de 1997, y los criterios que dispone el Decreto 4800 de 2011, en su condición 

de coordinadora de Red Nacional de Información y de los planes de retorno y reubicación, 

para lo cual desplegará las acciones respectivas ante las entidades que corresponda con 

relación a lo preceptuado, rindiendo informe a este despacho judicial de las diligencias 

adelantadas y sus resultados de manera individualizada para los beneficiados con la 

sentencia.  Para lo cual deberá, entre las demás funciones que le competen, realizar las 

siguientes acciones: 

 

9.1. INCLUIR o, en caso de que ya se encuentren inscritos, ACTUALIZAR, complementar 

y/o corregir la información de las personas amparadas con esta sentencia, que reposa 

en el Registro Único de Víctimas-RUV, de conformidad con lo expuesto en esta 

sentencia. 

 

9.2. EFECTUAR la correspondiente entrevista de caracterización, en orden a determinar en 

qué condición se encuentran actualmente los solicitantes y su núcleo familiar y así, de 

acuerdo con la información recolectada, proceda a suministrar las ayudas y la 

indemnización por vía administrativa a la que hubiere lugar, y efectuar la articulación 

con las entidades que conforman el SNARIV para que se atiendan las carencias, 

capacidades o necesidades asociadas a los derechos fundamentales de la parte 

solicitante y su núcleo familiar. 

 

9.3. En conjunto con el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, OTORGAR la 

atención, asistencia y reparación humanitaria integral que les asiste según las 

disposiciones legales y normas pertinentes. En particular, se incluirá a los solicitantes y 

su núcleo familiar en el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a las Víctimas 

(PAPSIVI) para que, efectuados los procesos correspondientes, se identifiquen sus 

necesidades, afectaciones y potencialidades, de acuerdo a su realidad actual, y de esta 

manera se adopten las medidas pertinentes para que logre superar las afectaciones 

emocionales que sufrió por los hechos victimizantes a los que se ha hecho referencia 

en esta providencia. 

 

Parágrafo: Para verificar el cumplimiento de lo anterior, se deberá rendir un informe detallado 

del avance de la gestión dentro del término de treinta (30) días, contados desde la notificación 

del presente proveído. OFÍCIESE remitiendo copia de esta providencia a la UARIV y al 

MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL. 

 

10. ORDENAR al SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE -SENA, para que ingrese sin costo 

alguno a los señores FIDEL ANTONIO YEPES (C.C. 5.007.067),  JOSEFA MARÍA MNDOZA 

(C.C. 36.620.934) y su hija MARISOL RODRÍGUEZ MENDOZA (C.C. 49.596.249), que 

voluntariamente lo soliciten, a los programas de formación, capacitación técnica, y proyectos 

especiales para la generación de empleo rural y urbanos que tengan implementados, de 

acuerdo a la edad, preferencias, grado de estudios y oferta académica; garantizándose que 

efectivamente las víctimas sean receptoras del subsidio que el SENA otorga a sus 

estudiantes y que les sirvan de ayuda para su auto sostenimiento. 

 

Para verificar el cumplimiento de lo anterior, la entidad en mención deberá rendir un informe 

detallado del avance de la gestión realizada dentro del término de treinta (30) días siguientes 

a la comunicación de esta decisión. OFÍCIESE remitiendo copia de esta providencia. 
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11. ORDENAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, que dentro del término de diez 

(10) días, contados a partir de la notificación de esta decisión, incluya a los señores FIDEL 

ANTONIO YEPES (C.C. 5.007.067), JOSEFA MARÍA MENDOZA (C.C. 36.620.934) y su hija 

MARISOL RODRÍGUEZ MENDOZA (C.C. 49.596.249), dentro de las líneas especiales de 

crédito y subsidio del ICETEX, de conformidad con el artículo 51, inciso 3° de la Ley 1448 de 

2011. 

 

12. ORDENAR que por Secretaría se remita copia de la presente decisión al CENTRO DE 

MEMORIA HISTÓRICA para que, en el marco de sus funciones, acopie y documente los 

hechos ocurridos con ocasión del conflicto armado interno descritos en esta providencia. Para 

verificar el cumplimiento de lo anterior, se deberá rendir un informe detallado del avance de 

la gestión dentro del término de treinta (30) días, contados desde la notificación del presente 

proveído.  

 

13. Ejecutoriado el presente fallo se ORDENA la entrega real y efectiva del predio “Sol y Sombra”, 

previamente identificado en esta sentencia, lo cual se hará a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS (TERRITORIAL CESAR) a favor 

de las victimas restituidas, y su respectivo grupo familiar. Para tal efecto, debe practicarse 

diligencia de desalojo dentro de los términos establecidos en el artículo 100 de la Ley 1448 

de 2011. 

 

14. Con el fin de garantizar la seguridad de las victimas restituidas en esta sentencia y su familia, 

así como la de los funcionarios encargados de realizar la entrega del predio restituido y 

demás intervinientes, se ORDENA a las FUERZAS MILITARES DE COLOMBIA y a LA 

COMANDANCIA POLICIAL DEL CESAR, para que preste el acompañamiento y la 

colaboración necesaria en dicha diligencia, y en ejercicio de su misión institucional y 

constitucional, coordine las actividades y gestiones que sean necesarias para que brinden la 

seguridad que se requiera para el efectivo retorno y permanencia de las víctimas restituidas 

en esta sentencia y su grupo familiar, en el predio que se ha ordenado restituir.  

 

15. Por Secretaria, una vez ejecutoriada esta sentencia, LIBRAR los oficios correspondientes a 

las órdenes impartidas y NOTIFICAR, por la vía más expedita, esta decisión a todos los 

intervinientes. 

 

Contra la presente sentencia sólo procede el recurso de revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 

JUEZ 

Proyectó: María C. Torres. 

Oficial Mayor 
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Doctor: 

LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 

Juez Segundo Civil Del Circuito Especializado En Restitución De Tierras De Valledupar 

 

PROCESO: Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) 

SOLICITANTE: Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 

PREDIO: “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, corregimiento Caracolicito, municipio de El Copey, 

Departamento del Cesar 

RADICADO: 20001-3121-002-2016-00180-00 

 

 

REF: NULIDAD DE SENTECIA POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN. 

 

 

ANA MARIA VIDES CASTRO, mayor de edad, con domicilio y residencia en la ciudad de Valledupar, 

identificada con la CC. No 1.065.595.004, expedida Valledupar y Tarjeta Profesional N° 237139 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada judicial de los señor EDGAR ANTONIO 

OSORIO PACHECO, identificado con cédula de ciudadanía N° 15.170.544 y  ULPIANO OSORIO, 

identificado cédula de ciudadanía N° 5.136.660, bajo las funciones que el poder indica, me permito 

formular NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN contra la sentencia del 13 de noviembre de 2020 

emitido por su Despacho; lo anterior fundamentado en el numeral 8° del artículo 133 del Código 

General del Proceso. 

 

I. CUESTIÓN PREVIA 

 

Sea lo primero señalar que mis representados, NO conocían del presente proceso y se pudieron 

percatar de este, en razón a la entrega material del predio solicitado denominado “sol y sombra”, en 

octubre de 2021. Donde en diligencia judicial se le indicó a la cónyuge del señor  EDGAR ANTONIO 

OSORIO PACHECO que este predio había sido restituido, sin darle mayor explicación. Posteriormente 

se ha tenido conflictos con el señor FIDEL ANTONIO YEPES pues este manifiesta que dicho predio 

le había sido conferido a través de solicitud de Restitución de Tierras.  

 

II. PRETENSIONES 

 

PRIMERO: Se declara la NULIDAD de la sentencia adiada el 13 de noviembre de 2020. 

 

SEGUNDO: Se notifique debidamente al señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO del proceso. 

 

TERCERO: Se conceda acceso al expediente digital para conocer los documentos relacionados con 

el presente proceso.  

 

III. HECHOS 

 

PRIMERO: El primero de septiembre de 2015, mediante contrato de compraventa, el señor ULPIANO 

OSORIO, padre del señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, realizó una compra a la antigua 

propietaria, la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS, de 40 hectáreas de terreno ubicado en la 

vereda la victoria, jurisdicción del municipio de El Copey. Ambos contratantes acordaron un valor de 
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NOVENTA MILLONES ($90.000.000) de pesos, a pagar un 50% al momento de la firma y el otro 50% 

para el día 20 de diciembre de 2016. 

 

SEGUNDO: Las 40 Hectáreas antes mencionadas están conformadas de la siguiente forma: El primer 

lote de 24 hectáreas, que hoy por hoy se encuentra registrado en Escritura Pública No. 104 del 30 de 

enero de 2020, con folio de matrícula inmobiliaria 190-51500, denominado Los Laureles; y el segundo 

lote, conformado por 16 hectáreas, que se traslapan con el predio restituido al señor Fidel Antonio 

Yépez denominado Sol y Sombra. Los dos Lotes se pueden apreciar en la promesa de compraventa 

(fallecida según sentencia del Tribunal de Cartagena sobre el predio Los Laureles) que se suscito 

entre los señores ANA GILMA ARRIETA DUEÑA y JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA  

 

TERCERO: Que el señor ULPIANO OSORIO estaba inmerso en calidad de opositor en el proceso de 

Restitución de tierras identificado con Radicado No. 20001-31-21-001-2018-00060-00, seguido la 

parte instructiva ante el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras y 

posteriormente competencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena, Sala 

especializada en Restitución de tierras, donde se pretendía la Restitución del predio denominado “Los 

Laureles”. Quien mediante sentencia adiada el 28 de mayo de 2019, decisión negar la solicitud de 

restitución impetrada por la URT. Situación que era de conocimiento de la Unidad de Restitución de 

Tierras como entidad encargada de administrar el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 

Forzosamente. Por lo que debió informar al Despacho frente a la situación que se estaba presentando 

con el predio Los Laureles, con la señora Gilma Arrieta y mis clientes quienes tenían trabada una Litis. 

 

CUARTO: En virtud de la resolución del proceso de restitución frente al predio Los Laureles, mi 

defendido pudo a elevar escritura pública la venta que se había prometido entre la señora ANA GILMA 

ARRIETA y su padre ULPIANO OSORIO, realizada por documento público No. 104 del 30 de enero 

de 2020. Esta compraventa elevada a escritura pública y registrada se hizo sobre 24 hectáreas (primer 

lote prometido en el año 2015). Que frente al segundo lote prometido de 16 hectáreas el señor EDGAR 

ANTONIO OSORIO PACHECO, hijo del señor ULPIANO OSORIO, realizó nuevamente contrato de 

promesa de compraventa, de fecha 30 de enero de 2020. Sobre este último lote no se cuenta con 

título de dominio, No obstante, desde el año 2015 se viene ejerciendo explotación, mejoras, 

cercamiento y adecuación de terreno extensión de área que aduce el señor Fidel Yépez que ahora le 

pertenece en virtud de una sentencia de restitución de tierras. Es decir que estamos frente a un 

traslape entre el Lote N° 2 que adquirió el padre de mi mandante en el año 2015 y el predio restituido 

denominado “sol y sombra”. 

 

QUINTO: Es importante recalcar que el señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y su padre, el 

señor ULPIANO OSORIO, han explotado de manera constante las 40 hectáreas mencionadas 

desde el  año 2015. 

 

SEXTO: En la sentencia dictada frente al predio Sol y Sombra en el acápite de trámite procesal folio 

9 se indica que:  

 

A través de oficio No.0076 de 17 de enero de 2019 (folio 564 C.No.5), fue allegado 

expediente al despacho, proveniente del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Cartagena. Mediante Auto Interlocutorio No.0036 de 24 de mayo de 2019 (folios 

566 a 567 C.No.5), esta agencia judicial resuelve obedecer y cumplir lo resuelto por 

la magistrada Laura Elena Cantillo Araujo en auto de 18 de diciembre de 2018; 
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ordenar la práctica de pruebas, vincular y correr traslado a Ana Gilma Arrieta 

Dueñas y WESTROCK RESOURCES SUCURSAL COLOMBIA, supeditado esto 

último, al resultado de algunas probanzas decretadas.  

 

Evacuadas todas las pruebas decretadas en la correspondiente etapa procesal, 

habiéndose constatado que el predio “Sol y Sombra” no traslapa con el 

denominado predio “Los Laureles” de propiedad de los señores Jairo Terjera 

Molinares y Ana Gilma Dueñas y no guarda identidad con el llamado “Santa Inés”, 

habitado por la señora Ana Mariotti;  

 

De lo manifestado por el Despacho se puede advertir que si bien es cierto el predio restituido 

denominado Sol y Sombra NO se traslapa con Los Laureles (26 has Lote N° 1) No ocurre lo mismo 

con el Lote N° 2 (14 has) que hace parte del predio de 40 hectáreas que viene explotando la familia 

OSORIO PACHECO. Igualmente se resalta a esta Agencia judicial que aunque la titular del predio Los 

Laureles figuraba la señor Ana Gilma Arrieta, lo cierto es que desde el año 2015 materialmente 

pertenecía a mis defendidos. Situación que debió advertirse por el Despacho en la inspección 

judicial, pero esta en caso de que se llevo a cabo no fue verificada en las 14 hectáreas que vienen 

explotando mis defendidos o se hubiesen percatado que estos las tenían cercadas y con explotación 

de ganadería. 

 

SEPTIMO: Desconocemos señoría que pruebas se practicaron dentro del proceso de restitución de 

tierras de la referencia sobre el predio Sol y Sombra como: inspección judicial, verificación por parte 

del IGAC o visitas por parte del área catastral de la URT, para verificación en campo de traslape 

del predio reclamado y predio de terceros o explotados por estos. Pero lo cierto es que a mis 

defendidos no se ha vinculado al mismo y hoy están afectado por la sentencia de restitución proferida 

por su Despacho el pasado 13 de noviembre de 2020. 

 

OCTAVO:  En el mes de octubre de 2021, se realizó la entrega del predio “Sol y Sombra” al solicitante 

y desde entonces mi mandante se enteró del proceso de la referencia, advirtiendo que en ningún 

momento se le comunicó o vinculó a este, a fin de presentarse como opositor y así ejercer su derecho 

de contradicción y/o defensa por las hectáreas que se traslapan con dicha solicitud y que fueron 

restituidas. 

 

NOVENO: Con fundamento en el principio que impera en los proceso de restitución de tierras como 

justicia transicional de una “ACCIÓN SIN DAÑO” solicito se pueda validad y aclarar la situación aquí 

plateada, porque se ha violentado el Debido Proceso de mis defendidos quienes están siendo 

afectados, al perder un Lote de 14 hectáreas( Lote N° 2) que viene ejerciendo explotación, mejoras, 

cercamiento y adecuación de terreno desde el 2015, es decir antes de que se iniciara el presente 

proceso judicial. 

DECIMO: Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela STC-16088-
2016, de 4 de noviembre de 2016, expresó sobre la exigencia de identificar el bien objeto del proceso 
de Restitución de Tierras  que esta se debía tener la descripción física, jurídica y económica del predio, 
vale decir, la identificación de sus linderos, mejoras, construcciones, cabida, servidumbres, así 
como su naturaleza (baldío, ejido, propiedad privada, resguardo, parcelaciones, reserva nacional, 
vacante, entre otros) y el tipo de derecho real (propiedad o posesión) que recae sobre éste. Dicha 
información debe ser lo más precisa posible, al punto que su comprobación en terreno por el juez 
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resulte factible, permitiendo así que la plena identidad del inmueble garantice a los intervinientes en 
el pleito restitutorio, una defensa confiable de sus intereses en relación con el fundo disputado. 

DECIMO PRIMERO: Finalmente se indica al Despacho que el hecho de no ostentar título de propiedad 

frente al Lote N° 2 que traslapa con el predio Sol y Sombra no es óbice para creer que mis defendidos 

no tienen derechos sobre esta porción de terreno. Pues estos a pesar de no haber formalizado la 

propiedad sobre dicha porción de terreno si tiene un interés legítimo frente a las mejoras que 

compraron en el 2015 y que viene explotando desde entonces. Pues gran parte del sector rural de 

Colombia se encuentran en informalidad, casi el 52.7%1. 

 

IV FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Según lo dispuesto en el artículo 87 de la ley 1448 de 2011, se establece la necesidad de dar traslado 

a la solicitud de Restitución de Tierras a aquellas personas que cuenten con derechos reales 

vinculados al predio pretendido, todo esto con el fin de poder ser parte del proceso y ejercer sus 

derechos a la defensa y/o contradicción, de ser así su elección dentro del citado proceso judicial. 

Asimismo, la categoría procesal de opositor, cobija a quien se vincula al trámite judicial de restitución 

con intereses contrapuestos a los de la víctima y disputa la tenencia del inmueble, cuya actuación 

procesal, entre otras, es la de demostrar la existencia de una relación jurídica o material sobre el predio 

objeto del trámite. 

 

Existiendo tales derechos legítimos sobre el predio materia de restitución, lo correcto sería realizar la 

vinculación de aquellos sujetos de derecho al proceso,  para efectuar lo establecido en los artículos 

87 y 88 de la ley 1448 de 2011, situación que no se vio avocada en el caso concreto, ya que el señor 

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y su padre, el señor ULPIANO OSORIO,  aún habiendo 

adquirido mediante contrato de compraventa parte de las hectáreas del predio materia de restitución 

y explotándolas de manera constante desde el  año 2015,  no fueron vinculados ni tan siquiera 

comunicados de la solicitud allegada a su Despacho. Lo anterior destacando que, la UAEGRTD, 

estaba adelantando en épocas contemporáneas, un proceso de Restitución en el predio “Los laureles”, 

la cual es de propiedad de mi mandante y conocían de la forma de adquisición de los fundos y que se 

ejercía explotación en estos desde hace años. 

 

Por su parte, y aclarando que en el proceso de Restitución de Tierras creado por la ley 1448 de 2011 

es de aplicación excepcional el Código General del Proceso, este último en su el art. 133, establece 

que el proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: “8. Cuando no se 

practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o 

el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 

partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo 

ordena…”(subrayado fuera de texto original)2  Situación que faculta la exposición de la presente  

nulidad, según los requisitos dispuestos en el art. 135 del C.G.P3, ya que a mi mandante no se le 

 
11 Según el informe de Informalidad de la tenencia de la tierra en Colombia 2019 Colombia cuenta con un 52,7% de informalidad en la 
tenencia de la tierra. Realizado por la UPRA 
https://somosupra.upra.gov.co/documents/10184/104284/01_informalidad_tenencias_tierras  
2 https://leyes.co/codigo_general_del_proceso/133.htm 
3 Artículo 135. Requisitos para alegar la nulidad La parte que alegue una nulidad deberá tener legitimación para proponerla, expresar 
la causal invocada y los hechos en que se fundamenta, y aportar o solicitar las pruebas que pretenda hacer valer. No podrá alegar la 
nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para hacerlo, 
ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el proceso sin proponerla.La nulidad por indebida representación o por falta de 
notificación o emplazamiento solo podrá ser alegada por la persona afectada.El juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se 
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realizaron las comunicaciones en su dirección física o electrónica, vulnerando el debido proceso y su 

derecho de contradicción.  

 

A su vez, la Honorable Corte Constitucional, con relación a las notificaciones judiciales ha manifestado 

que, “ (..) la notificación judicial es el acto procesal por medio del cual se pone en conocimiento de las 

partes o de terceros las decisiones adoptadas por el juez. En consecuencia, tal actuación constituye 

un instrumento primordial de materialización del principio de publicidad de la función jurisdiccional 

establecido en el artículo 228 de la Norma Superior. 

 

La notificación judicial constituye un elemento básico del derecho fundamental al debido proceso, pues 

a través de dicho acto, sus destinatarios tienen la posibilidad de cumplir las decisiones que se les 

comunican o de impugnarlas en el caso de que no estén de acuerdo y de esta forma ejercer su derecho 

de defensa.(...) 

En relación con la notificación personal, resaltó que tal mecanismo es el que ofrece mayor garantía 

del derecho de defensa, en la medida en que permite el conocimiento de la decisión de forma clara y 

cierta, y por esta razón el artículo 314 del CPC establecía que se debían notificar personalmente las 

siguientes actuaciones procesales: (i) el auto que confiere traslado de la demanda o que libra 

mandamiento ejecutivo, y en general la primera providencia que se dicte en todo proceso y (ii) la 

primera que deba hacerse a terceros. Ello se fundamenta en que con tales providencias el destinatario 

queda vinculado formalmente al proceso como parte o como interviniente, y en consecuencia queda 

sometido a los efectos jurídicos de las decisiones que se adopten en el mismo.4” Resaltando que el 

espíritu de la norma sigue siendo la misma a pesar de encontrarnos en Vigencia del CGP y tal 

prerrogativa  no ha sido cumplida hasta el momento. 

Por esa razón, al no darse la correcta identificación y vinculación al señor EDGAR ANTONIO OSORIO 

PACHECO para la protección de sus derechos a la defensa y contradicción, con anterioridad a la 

restitución del predio “sol y sombra”, como consecuencia de un no cuidadoso estudio por parte de la 

UAEGRTD, y generando  afectaciones a mi poderdante y a su familia, es lo correcto que este 

despacho, le de una correspondiente aplicación a lo consagrado en el art. 133 y arts. subsiguientes 

del Código General del Proceso, todo esto con el fin de estampillar la necesidad de vincular a personas 

con intereses sobre el resultado del proceso y que no han sido tenidos en cuenta,  como en el caso 

de mi mandante. 

➢ Identificación del predio reclamado 

Durante la etapa administrativa surtida ante la URT frente a la inscripción en el RTDAF se deben surtir 

unas etapas antes de llegar a la fase judicial ante Juez de Restitución de Tierras, siendo una de ella 

la identificación e individualización del predio objeto de reclamación, ardua labor que se debe hacer 

con bastante diligencia debido a la gran informalidad que lleva el país en especial en el sector agrario 

(52.7%)5. Durante la etapa administrativa la URT debió ingresar al predio Sol y Sombra y a Los 

Laureles en varias ocasiones valga decir, comunicación, georreferenciación e inspección judicial, por 

lo que resulta insólito, incluso temario que solo al momento de la entrega material del predio 

 
funde en causal distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron alegarse como excepciones previas, o la que 
se proponga después de saneada o por quien carezca de legitimación. 
4 Sentencia T-025/18, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 
5 Según el informe de Informalidad de la tenencia de la tierra en Colombia 2019 Colombia cuenta con un 52,7% de informalidad en la 
tenencia de la tierra. Realizado por la UPRA 
https://somosupra.upra.gov.co/documents/10184/104284/01_informalidad_tenencias_tierras  
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restituido en octubre de 2021, fue que se percataron de que una porción de terreno de 14 has del 

predio que se entregaban estaba explotadas por la familia OSORIO  PACHECO, pero a estos solo le 

dieron al orden de entregarlo bajo la consigna de que fue restituido en sentencia. Desconociendo el 

derecho de defensa y el debido proceso de mis clientes. 

 

Al respecto, debe recordarse que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en 

sentencia de tutela STC-16088-2016, de 4 de noviembre de 2016, expresó sobre la exigencia de 

identificar el bien objeto del proceso de Restitución de Tierras, al manifestar que: 

 

“(…)Esta etapa jurisdiccional y el correspondiente proceso no puede entenderse 

como un trámite desordenado y arbitrario; no obstante, su agilidad y las amplias 

facultades inquisitivas y oficiosas del Estado a través de sus jueces en éste tema tan 

sensible, se exige la presencia de certidumbre en los elementos mínimos y centrales, 

por ejemplo, la identidad y singularidad en el derecho real objeto de 

controversia que es materia de restitución o de formalización, de modo que no 

resulten afectados injustificadamente prerrogativas de terceros o de quienes 

inevitablemente pueden o deban comparecer al juicio. Tampoco significa que el 

solicitante o la UAEGRT, se hallen exonerados de cargas procesales o de sus 

deberes ab initio o durante la sustanciación del mismo. 

 

No en vano, el literal a) del artículo 84 de la Ley 1448 de 2011 señala:     

 

“(…) Artículo 84. Contenido de la solicitud. La solicitud de restitución o formalización 

deberá contener: 

“a) La identificación del predio que deberá contener como mínimo los siguientes 

datos: la ubicación, el departamento, municipio, corregimiento o vereda, la 

identificación registral, número de la matrícula inmobiliaria e identificación 

catastral, número de la cédula catastral (...)” (se resalta). 

 

Lo anterior resalta la obligación de establecer sobre documentos gráficos (planos 

o fotografías aéreas o satelitales), la descripción física, jurídica y económica del 

predio, vale decir, la identificación de sus linderos, mejoras, construcciones, 

cabida, servidumbres, así como su naturaleza (baldío, ejido, propiedad privada, 

resguardo, parcelaciones, reserva nacional, vacante, entre otros) y el tipo de 

derecho real (propiedad o posesión) que recae sobre éste.  

Dicha información debe ser lo más precisa posible, al punto que su 

comprobación en terreno por el juez resulte factible, permitiendo así que la plena 

identidad del inmueble garantice a los intervinientes en el pleito restitutorio, una 

defensa confiable de sus intereses en relación con el fundo disputado. 

 

El elemento identidad de la cosa objeto de restitución o formalización de la que es 

materia el proceso regulado por la Ley 1448 de 2011, comparte similar 

presupuesto axiológico con las acciones reivindicatorias y de pertenencia, cuya 

principal exigencia es la obligación del demandante de singularizar del 

terreno de donde predica su derecho. (…)” (énfasis por fuera de texto original). 
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V PRUEBAS  

 

Comedidamente solicito se decreten, practiquen y tengan como tales, las siguientes:  

 

1. Documentales 

 

• Contrato de compraventa del primero de septiembre de 2015, sobre la adquisición de las 40 

hectáreas.  

 

• Contrato de promesa de compraventa sobre bien inmueble rural suscrito entre Ana Gilma 

Arrienda Dueña y José Oscar Quintero Olivella de fecha 25 de agosto de 1997. 

 

• Convenio de pago de una obligación frente a compra de un inmueble de fecha 25 de febrero 

de 2016. 

 

• Escritura pública No. 104 del 30 de enero de 2020 

 

• Contrato de promesa de compraventa del 30 de enero de 2020, de las 16 hectáreas que no 

han sido registradas. En el que se hace refrendación del acuerdo celebrado desde en el año 2015.  

 

• Partida de bautismo No. 0058700 de EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, donde se 

comprueba la relación con el señor ULPIANO OSORIO. 

 

• Plano Topográfico de la parcela explotada por la familia OSORIO PACHECO desde el año 

2015. 

 

2.Solicitud de pruebas  

 

Con fundamento en el artículo 134 inciso 3 del CGP se solicita se puedan decretar las presentes 

pruebas antes de resolver la presente nulidad 

 

• Oficiar al Área Catastral de la Unidad de restitución de Tierras Territorial Cesar Guajira para 

que realice las siguientes actuaciones a efecto de que se le pueda dar claridad al Despacho frente al 

yerro que se cometió en la parte administrativa e instructiva de la solicitud de restitución de tierras del 

predio Sol y Sombra. 

 

I) Se pueda verificar si las coordenas del predio Sol y Sombra levantado en la georreferenciación 

y que sirvieron de insumo para el ITP se traslapa con el predio explotado por la familia Osorio Pacheco 

del cual se anexa levantamiento topográfico de su parcela.  

II) Para que puedan verificar en campo si el Lote N° 2 de 14 hectáreas en el que ejerce 

explotación mi mandante se traslapa con el predio restituido denominado Sol y Sombra.   

III) Para que indique si el polígono georreferenciado del predio Sol y Sombra tuvo alguna 

variación entre la etapa administrativa ante la URT y la etapa judicial ante el juzgado. Especificar si 

fue objeto de ajuste topológico en algún momento.  

IV) Para que indique la fecha en que se realizaron la comunicación, georreferenciación e ITP de 

los predios: Los Laureles identificado con folio de matrícula 190-51500 y el predio Sol y Sombra 

identificado con folio de matrícula N° 190-159528. 

mailto:anavidesjudiciales@gmail.com
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Abogada Especialista en Derecho Administrativo  
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Oficina en la Calle 13B N° 6-136 Valledupar-Cesar 
3045397994                          anavidesjudiciales@gmail.com          

 

• Oficiar al IGAC para que pueda verificar que las coordenas del predio Sol y Sombra levantado 

por el área catastral de la URT se traslapa con el predio explotado por la familia Osorio Pacheco (se 

anexa levantamiento topográfico de su parcela).  

 

VI ANEXOS 

 

Me permito acompañar los siguientes: 

 

a) Poder para actuar dentro del presente proceso. 

 

b) Las documentales enunciadas en el acápite de pruebas de la demanda. 

 

VII NOTIFICACIONES 

 

Mi representado y la suscrita recibiremos notificaciones en la dirección Calle 13B No 6-136 de la 

ciudad de Valledupar y/o correo electrónico anavidesjudiciales@gmail.com;  
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Valledupar, diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022). 

 

 

 

 

 

I. ASUNTO A TRATAR 

 
Visto el informe secretarial que antecede obrante en consecutivo No.110 de las actuaciones 

del Portal de Restitución de Tierras, procede el despacho a resolver la solicitud de NULIDAD, 

propuesta por la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO identificada con C.C.1.065.595.004 y 

T.P. No.237.139 del C.S. de la J. en representación de los intereses de los señores EDGAR 

ANTONIO OSORIO PACHECO identificado con C.C. No.15.170.544 y ULPIANO OSORIO 

identificado con C.C. No.5.136.660, dentro del proceso de la referencia.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

Mediante memoriales allegados a este despacho los días 22 de abril y 7 de julio del 2022 

(consec.92 y 103 del PRT), la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO presentó las siguientes 

solicitudes:  

 

I) Se declare la nulidad de la sentencia adiada 13 de noviembre de 2020. 

II) Se notifique debidamente al señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO del proceso. 

III) Se conceda acceso al expediente digital para conocer de los documentos relacionados con 

el presente proceso. 

IV) En virtud del incidente de nulidad presentado, se abra a pruebas con el fin de constatar el 

traslape existente entre las 14 Has mencionadas en la solicitud de nulidad y el predio 

restituido conforme la sentencia 13 de noviembre de 2020 proferida por el despacho.  

 

En sustento de sus solicitudes elevadas, la mencionada apoderada manifestó que el día uno 

(1) de septiembre de 2015, mediante contrato de compraventa, el señor ULPIANO OSORIO, 

padre del señor EDGAR OSORIO PACHECO, realizó compra a la antigua propietaria ANA 

GILMA ARRIETA DUEÑAS, de 40 hectáreas de terreno ubicado en la vereda La Victoria, 

jurisdicción del municipio de El Copey, por un valor de noventa millones de pesos 

($90.000.000,oo) pagaderos en un 50% al momento de suscribir el contrato y el 50% restante 

el día 20 de septiembre de 2016. Que las 40 ha objeto de compra se conforman por un lote de 

24 ha (Escritura pública 104 del 30 de enero de 2020 y FMI 190-51500) denominado Los 

Laureles y, un segundo lote de 16 ha que traslapan con el predio restituido del señor FIDEL 

ANTONIO YEPES denominado “Sol y Sombra”. 

 

Que el señor ULPIANO OSORIO estaba inmerso en calidad de opositor dentro del proceso se 

Restitución de Tierras con Radicado No.001-2018-00060-00 seguido por el Juzgado Primero 

Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar y decidido por el 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena Sala Civil Especializada en Restitución de 

Tierras, mediante sentencia del 28 de mayo de 2019 que negó la solicitud incoada por la 

UAEGRTD. Dicha circunstancia era de conocimiento de la Unidad, quien debió informar al 

despacho acerca de la situación que se presentaba con el predio Los Laureles, entre la señora 

GILMA ARRIETA y sus apadrinados, quienes tenían trabada una litis. 

 

La togada expuso, que en virtud de lo decidido en el proceso de restitución de tierras en 

mención frente al predio “Los Laureles”, su defendido elevó a escritura pública la venta que se 

Tipo de proceso: Solicitud de Restitución y Formalización de Tierras.  

Solicitante:  Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 

Predio: “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, corregimiento Caracolicito, municipio de El 

Copey, departamento del Cesar 

Opositor:                           N/A 

Asunto:   Resuelve Nulidad 
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había prometido entre la señora ANA GILMA ARRIETA y su padre ULPIANO OSOSRIO, 

realizada por documento público No.104 del 30 de enero de 2020; compraventa sobre 24 ha 

(primer lote prometido en el año 2015). Que sobre el segundo lote prometido en venta de 16 

ha, el señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO, hijo del señor ULPIANO OSORIO, 

realizó nuevamente promesa de compraventa el mismo día 30 de enero de 2020. Sobre dicho 

predio no se cuenta con título de dominio; no obstante, desde el año 2015 venía ejerciendo 

explotación, mejoras, cercamiento y adecuación de terreno extensión de área que aduce el 

señor FIDEL YÉPES que ahora le pertenece en virtud de la sentencia de restitución de tierras. 

Que lo anterior, denota que nos encontramos frente a un traslape entre el Lote No. 2 que 

adquirió el padre del hoy nulitante en el año 2015 y el predio restituido denominado “Sol y 

Sombra”. Recalcó que desde el año 2015 el señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y 

su padre ULPIANO OSORIO han explotado de manera constante las 40 Has. Mencionadas. 

 

La aludida apoderada también adujo que de lo manifestado por el despacho en la sentencia 

cuya nulidad se pretende, se puede advertir que si bien el predio restituido “Sol y Sombra” no 

se traslapa con los Laureles (26 ha. Lote No.1) no ocurre lo mismo con el lote No. 2 (14 ha) 

que hace parte del predio de 40 Has Que ha sido explotado por la familia OSORIO PACHECO. 

Agregó que, a pesar que el predio “Los Laureles” se encontraba a nombre de la señora ANA 

GILMA ARRIETA, lo cierto es que desde el año 2015 materialmente pertenecía a sus 

defendidos. Circunstancia que a su juicio debió evidenciarse por el despacho en la inspección 

judicial, la cual si fue practicada sin verificar las 14 ha explotadas por la familia OSORIO 

PACHECO existiendo cercas y explotación de ganadería. Aseveró desconocer las pruebas 

practicadas dentro del proceso de la referencia sobre el predio “Sol y Sombra” (inspección 

judicial, verificación por parte del IGAC o visitas por parte del área catastral de la URT) para la 

verificación en campo de traslapes del predio reclamado y predios de terceros o explotados 

por estos; sin embargo, lo cierto es que sus defendidos no fueron vinculados al proceso y hoy 

han resultado afectados por la sentencia de fecha 13 de noviembre de 2020. 

 

Indicó que en el mes de octubre de 2021 se realizó la entrega del predio “Sol y Sombra” al 

solicitante y desde entonces su prohijado tuvo conocimiento del proceso referenciado, 

advirtiendo que no fue comunicado de este ni mucho menos vinculado para ejercer su 

oposición en garantía de sus derechos de contradicción y defensa debido a las hectáreas que 

traslapan con el área objeto de solicitud y que fue restituida. 

 

De cara a lo expuesto, con fundamento en el principio de “una acción sin daño” que impera en 

los proceso de Restitución de Tierras como justicia transicional solicitó se valide y aclare la 

información planteada, como quiera que halla violentado el derecho al debido proceso de sus 

representados, quienes se han visto afectados al perder un lote de 14 ha (Lote No.2) sobre el 

que vienen ejerciendo explotación, realizando mejoras, cercamiento y adecuación de terreno 

desde el 2015, esto es, antes de iniciado el presente proceso judicial. Indicó que el hecho de 

no ostentar título de propiedad sobre el lote No. 2 que traslapa con el predio “Sol y Sombra” 

no es óbice para creer que sus defendidos no tienen derechos sobre dicha porción de terreno, 

como quiera que a pesar de no haber formalizado la propiedad sobre ésta si tienen un interés 

legítimo frente a las mejoras que compraron en el 2015 y que vienen explotando desde 

entonces. Indicó que gran parte del sector rural de Colombia se encuentra en informalidad, 

alrededor del 52.7%. 

 

Sobre las pruebas que conforman el dosier, los nulitantes por conducto de su apoderada 

manifestaron que de acuerdo con informes del 16 de julio de 2019 y 3 de diciembre del mismo 

año (llevados a cabo para constatar el traslape entre los predios “Sol y Sombra” “Los Laureles” 

y “Santa Inés”), la URT para validar a información lo hizo en su oficina sin acudir al campo para 
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constatar la realidad de la misma, por tanto, no tuvieron en cuenta un lote de 14 Has en 

posesión de la familia OSORIO PACHECO desde su compra a la señora ANA GILMA 

ARRIETA DUEÑAS y que, efectivamente se traslapa con el predio restituido al señor FIDEL 

ANTONIO YÉPES denominado “Sol y Sombra”. La URT validó en oficina los linderos 

mostrados por los solicitantes de “Los Laureles”, “Sol y Sombra” y “Santa Inés”, pero no validó 

en campo quién estaba explotando cada uno de ellos y si estos materialmente se traslapaban; 

pues si bien los predios “Los Laureles” y “Sol y Sombra” no se traslapan el los polígonos 

georreferenciados (linderos mostrados por los solicitantes), estos pueden en la realidad, 

físicamente tener otra división como ocurre con el lote de 14 ha que viene explotando la familia 

OSORIO PACHECO. 

 

La apoderada indicó, además, que resulta menester evaluar que el señor FIDEL YEPES tuvo 

inconvenientes con la señora ANA GILMA y su compañero JAIRO TEJEIRO MOLINA por la 

franja de terreno de 14 ha, tal como lo analizó el H. Tribunal de Cartagena en providencia 

fechada 18 de diciembre de 2018. Terreno que luego fue vendido a los hoy deprecantes. Sobre 

el particular, concluyó que la verificación realizada entre los predios “Sol y Sombra” y “Santa 

Inés” no fue la misma efectuada entre las parcelas “Sol y Sombra” y “Los Laureles”, debido a 

que la primera se realizó con el delegado del reclamante y con la ocupante del predio ANA 

MARIOTTI, y hubo actas de colindancias (informe de 10 de julio de 2019) y, por su parte la 

segunda se realizó análisis en la oficina y con lo mostrado por los reclamantes y no con lo 

encontrado en campo físicamente, es decir, no se pudo constatar con el poseedor actual del 

predio los posibles traslapes y no se levantaron actas de colindancias (informe del 3 de 

diciembre de 2019). 

 

Finalmente, advirtió que desde la inspección judicial se dio indicios que parte del predio “Sol y 

Sombra” estaba siendo explotado por terceros con actividades agrícolas, pues se dejó expresa 

constancia en el acta de inspección judicial (fl.31 expediente Dig No.3). Reiteró que el señor 

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y su padre ULPIANO OSORIO han explotado de 

manera constante las 40 ha mencionadas desde el año 2015 y, al existir la restitución del 

predio “Sol y Sombra” a través de sentencia de fecha 13 de noviembre de 2020 se les está 

generando un perjuicio grave, como quiera que no fueron tenidos en cuenta para su 

vinculación en el presente proceso. 

 

De la solicitud de nulidad presentada, se corrió traslado a los intervinientes (consec.107 del 

PRT). La UAEGRTD se pronunció al respecto señalando que de acuerdo con la orden emitida 

por esta Agencia Judicial en radicado 2016-00180-00 se procedió también a realizar la 

verificación de linderos de los solicitados en restitución de tierras denominados “Sol y Sombra” 

y “Los Laureles”. Aclaró que se realizó la revisión de cercas físicas de acuerdo al replanteo de 

los polígonos resultantes de los procesos de georreferenciación de dichas solicitudes de 

restitución de tierras, en donde fue posible constatar que dichos polígonos en estado definitivo 

no se traslapan con el predio denominado Santa Inés. Agregó que el área catastral de la 

Unidad de Restitución de Tierra realizó los procedimientos de georreferenciación de los 

predios “Los Laureles” y “Sol y Sombra” en compañía de los solicitantes, utilizando equipos 

GPS submétricos en cada uno de los vértices mostrados en terreno por cada solicitante y/o 

delegado, cumpliendo con las especificaciones técnicas vigentes.  

 

La apoderada de la entidad concluyó que el área catastral de la URT en su momento verificó 

el predio restituido “Sol y Sombra” y no se identificó traslape alguno por lo que no se hizo 

necesario vincular a terceros. En consecuencia, solicitó se desestime la solicitud de nulidad 

incoada, toda vez que ya existe resolución de adjudicación por parte de la AGENCIA 

NACIONAL DE TIERRAS- ANT en cumplimiento de la sentencia referida, luego de haberse 
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instruido el proceso sin ninguna nulidad; en virtud del principio de seguridad jurídica, deprecó 

dejar en firme la sentencia en mención. 

III. CONSIDERACIONES 

Resulta pertinente, en primer lugar, emitir pronunciamiento con relación a la solicitud de que 

sea abierto a pruebas el incidente de nulidad presentado con el fin de constatar la existencia 

del traslape alegado por los nulitantes entre las 14 ha que dicen explotar desde el 1015 y el 

predio restituido conforme la sentencia del 13 de noviembre de 2020. Al respecto, el despacho 

desestimará lo peticionado, toda vez que considera que en el paginario se cuenta con 

elementos probatorios suficientes para desatar la solicitud de nulidad planteada y que es objeto 

de pronunciamiento en la presente providencia.  

Ahora bien, en cuanto a la solicitud de nulidad planteada, sea lo primero mencionar que uno 

de los instrumentos creados por el gobierno nacional para zanjar las diferencias sociales 

creadas por violación simultanea de derechos fundamentales a través del desplazamiento 

forzado, es el proceso de restitución de tierras despojadas, el cual tiene su génesis en la 

satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales de las víctimas del conflicto 

armado interno, teniendo como punto de partida la dignidad humana. Este instituto diseñado 

para el restablecimiento a la situación de las personas previa a las violaciones a sus derechos, 

desenfunda unas de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, tendientes a 

la reparación del daño causado para el reconocimiento y perpetuidad del derecho a la tierra, 

garante de otras prerrogativas como alimentación, agua, vivienda, en resumen, la importancia 

del acceso a la tierra para el disfrute de un nivel de vida adecuado y acorde con la dignidad 

del ser humano1.  

De ahí, que la finalidad del proceso de restitución sea, trayendo a colación el texto abordado 

por la ley en su artículo 73, numeral 5º: “las medidas de restitución que propendan por 

garantizar la seguridad jurídica de la restitución y el esclarecimiento de la situación de los 

predios objeto de la restitución. Para tal efecto, se propenderá por la titulación de la propiedad 

como medida de restitución, considerando la relación jurídica que tenían las victimas con los 

predios objeto de restitución o compensación”. 

Ahora bien, dada la naturaleza especialísima del presente trámite, el mismo ha de regirse de 

conformidad a los principios de la norma procedimental civil, de redor a ello, el tema de las 

nulidades ha sido ampliamente acogido por la doctrina colombiana, al señalar2:  

“La Constitución Política de Colombia en los dos primeros incisos del art. 29 establece el principio 

conocido como de legalidad del proceso al disponer que el debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas y agrega en el segundo, manteniendo, 
manteniendo lo que fue el art. 26 de la derogada Carta de 1886, que Nadie podrá ser juzgado 
sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente 
y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

Para garantizar el cumplimiento de la norma que consagra el derecho fundamental al debido 
proceso, en los diversos ordenamientos procesales se tipifican como causales de nulidad de las 
actuaciones judiciales las circunstancias que en consideración del legislador se erigen en vicios 
tales que impiden que exista aquel.” (Subrayas fuera del texto original). 

Ahora bien, con relación a la compleja institución de las nulidades, una de las cualidades que 

esta reviste es la taxatividad, razón por la cual, como primera medida considera el suscrito, 

que, para analizar la procedencia del instrumento incoado, es menester verificar lo previsto en 

                                                           
1 Pacto Internacional de derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

2 Procedimiento Civil, Parte General tomo I – Hernán Fabio López Blanco (Dupre Editores) – capitulo XII “Las Nulidades 
Procesales y su saneamiento”.  
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el artículo 133 del CGP, que describe las causales por las cuales puede el Juez declarar la 

nulidad del proceso:  

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de 
competencia. 
2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un proceso 
legalmente concluido o pretermite íntegramente la respectiva instancia.  
3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o 
de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes de la oportunidad debida.  
4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su 
apoderado judicial carece íntegramente de poder. 
5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se 
omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria.  
6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o 
descorrer su traslado.  
7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión 
o la sustentación del recurso de apelación. 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a 
personas determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean 
indeterminadas, que deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el 
proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al 
Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

 

Descrito lo anterior y aterrizando lo expuesto al caso sub examine, en cuanto a las demás 

solicitudes presentadas por los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO 

OSORIO, que pretenden la nulidad y otras actuaciones derivadas de esta, respecto de la 

sentencia de fecha 13 de noviembre de 2020 dentro del radicado de la referencia, sustentadas 

en una indebida notificación con fundamento en el numeral 8° del artículo 133 del CGP, le es 

dable colegir al despacho que la mismas no tienen vocación de prosperidad, como quiera que 

dentro del trámite adelantado en el curso del proceso identificado con radicado 2016-00180-

00 se surtieron todas las actuaciones que legalmente corresponde en aras de una debida 

integración del contradictorio y, en garantía de los derechos al debido proceso, de 

contradicción y defensa de todas las personas que eventualmente pudieren resultar afectadas 

con las resultas del mismo. 

Lo anterior, encuentra sustento en que esta Agencia Judicial de manera indiscutible dentro del 

trámite impartido tuvo estricto apego a lo normado en la Ley 1448 de 2011 que sobre el traslado 

y la admisión de la solicitud a la letra reza: 

ARTÍCULO 86. ADMISIÓN DE LA SOLICITUD. El auto que admita la solicitud deberá disponer: 
…d). La notificación del inicio del proceso al representante legal del municipio a donde esté 
ubicado el predio, y al Ministerio Público. 
e). La publicación de la admisión de la solicitud, en un diario de amplia circulación nacional, con 
inclusión de la identificación del predio y los nombres e identificación de la persona y el núcleo 
familiar del despojado o de quien abandonó el predio cuya restitución se solicita, para que las 
personas que tengan derechos legítimos relacionados con el predio, los acreedores con garantía 
real y otros acreedores de obligaciones relacionadas con el predio, así como las personas que 
se consideren afectadas por la suspensión de procesos y procedimientos administrativos 
comparezcan al proceso y hagan valer sus derechos. NOTA: Texto subrayado declarado 
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-438 de 2013. (…) 
 
ARTÍCULO 87. TRASLADO DE LA SOLICITUD. El traslado de la solicitud se surtirá a quienes 
figuren como titulares inscritos de derechos en el certificado de tradición y libertad de matrícula 
inmobiliaria donde esté comprendido el predio sobre el cual se solicite la restitución y a la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas cuando la solicitud no 
haya sido tramitada con su intervención. 
Con la publicación a que se refiere el literal e) del artículo anterior se entenderá surtido el traslado 
de la solicitud a las personas indeterminadas que consideren que deben comparecer al proceso 
para hacer valer sus derechos legítimos y a quienes se consideren afectados por el proceso de 
restitución. 
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Cumplidas las anteriores formalidades sin que los terceros determinados se presenten, se les 
designará un representante judicial para el proceso en el término de cinco (5) días. 

 

Es así como en ordinales TERCERO y CUARTO del Auto admisorio de fecha 1 de diciembre 

de 2016 se logra constatar el cumplimiento de la carga que por ley le asiste a este operador 

judicial (fls.63-71). Así mismo, a folio 74 del expediente se avista edicto calendado 8 de febrero 

de 2017 dirigido a todas las personas que se crean derechos sobre el predio denominado “Sol 

y Sombra”, ubicado en la vereda La Victoria del corregimiento de Caracolicito, jurisdicción del 

municipio de El Copey departamento del Cesar, cuyas publicaciones se encuentran en folios 

105 a 109 y 2012 del expediente. 

 

Así las cosas, teniendo en cuenta tal como se ilustró, que la Ley 1448 de 2011 dispone: la 

notificación del inicio del proceso al representante legal del municipio a donde esté ubicado el 

predio y al Ministerio Público, la publicación de la admisión de la solicitud para el traslado a las 

personas indeterminadas que consideren que deben comparecer al proceso para hacer valer 

sus derechos legítimos y por último, el traslado a personas determinadas, esto es, a quienes 

figuren como titulares inscritos de derechos en el certificado de tradición y libertad de matrícula 

inmobiliaria donde esté comprendido el predio sobre el cual se solicite la restitución y a la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando la 

solicitud no haya sido tramitada con su intervención y que, que esta célula judicial en el curso 

de la presente demanda no conoció acerca de la relación que alegan tener los señores EDGAR 

ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO con la porción de terreno reclamada, no 

tenía el deber legal expreso de notificar personalmente y/o vincular a los nulitantes.  

Es dable entender de lo normado en los artículos 86 y 87 de la Ley 1448 de 2011 en 

consonancia con la causal de nulidad invocada contenida en el numeral octavo del artículo 

133 del CGP, que no existió indebida notificación del auto admisorio de la demanda a personas 

determinadas, o el emplazamiento de las demás personas, aunque sean indeterminadas, que 

deban ser citadas como partes, ni mucho menos vulneración a los derechos al debido proceso, 

de contradicción y defensa; como quiera que los deprecantes EDGAR ANTONIO OSORIO 

PACHECO y ULPIANO OSORIO al no haber sido identificados al momento de la admisión de 

acuerdo con el libelo mandatorio ni en el curso del proceso como sujetos con interés en el 

presente asunto, se entienden notificados mediante emplazamiento efectuado, dentro de los 

denominados sujetos indeterminados. Bajo tal criterio, la solicitud de nulidad planteada será 

negada por el despacho. 

Así pues, de acuerdo con lo expuesto y la normatividad señalada, de cara a los supuestos 

fácticos reseñados como indiscutibles dentro de la actuación procesal que nos ocupa; advierte 

el despacho que a los hoy nulitantes les fue otorgado un término prudencial para su 

comparecencia efectos de hacerse parte dentro del presente proceso al haberse publicado 

emplazamiento de fecha 8 de febrero de 2017 tal como se dejó señalado, quienes no acudieron 

de manera espontánea a surtir el trámite pertinente. Tuvieron entonces, la oportunidad de 

pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y presentar oposición dentro del término legal 

concedido para ello sin que tales actuaciones hubieren sido desplegadas. 

 

Así las cosas, se tiene tal como lo establece la precitada norma, que el efecto del acto procesal 

cumplió su finalidad, esto es, poner en conocimiento de los sujetos indeterminados que 

pudieren eventualmente verse afectados o interesados en las resultas del proceso, la 

actuación que se adelantaba; garantizando su derecho fundamental al debido proceso, 

dándoles oportunidad de ejercer su derecho de contradicción y defensa. En estos términos 

quedaría saneada de cualquier forma la nulidad alegada en la presente oportunidad. 
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Finalmente, resulta necesario advertir, que en atención a la trascendencia que se debe 

predicar de las nulidades, el despacho considera  que acceder a la pretensión de declarar la 

nulidad en los términos propuestos, acarrearía la ocurrencia de un perjuicio posiblemente 

irremediable a las víctimas del conflicto armado restituidas, en desmedro de la seguridad 

jurídica que reviste las actuaciones judiciales y se entorpecería la finalidad de la Ley 1448 de 

2011 de traer consigo la restitución de los derechos vulnerados.  

 

Ahora bien, en cuanto a las consideraciones de tipo probatorio realizadas por la apoderada de 

los hoy solicitantes en donde se sugiere la precariedad de las pruebas de carácter técnico y 

demás, para haber establecido el presunto traslape entre el inmueble reclamado y la porción 

de terreno de 14 ha que aducen explotar desde el año 2015, resulta menester indicar que, una 

vez revisado en detalle los informes técnicos censurados el despacho logró evidenciar que 

contrario a lo manifestado por los deprecantes, en pronunciamiento técnico fechado 3 de 

diciembre de 2019 (fls.698-699) el área catastral de la UAEGRTD dejó expresa constancia que 

de acuerdo con la orden emitida por este despacho judicial, los días 2 y 3 de julio de 2019 se 

procedió a realizar verificación de linderos de los predios solicitados en restitución de tierras 

denominados “Sol y Sombra” y “ Los Laureles”, aclarando que se realizó la revisión de cercas 

físicas de acuerdo al replanteo de los polígonos resultantes de los procesos de 

georreferenciación de dichas solicitudes de restitución de tierras, en donde fue posible 

constatar que dichos polígonos en estado definitivo no presentan traslapes físicos, ya que 

cuentan con un lindero en cerca de alambre en común. Así pues, se concluyó que el predio 

Sol y Sombra (polígono en estado definitivo) no presenta traslape con el predio denominado 

“Laureles”. 

De otra parte, no son de recibo para esta agencia judicial las afirmaciones realizadas por la 

apoderada de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO en 

el sentido de indicar que sus prohijados solo tuvieron conocimiento de la existencia del 

presente proceso en la diligencia de entrega material, en la medida que, de las pruebas que 

conforman el dosier se vislumbra que el día treinta (30) de enero de 2020, fecha en la cual el 

señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO suscribió promesa de compraventa con la 

señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS respecto de 16 Has (de las cuales 14 ha  

presuntamente traslapan con el predio restituido dentro del presente asunto), esta última ya 

había sido citada a rendir declaración como testigo ante este estrado judicial siendo 

plenamente informada acerca de la solicitud de restitución y formalización de tierras que 

cursaba sobre el predio “Sol y Sombra”. De acuerdo con lo anterior, es dable colegir que la 

promitente vendedora tenía pleno conocimiento del trámite judicial que se adelantaba ante 

este despacho judicial y, en consecuencia, se infiere que el promitente comprador igualmente 

debió ser comunicado de dicha circunstancia en el marco de la negociación que realizaba. 

Adicionalmente, se tiene que en diligencia de recepción de testimonio de la señora ANA GILMA 

ARRIETA DUEÑAS el día 31 de enero de 2020 (fls.705 y 708) manifestó ser propietaria del 

predio Los Laureles que constaba de 24 ha, el cual se encontraba debidamente alinderado y 

contaba con cercas. Aseveró no haber hecho posesión o ejercido actos de disposición sobre 

más terreno del indicado y no conocer el predio “Sol y Sombra”. En virtud de lo anterior, no le 

es dable al suscrito concluir que las 16 ha prometidas en venta al señor OSORIO PACHECO 

corresponden en una extensión de 14 ha al predio restituido a los señores FIDEL ANTONIO 

YEPES, JOSEFA MARÍA MENDOZA y su núcleo familiar, máxime cuando dicha extensión de 

terreno en los documentos aportados se describe como parte del predio de mayor extensión 

“La Victoria” sin que se especifique que se ubican en la parcela “Sol y Sobra”, sobre la que se 

dejó establecido en diligencia de inspección judicial que se encontraba debidamente cercada 

y tiene solo pasto (consec.545 del PRT). Lo anterior, aunado al hecho que los nulitantes no 
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muestran tener claridad sobre la extensión de terreno que aducen traslapa con el predio 

restituido, pues en partes de sus declaraciones se refieren a 14 ha y en otras a 16 ha, sin que 

pueda tener certeza el despacho acerca del área que presuntamente ocupan y explotan desde 

el año 2015. 

En virtud de lo anteriormente expuesto, la Juez Segundo Civil del Circuito Especializado en 

Restitución de Tierras de Valledupar, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NO DECRETAR, por innecesarias, las pruebas de solicitud de informe dirigidas al 

Área Catastral de la Unidad de Restitución de Tierras Despojadas Territorial Cesar Guajira y 

al Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAC, deprecadas por la abogada ANA MARÍA VIDES 

CASTRO en numeral 2 del acápite V del escrito de solicitud de nulidad presentado por dicha 

togada. 

 

SEGUNDO: TENER como pruebas dentro del presente trámite incidental los documentos 

aportados por la Dra. ANA MARÍA VIDES CASTRO con el escrito que dio origen a este asunto 

y las demás pruebas recaudadas durante la etapa probatoria de este proceso judicial. 

 

TERCERO: NEGAR la solicitud de nulidad propuesta por la abogada ANA MARÍA VIDES 

CASTRO identificada con C.C.1.065.595.004 y T.P. No.237.139 del C.S. de la J. en 

representación de los intereses de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO 

identificado con C.C. No.15.170.544 y ULPIANO OSORIO identificado con C.C. No.5.136.660, 

por las razones expuestas en este proveído.  

 
CUARTO: por secretaria NOTIFICAR de la presente decisión a las partes interesadas, 

intervinientes y al Ministerio Público  

 

QUINTO: DISPONER de conformidad con el Articulo 93 de la Ley 1448 de 2011, que las 

providencias que se dicten se notificarán por el medio que el Juez o Magistrado considere 

más eficaz. Las comunicaciones que se den sobre el trámite del presente proceso, se 

enviarán y/o recibirán por este estrado judicial en el correo electrónico 

jcctoesrt02vpar@notificacionesrj.gov.co. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 

JUEZ 
Proyecto: María C. Torres/ Oficial Mayor 
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Doctor: 
LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 
Juez Segundo Civil Del Circuito Especializado En Restitución De Tierras De Valledupar 
 
PROCESO: Restitución de Tierras (Ley 1448 de 2011) 
SOLICITANTE: Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 
PREDIO: “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, corregimiento Caracolicito, municipio de El Copey, 
Departamento del Cesar 
RADICADO: 20001-3121-002-2016-00180-00 

 
ANA MARIA VIDES CASTRO, mayor de edad, con domicilio y residencia en la ciudad de Valledupar, 
identificada con la CC. No 1.065.595.004, expedida Valledupar y Tarjeta Profesional N° 237139 del 
Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada judicial de los Señores EDGAR 
ANTONIO OSORIO PACHECO, identificado con cédula de ciudadanía N° 15.170.544 y ULPIANO 
OSORIO, identificado cédula de ciudadanía N° 5.136.660, estando dentro del término legal me permito 
presentar RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto de fecha 10 de octubre de 2022 que dispuso 
negar la solicitud de nulidad formulada por la suscrita, así como tener por innecesarias las pruebas 
solicitadas en el escrito de nulidad: 
 

I. SOLICITUD: 
 
PRIMERO: Sírvase revocar el auto adiado 10 de octubre de 2022 que dispuso negar la solicitud de 
nulidad formulada por la suscrita. 
 
SEGUNDO: Como consecuencias de lo anterior, proceda a decretar las pruebas solicitadas por la 
suscrita apoderada con el fin de tener elementos de juicio necesarios para resolver la nulidad. 
 
TERCERO: Una vez practicada las pruebas proceda a declarar la NULIDAD de la sentencia adiada el 
13 de noviembre de 2020, ordenando notificar a mis representados como corresponde y corriendo 
traslado para que estos puedan ejercer su derecho de defensa y contradicción, teniendo en cuenta 
efectivamente su calidad también de víctimas.   
 
  

II RAZONES DE INCONFORMIDAD FRENTE A LOS ARGUMENTOS DEL DESPACHO CON 
RESPECTO A LA NOTIFICACIÓN Y LAS PRUEBAS: 

 
En la providencia objeto de recurso el Despacho para sustentar la decisión plantea algunos de los 
siguientes argumentos (negrita y subrayado propio) los cuales se traen a colación para su 
correspondiente replica: 

 
1. “dentro del trámite adelantado en el curso del proceso identificado con radicado 2016-00180-
00 se surtieron todas las actuaciones que legalmente corresponde en aras de una debida 
integración del contradictorio y, en garantía de los derechos al debido proceso, de 
contradicción y defensa de todas las personas que eventualmente pudieren resultar afectadas 
con las resultas del mismo” 
 
Al respecto me permito manifestar que Desconoce el Despacho que el tribunal mediante auto de fecha 
18 de diciembre de 2018 resolvió regresar el proceso para que precisamente se integrara debidamente 
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el contradictorio y entre otras garantizar el debido proceso de los “demás terceros con interés”, y que 
a la postre al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO TEJEIRA, se debió requerir al 
Juzgado Primero de Restitución de tierras como quiera que en el mismo se tramitaba el proceso de 
los laureles donde mis representados tenían una Litis con los aquí vinculados. Situación se repite que 
jamás fue informada por la URT.  
 
Así mismo, a folio 57 del expediente aparece consulta del predio reclamado en el sistema del IGAC 
donde no se evidencia propietario u ocupante inscrito del mismo por ninguna parte este se identifica 
como SOL y SOMBRA.  
 
2. A renglón seguido el Juzgado indica “los deprecantes EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y 
ULPIANO OSORIO al no haber sido identificados al momento de la admisión de acuerdo con el 
libelo mandatorio ni en el curso del proceso como sujetos con interés en el presente asunto, 
se entienden notificados mediante emplazamiento efectuado, dentro de los denominados 
sujetos indeterminados. Bajo tal criterio, la solicitud de nulidad planteada será negada por el 
despacho.”  
 
Olvida el Despacho que si bien es cierto el emplazamiento (invalido) se surte como personas 
indeterminadas en la práctica y por precedente judicial de este Despacho y de los demás juzgados de 
restitución de tierras, así como del Tribunal Superior de Cartagena – Sala Especializada en Restitución 
de Tierras, se ordena la vinculación de las personas que se encuentren en el predio objeto de 
reclamación independientemente de que se haya realizado la publicación. Esto con el fin de proteger 
su debido proceso derecho de contradicción y defensa. Recuerde señoría que estamos frente a 
personas vulnerables de escasos estudios que el rigorismo y formalismo de proceso que se le está 
imponiendo por parte del Despacho contraría los mandatos de la corte en sentencia C 330/16 en 
cuanto a la flexibilización con personas vulnerables. 
 
Igualmente es dable resaltar y no menos importante que el emplazamiento efectuado, en las 
publicaciones en radio del EMPLAZAMIENTO (folios 160 y 161 del expediente digital 106 a 108 del 
expediente físico), dan cuenta clara que se elabora el emplazamiento de un predio “sol y sombra” 
nombre con el que solo conoce el terreno la solicitante, pues nadie en la región ni los mismos ANA 
GILMA y JAIRO TEJEIRO al momento de su interrogatorio  lo reconocen y de un folio de matrícula 
inmobiliaria aperturado por la URT durante el trámite administrativo. Pues mis defendidos, así como 
Ana Gilma y Jairo reconocen este solo como Lote. 
 
Por otra parte, en el Edicto emplazatorio del folio 109 se hace mención a los linderos del predio, pero 
no a las coordenadas del predio, entonces si es un predio que comúnmente no se conoce en la zona 
con el nombre de “sol y sombra” ni con el FMI (pues fue aperturado en etapa administrativa) lo mínimo 
que debió hacerse para poder ser identificado por “terceros con interés” a través del emplazamiento 
fue haberse efectuado con la publicación de la Coordenadas del predio.   
 
En el emplazamiento se hace referencia al numeral 2.1 de la Unidad de Restitución de Tierras 
georreferenciación, pero en la publicación efectuada en el edicto hacen referencia solo a los linderos 
que contienen los puntos por ejemplo el 10001-3 no tiene consignada la coordenada o ubicación, 
porque esos linderos solo son útiles cuando ya se tiene identificado el predio, y estos números solo 
corresponden a mojones que se utilizan para el levantamiento topográfico; necesariamente se 
necesitan las coordenadas geográficas y/o coordenadas planas para poderlo identificar; porque en el 
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edicto no se incluye el levantamiento topográfico y cual fue el cuadro de coordenadas que se colocaron 
en los mojones utilizados. 
 
Así las cosas, difícilmente podría una persona al leer el edicto publicado en la prensa o escuchar la 
radio identificar que se trata de un predio donde tiene interés legítimo; pues ni el nombre, ni el folio ni 
los linderos le pueden ser familiares. 
 
Se reitera el predio “sol y sombra” no es conocido en la zona por nadie más que los solicitantes; y el 
FMI tampoco podría predicarse de conocimiento de ningún tercero con interés al ser un Folio 
aperturado para el cumplimiento de un requisito para la demanda, por tanto, los Señores Edgar y 
Ulpiano Osorio no tenían como enterarse de este trámite. 
 
Mientras que el Despacho al momento de la inspección judicial, las declaciones de los señores ANA 
GILMA Y JAIRO TEJEIRA, así como al momento de la entrega del predio sí pudieron advertir que 
existían otras personas explotando la porción de terreno ocupada por mis representados desde el año 
2015 por venta realizada por ANA GILMA ARRIETA. 
 
3. “Tuvieron entonces, la oportunidad de pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y 
presentar oposición dentro del término legal concedido para ello sin que tales actuaciones 
hubieren sido desplegadas.” 
 
Desconoce el Despacho con esta posición lo ordenado por el Tribunal en auto de fecha 18 de 
diciembre de 2018 donde se dispone vinculación de Ana Gilma y Jairo tejeiro, donde por lo menos al 
recibir el proceso se debió por lo menos indagar con el Juzgado primero quienes figuraban reclamando 
el predio los Laureles. Quienes tenían interés legítimo sobre el mismo. Asimismo, pasó por alto la 
manifestación de Ana Gilma en declaración cuando expresó que había vendido el predio los laureles. 
 
4. “Así las cosas, se tiene tal como lo establece la precitada norma, que el efecto del acto 
procesal cumplió su finalidad, esto es, poner en conocimiento de los sujetos indeterminados 
que pudieren eventualmente verse afectados o interesados en las resultas del proceso, la 
actuación que se adelantaba; garantizando su derecho fundamental al debido proceso, 
dándoles oportunidad de ejercer su derecho de contradicción y defensa. En estos términos 
quedaría saneada de cualquier forma la nulidad alegada en la presente oportunidad” 
 
No es cierto pues la finalidad es notificar a los interesados aquí no se llegó a este fin, la información 
contenida en el edicto no podría dar por enterado a ningún tercero con interés más que a los propios 
solicitantes. 
 
5. “Así pues, se concluyó que el predio Sol y Sombra (polígono en estado definitivo) no 
presenta traslape con el predio denominado “Laureles”.” 
 
Esta verificación señoría se reitera fue entre el polígono los Laureles (mostrado por el reclamante del 
proceso juzgado primero JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA y Sol y sombra (mostrado por Fidel 
Yépez). Lo que no se tuvo en cuenta es quien viene explotando esa porción de terreno. Pues para la 
inspección e incluso la entrega se evidenció explotación de ganadería sobre los mismos. incluso mis 
clientes les fue indicado por su Despacho que estos no tenían ya derecho sobre el fundo sin que se 
dejara constancia en la grabación de esto. 
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La UNIDAD realizó un informe pericial para constatar el traslape de los 3 predios denominados “Sol y 
Sombra”, “Los Laureles” y “Santa Inés”, según informe del 16 de julio de 2019 y 3 de diciembre del 
mismo año. Valga la pena aclarar a esta Agencia Judicial que el área catastral de la URT para validar 
la información solicitada realizó su validación en oficina, es decir no fue a campo para constatar la 
realidad de los mismos. Por lo que no tuvieron en cuenta un Lote de 14 hectáreas que viene poseyendo 
la familia OSORIO PACHECO desde su compra a la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS que 
efectivamente se traslapa con el predio restituido del señor FIDEL ANTONIO YÉPEZ denominado Sol 
y Sombra. 
 
tal como lo indicó la URT a través de área catastral verificó los linderos del predio Los Laureles 
mostrado por el señor JOSE OSCAR QUINTERO OLIVELLA (solicitante) de 26 has, pero la URT no 
tuvo en cuenta el Lote de 14 has porque hasta ese momento este no era reclamado por QUINTERO 
OLIVELLA. En otras palabras la URT valida en oficina los linderos mostrados por los solicitantes de 
Los Laureles (ID 58544) y los linderos de Sol y Sombra (ID-63211) y el de Santa Inés ( 67118). Pero 
no valido en campo quien estaba explotando cada uno de ellos y si estos materialmente se 
traslapaban. Pues debe tenerse en cuenta que pese a que las solicitudes de los predios Sol y Sombra 
y Los Laureles no se traslapan en los polígonos georreferenciados (linderos mostrado por los 
solicitantes), estos pueden en la realidad, físicamente, tener otra división como ocurre con el Lote del 
14 has que viene explotando la Familia Osorio Pacheco. 
 
la verificación que existió entre el predio Sol y Sombra y Santa Inés no fue la misma entre Sol y Sombra 
y Los Laureles, debido a que el primero se verificó con delegado del reclamante y con la ocupante 
actual del predio ANA MARIOTTI a saber, informe de 10 de julio 2019, en donde si hubo acta con los 
colindantes. 
 
6. “de las pruebas que conforman el dosier se vislumbra que el día treinta (30) de enero de 2020, 
fecha en la cual el señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO suscribió promesa de 
compraventa con la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS respecto de 16 Has (de las cuales 
14 ha presuntamente traslapan con el predio restituido dentro del presente asunto), esta última 
ya había sido citada a rendir declaración como testigo ante este estrado judicial siendo 
plenamente informada acerca de la solicitud de restitución y formalización de tierras que 
cursaba sobre el predio “Sol y Sombra”. De acuerdo con lo anterior, es dable colegir que la 
promitente vendedora tenía pleno conocimiento del trámite judicial que se adelantaba ante este 
despacho judicial y, en consecuencia, se infiere que el promitente comprador igualmente debió 
ser comunicado de dicha circunstancia en el marco de la negociación que realizaba.” 
 
Esta promesa se suscribe toda vez que se tenía que refrendar la negociación del 2015 con el señor 
Ulpiano padre del señor Edgar Osorio, porque solamente después del proceso de restitución de tierras 
frente a los Laureles fue que se pudieron otorgar las escrituras.  
 
Estas personas de escasos estudios decidieron hacer un nuevo documento. sin que esto sea 
obstáculo para la realidad material que resulta pertinente para este caso y es que el predio que se 
restituyó venía siendo explotando por la familia Osorio Pacheco desde el 2015 dan fe de esto el 
contrato de compraventa, la misma denuncia del solicitante cuando intento retornar a su predio y estos 
estaban siendo explotados por Jairo y Ana Gilma quienes venden a mis defendidos. Señoría es una 
clara relación causal entre el predio restituido y que explotaba la familia OSORIO PACHECHO.  
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Y el hecho de que la Señora Ana Gilma, estuviere declarando ante el Despacho en nada prueba que 
esta informó de tal circunstancia a mis representados, de haber sido así de manera inmediata habrían 
entrado a defender sus derechos sobre el fundo, pues efectivamente lo que se prueba es que esto 
nunca se hizo saber a mis defendidos por parte de la señora Ana Gilma; pues si se observan las 
declaraciones de Ana Gilma esta indica que el predio solo cuenta con 26 hectáreas, es decir las 
faltantes 14 has ella no las conoce como sol y sombra y por ende no tenía como relacionar que se 
trataba del mismo predio.  
 
7. “Adicionalmente, se tiene que en diligencia de recepción de testimonio de la señora ANA 
GILMA ARRIETA DUEÑAS el día 31 de enero de 2020 (fls.705 y 708) manifestó ser propietaria 
del predio Los Laureles que constaba de 24 ha, el cual se encontraba debidamente alinderado 
y contaba con cercas. Aseveró no haber hecho posesión o ejercido actos de disposición sobre 
más terreno del indicado y no conocer el predio “Sol y Sombra”. En virtud de lo anterior, no le 
es dable al suscrito concluir que las 16 ha prometidas en venta al señor OSORIO PACHECO 
corresponden en una extensión de 14 ha al predio restituido a los señores FIDEL ANTONIO 
YEPES, JOSEFA MARÍA MENDOZA y su núcleo familiar, máxime cuando dicha extensión de 
terreno en los documentos aportados se describe como parte del predio de mayor extensión 
“La Victoria” sin que se especifique que se ubican en la parcela “Sol y Sobra”, sobre la que se 
dejó establecido en diligencia de inspección judicial que se encontraba debidamente cercada 
y tiene solo pasto (consec.545 del PRT). Lo anterior, aunado al hecho que los nulitantes no 
muestran tener claridad sobre la extensión de terreno que aducen traslapa con el predio 
restituido, pues en partes de sus declaraciones se refieren a 14 ha y en otras a 16 ha, sin que 
pueda tener certeza el despacho acerca del área que presuntamente ocupan y explotan desde 
el año 2015.” 
 
Al respecto me permito indicar Señoría primeramente que el nombre de “SOL Y SOMBRA” como ya 
se ha dicho se lo da el solicitante a sus tierras las cuales abandono, pero cuando la señora Ana Gilma 
las explota no las conoce por este nombre en las promesas de venta dada por la misma se habla de 
un Lote de terreno. 
 
Ahora bien, cuando el Despacho indica que no le es dable “concluir que las 16 ha prometidas en venta 
al señor OSORIO PACHECO corresponden en una extensión de 14 ha al predio restituido a los 
señores FIDEL ANTONIO YEPES, JOSEFA MARÍA MENDOZA” Precisamente señoría la prueba 
técnica con personal calificado de la URT área catastral es quien debe dar claridad al Despacho y a 
las partes frente a este asunto. Por lo que negar la práctica de esta prueba no es más que violatoria 
al debido proceso, pues la premisa del Despacho por el cual se niega es tener elementos de juicio, 
pero se evidencia de las consideraciones que no tiene elementos de juicio para concluir. 
 
Así mismo, se aclara al Despacho que la venta de 2015 de Ana Gilma a mis defendidos se prometen 
en venta 40 has. Cuando se puede elevar a escritura pública el predio los Laureles se evidencia que 
este predio tiene título de 24 has y no de 40 y de la operación lógica 40 - 24 = 16 es por esto que en 
medio de sus capacidades la familia Osorio pacheco refieren en el nuevo contrato 16 has. Solo hasta 
la medición del predio por parte de un topógrafo se pudo determinar con claridad que el lote 
corresponde a 14 has. Precisamente señoría la prueba solicitada es para comprobar estas dudas 
técnicas frente a la identificación del predio. Por lo que se hace necesario que el Juez reconsidere y 
permita se realice la prueba técnica por el área castral y se pueda tener claridad o no del traslape y 
así tomar la decisión que en derecho y por sapiensa determine el Despacho. 
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Así las cosas, me permito solicitar al Despacho reconsidere la decisión tomada en el auto objeto de 
recurso, ordene la práctica de las pruebas solicitadas pues las mismas son precisamente para que el 
Despacho valore de mejor forma la solicitud de nulidad impetrada por ser necesarias, conducentes y 
pertinentes para tener mayores elementos de juicios y verificar el Daño que se le está causado a mis 
apadrinados, y ahí se proceda a tomar la decisión que en Derecho corresponda. 
 
Rogamos señoría que piense de manera sensible frente a las personas que están en juego y que 
descuide las estadística o firmeza de la sentencia que está desconociendo derechos de personas 
igualmente vulnerables de quienes reclaman. 
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I. ASUNTO A TRATAR  

 

De acuerdo con el informe secretarial obrante a consecutivo No.116 de las actuaciones del Portal 

de Restitución de Tierras, procede el despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por 

la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO identificada con C.C.1.065.595.004 y T.P. No. 237.139 del 

C.S. de la J. en representación de los intereses de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO 

PACHECO identificado con C.C. No.15.170.544 y ULPIANO OSORIO identificado con C.C. No. 

5.136.660, contra el Auto Interlocutorio No.0324 de fecha diez (10) de octubre de dos mil veintidós 

(2022) proferido por esta Agencia Judicial. 

 

II. FUNDAMENTO DEL RECURSO  

 

La recurrente argumentó que el despacho al dar por surtidas todas las actuaciones que legalmente 

corresponden en aras de una debida integración del contradictorio y en garantía de los derechos al 

debido proceso, de contradicción y defensa de todas las personas que eventualmente pudieren 

resultar afectadas con las resultas del mismo, desconoce que el Tribunal mediante auto calendado 

18 de diciembre de 2018 resolvió regresar el proceso para que precisamente se integrara 

debidamente el contradictorio y, entre otras, garantizar el debido proceso de los demás terceros con 

interés y que, a la postre, al vincular a los señores ANA GILMA ARRIETA y JAIRO TEJEIRA se 

debió requerir al Juzgado Primero de Restitución de Tierras, como quiera que en el mismo se 

tramitaba el proceso de “Los Laureles” donde los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO 

y ULPIANO OSORIO tenían una litis con los vinculados. Añadió, que a folio 57 del expediente reposa 

consulta del predio reclamado en el sistema del IGAC donde no se evidencia propietario u ocupante 

inscrito del mismo y, por ninguna parte, se identifica como “Sol y Sombra”. 

 

Adicionalmente, la deponente advierte que el despacho olvida que si bien el emplazamiento (que 

califica de inválido) se surte frente a personas indeterminadas, en la práctica y por precedente 

jurisprudencial se ordena la vinculación de las personas que se encuentren en el predio objeto de 

reclamación, independientemente de que se hubieren realizado las publicaciones; máxime al 

tratarse de personas vulnerables, de escaso grado de escolaridad, a quienes se debe garantizar su 

debido proceso, los derechos de contradicción y defensa y, el formalismo que se le imprime al 

proceso contraría los mandatos de la Corte Constitucional en sentencia C-330 de 2016 en cuanto a 

la flexibilización que debe aplicarse a dicha población vulnerable.  

 

Aunado a lo anterior, señaló que el edicto emplazatorio ubicado en fl.109 hace mención a los linderos 

del predio pero no a las coordenadas, en consecuencia, al no conocerse comúnmente en la zona 

un predio denominado “Sol y sombra” ni el número de folio de matrícula inmobiliaria (que fue abierto 

en etapa administrativa), lo mínimo que debió efectuarse fue la publicación de las coordenadas del 

predio, debido a que los datos consignados al ser insuficientes y no resultar familiares a los terceros, 

Tipo de proceso:  Restitución y Formalización de Tierras (Ley 1448 de 2011) 

Solicitante:        Fidel Antonio Yepes y Josefa María Mendoza 

Opositor:        N/A 

Predio:                  “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, corregimiento Caracolicito, municipio de El 

Copey, departamento del Cesar 

Decisión:              Resuelve recurso de reposición. 
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generan dificultad a la identificación del inmueble a la lectura del edicto publicado. De lo expuesto, 

concluyó que la finalidad de la publicación del edicto en comento no se cumplió, esto es, notificar a 

los interesados distintos a los propios solicitantes. 

 

Por otra parte, se expuso en el recurso presentado, que al considerarse por parte del despacho que 

los hoy recurrentes tuvieron oportunidad de pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y 

presentar oposición en el término legal concedido en virtud del emplazamiento realizado, sin que 

ello hubiere sucedido, se desconoce la posición de lo ordenado por el Tribunal en auto de fecha 18 

de diciembre de 2018, donde se dispone la vinculación de Ana Gilma y Jairo Tejeiro, como quiera 

que por lo menos, se debió indagar con el Juzgado Primero quiénes figuraban reclamando el predio 

“Los Laureles”. También pasó por alto la manifestación de ANA GILMA en declaración, al expresar 

que había vendido el predio “Los Laureles”. 

 

Que al concluirse en la providencia objeto de censura que el predio “Sol y Sombra” no presenta 

traslape con el predio denominado “Laureles” no se tuvo en cuenta a quien viene explotando dicha 

porción de terreno, puesto que, para la inspección judicial e incluso la entrega, se evidenció 

explotación de ganadería sobre los mismos. Que, al respecto, la UAEGRTD para constatar los 

traslapes entre los predios “Los Laureles”, Santa Inés” y “Sol y Sombra” en informes del 16 de julio 

y 3 de diciembre de 2019, realizó su validación en oficina, no fue a campo para constatar la realidad 

de los mismos. Por tanto, no tuvieron en cuenta un lote de 14 ha que viene poseyendo la familia 

OSORIO PACHECO desde su compra a la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS y que se traslapa 

efectivamente con el predio restituido al señor FIDEL ANTONIO YÉPES denominado “Sol y 

Sombra”. 

 

Por otro lado, arguyó que la promesa de compraventa suscrita entre los señores EGAR ANTONIO 

OSORIO PACHECO y ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS en la fecha que ya había sido citada a rendir 

declaración como testigo ante este estrado judicial siendo informada de la solicitud de la referencia 

sobre el predio “Sol y Sombra”, tuvo lugar para efectos de refrendar la negociación del año 2015 con 

el señor EDGAR OSORIO, habida cuenta que solamente después del proceso de restitución de 

tierras frente a “Los Laureles” fue que se pudieron otorgar las escrituras, lo que no contraría la 

realidad material de que el predio que se restituyó venía siendo explotado por la familia OSORIO 

PACHECO desde el 2015. Que, el hecho que la señora ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS estuviera 

declarando ante el Despacho, en nada prueba que esta informó de tal circunstancias a los señores 

EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, toda vez que del dicho de la testigo 

se extrae que esta indicó que el predio solo cuenta con 26 ha, es decir, las faltantes 14 ha ella no 

las conoce como “Sol y Sombra” y, por ende, no tenía como relacionar que se trataba del mismo 

predio.  

 

En consonancia con lo expuesto, reiteró que el nombre “Sol y Sombra” se lo dio el solicitante a sus 

tierras las cuales abandonó, pero cuando la señora ANA GILMA las explota no las conoce por dicho 

nombre; por tanto, en las promesas de venta se habla de un lote terreno. Así pues, considera que a 

su criterio, al indicar el despacho que no le es dable concluir que las 16 ha prometidas en venta al 

señor OSORIO PACHECHO corresponden en una extensión de 14 ha al predio restituido a los 

señores FIDEL ANTONIO YEPES y JOSEFA MARÍA MENDOZA, confirma que la prueba técnica 

con personal calificado del Área Catastral de la URT es quien debe dar claridad sobre ese asunto; 

por lo que negar la práctica de dicha probanza resulta violatoria del debido proceso, teniendo en 

cuenta que la premisa por la que el despacho se niega es tener elementos de juicio, evidenciándose 

de sus consideraciones que ello no resulta veraz.   
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Corolario de lo considerado, la recurrente deprecó: i) se revoque el auto adiado 10 de octubre de 

2022 que dispuso negar la solicitud de nulidad formulada con anterioridad; ii) como consecuencia 

de lo anterior, se decreten las pruebas solicitadas en el escrito de nulidad con el fin de tener 

elementos de juicio necesarios para resolver; y iii) una vez practicadas las pruebas, proceda a 

declarar la NULIDAD de la sentencia adiada 13 de noviembre de 2020, ordenando notificar a sus 

representados como corresponde y, corriendo traslado, para que puedan ejercer su derecho de 

defensa y contradicción, teniendo en cuenta efectivamente su calidad de víctima. 

 

 

III. CONSIDERACIONES  

 

El recurso de reposición está previsto como medio de impugnación con el cual disponen las partes 

para obtener la rectificación de errores cometidos por los funcionarios judiciales en sus providencias, 

sea por una equivocada interpretación de las normas sustanciales o procesales aplicables al caso 

materia de pronunciamiento o por su inobservancia. Dicho recurso se encuentra contemplado en el 

artículo 318 del Código General del Proceso y es aquel que se interpone ante el mismo Juez o 

Magistrado que dictó el auto, dentro de los tres días siguientes a su notificación.  

 

En el caso de marras es preciso hacer un pequeño recuento cronológico de la actuación, en aras de 

poder dar trámite al recurso interpuesto por la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO en 

representación de los intereses de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO 

OSORIO, contra el Auto Interlocutorio No.0324 de fecha diez (10) de octubre de dos mil veintidós 

(2022) proferido por esta Agencia Judicial, así:  

 

▪ Mediante memoriales allegados a este despacho los días 22 de abril y 7 de julio del 2022 

(consec.92 y 103 del PRT), la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO presentó las siguientes 

solicitudes: I) Se declare la nulidad de la sentencia adiada 13 de noviembre de 2020. II) Se 

notifique debidamente al señor EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO del proceso. III)Se 

conceda acceso al expediente digital para conocer de los documentos relacionados con el 

presente proceso. IV)En virtud del incidente de nulidad presentado, se abra a pruebas con el 

fin de constatar el traslape existente entre las 14 Has mencionadas en la solicitud de nulidad 

y el predio restituido conforme la sentencia 13 de noviembre de 2020 proferida por el 

despacho.  

 

▪ Mediante proveído interlocutorio No.0324 de fecha diez (10) de octubre de 2022 (consec.11 

del PRT), notificado por estado calendado once (11) del mismo mes y año (ejecutoriado el 

día catorce (14) de octubre de 2022), esta Agencia Judicial resolvió:  
 

PRIMERO: NO DECRETAR, por innecesarias, las pruebas de solicitud de informe dirigidas al 
Área Catastral de la Unidad de Restitución de Tierras Despojadas Territorial Cesar Guajira y al 
Instituto Geográfico Agustín Codazzi-IGAC, deprecadas por la abogada ANA MARÍA VIDES 
CASTRO en numeral 2 del acápite V del escrito de solicitud de nulidad presentado por dicha 
togada.  
SEGUNDO: TENER como pruebas dentro del presente trámite incidental los documentos 
aportados por la Dra. ANA MARÍA VIDES CASTRO con el escrito que dio origen a este asunto y 
las demás pruebas recaudadas durante la etapa probatoria de este proceso judicial.  
TERCERO: NEGAR la solicitud de nulidad propuesta por la abogada ANA MARÍA VIDES 
CASTRO identificada con C.C.1.065.595.004 y T.P. No.237.139 del C.S. de la J. en 
representación de los intereses de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO 
identificado con C.C. No.15.170.544 y ULPIANO OSORIO identificado con C.C. No.5.136.660, 
por las razones expuestas en este proveído. 
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▪ El día catorce (14) de octubre de 2022, la abogada ANA MARÍA VIDES CASTRO identificada 

con C.C.1.065.595.004 y T.P. No.237.139 del C.S. de la J. en representación de los intereses 

de los señores EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO y ULPIANO OSORIO, formuló 

recurso de reposición en contra del Auto Interlocutorio No.0324 de fecha diez (10) de octubre 

de dos mil veintidós (2022) proferido por esta Agencia Judicial.   

 

Se tiene, entonces, que dentro del presente asunto el auto impugnado fue notificado por estado el 

once (11) de octubre de 2022, por lo que el actor tenía hasta el día catorce (14) del mismo mes y 

año para presentar el recurso de reposición; así las cosas, como quiera que el recurso fue 

interpuesto en la fecha de ejecutoria, esto es, el catorce (14) de octubre de 2022, encuentra el 

despacho que el mismo fue formulado en término. 

 

En consonancia con lo anterior, procede el juzgado a emitir algunas consideraciones al respecto, en 

aras de desatar la controversia planteada frente al proveído interlocutorio de fecha diez (10) de 

octubre de 2022. En ese orden, en primer lugar, resulta oportuno señalar que la vinculación de los 

señores ANA GILMA ARRIETA DUEÑAS como posible opositora dentro del asunto de la referencia 

(ordenada por esta Judicatura en proveído interlocutorio No.0036 de fecha 24 de mayo de 2019) se 

encontró sujeta a la condición, que una vez recibido el informe de la UAEGRTD se concluyera la 

existencia de un traslape físico del predio “Los Laureles” (del cual era titular de dominio), con el 

predio “Sol y Sombra” solicitado en restitución. Condición que evidentemente no se cumplió y. en 

consecuencia, dicha ciudadana solo tuvo participación dentro del presente proceso al momento de 

rendir declaración en calidad de testigo.  

 

Luego entonces, al descartarse por el despacho la existencia de traslapes físicos entre los predios 

colindantes “Los Laureles” y “Sol y Sombra”, al no asistirle el deber al Juez instructor de vincular a 

quien resultaba titular de dominio del primero de dichos inmuebles, mucho menos le resultaba 

forzoso vincular al proceso a quien eventualmente fuere opositor dentro del proceso de restitución y 

formalización de tierras que se ventilara en otro despacho respecto de aquel. 

 

Ahora bien, frente al argumento utilizado por el recurrente sobre la denominación del predio objeto 

de restitución, no existe dentro del plenario manifestación alguna por parte de quienes intervinieron 

en el curso del proceso judicial que permita inferir a esta agencia judicial el desconocimiento por 

parte de los lugareños pertenecientes a la región el nombre “Sol y Sombra” indicado por la 

UAEGRTD en la demanda. En ese orden, para todos los efectos es esa la denominación que el 

despacho considera corresponde al predio restituido dentro de este asunto, sin que el solo dicho de 

los recurrentes revistan entidad suficiente para corroborar lo contrario, máxime cuando al respecto 

no allegó evidencia alguna que desvirtúe tal circunstancia. 

 

En consonancia con lo antedicho, resulta menester agregar, que teniendo en cuenta lo indicado por 

el artículo 86 de la Ley 1448 de 2011 sobre el emplazamiento a terceros que pudieren tener interés 

en las resultas del proceso, el edicto emplazatorio de fecha ocho (8) de febrero de 2017 cumple con 

los presupuestos indicados en dicha normativa, que se limita a exigir la identificación del predio, sin 

establecer algunos datos precisos sobre el mismo como requisito. Por otro lado, teniendo en cuenta 

lo establecido por el artículo 83 del Código General del Proceso, que indica que para el caso de 

demandas que versen sobre predios rurales, el demandante deberá indicar su localización, los 

colindantes actuales y el nombre con que se conoce el predio en la región; el despacho concluye  

que no existe normativa que exija para el emplazamiento que prevé la Ley 1448 de 2011 frente al 

auto admisorio de la demanda, la identificación de coordenadas del predio objeto de reclamación 

como requisito para que resulte válida su publicación. Ello, contrario a lo que sugiere la deponente 

orlan
Resaltado

orlan
Resaltado
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en su recurso, comportaría un excesivo rigor por parte del despacho en desmedro de los derechos 

de los terceros a quienes se dirige el emplazamiento en comento, teniendo en cuenta su eventual 

condición de vulnerabilidad y bajo grado de escolaridad, que le impediría la comprensión de datos 

técnicos como son las coordenadas de un predio, que ameritan el conocimiento especializado en la 

materia. 

 

En tal sentido, el suscrito reitera la posición inicialmente planteada en el auto recurrido, en el sentido 

de indicar que a los hoy recurrente les fue otorgado un término prudencial para su comparecencia 

efectos de hacerse parte dentro del presente proceso al haberse publicado emplazamiento de fecha 

ocho (8) de febrero de 2017, quienes no acudieron de manera espontánea a surtir el trámite 

pertinente. Tuvieron, entonces, la oportunidad de pronunciarse sobre la solicitud de la referencia y 

presentar oposición dentro del término legal concedido para ello sin que tales actuaciones hubieren 

sido desplegadas. 

 

En cuanto a los argumentos que pretenden restar validez a los informes de carácter técnico y demás, 

para haber establecido el presunto traslape entre el inmueble reclamado y la porción de terreno de 

14 ha que aducen explotar desde el año 2015 los recurrentes; resulta menester indicar que, tal como 

se indicó en la providencia objeto de censura, una vez revisado en detalle los informes técnicos 

aportados por la UAEGRTD el despacho logró evidenciar que contrario a lo manifestado por los 

deprecantes, en pronunciamiento técnico fechado 3 de diciembre de 2019 (fls.698-699) el área 

catastral de la UAEGRTD dejó expresa constancia que de acuerdo con la orden emitida por este 

despacho judicial, los días 2 y 3 de julio de 2019 se procedió a realizar verificación de linderos de 

los predios solicitados en restitución de tierras denominados “Sol y Sombra” y “ Los Laureles”, 

aclarando que  

 

se realizó la revisión de cercas físicas de acuerdo al replanteo de los polígonos resultantes de los 
procesos de georreferenciación de dichas solicitudes de restitución de tierras, en donde fue posible 
constatar que dichos polígonos en estado definitivo no presentan traslapes físicos, ya que 
cuentan con un lindero en cerca de alambre en común. Así pues, se concluyó que el predio Sol y 

Sombra (polígono en estado definitivo) no presenta traslape con el predio denominado “Laureles”. 
(subrayas y negritas nuestras) 

 

En dicho informe, igualmente se advirtió por parte del equipo catastral de la UAEGRTD que, en 

cumplimiento de la orden emanada de este despacho en fecha 29 de noviembre de 2019, 

procedieron a realizar análisis cartográfico y espacial de los polígonos resultantes de los 

procedimientos de georreferenciación realizados durante el trámite administrativo de los procesos 

de restitución de tierras de los predios “Sol y Sombra”, “Los Laureles”, “además de los resultados 

de las labores de campo realizadas los días 2 y 3 de julio de 2019 a la vereda  La Victoria del 

municipio de Copey”. (subrayas y negritas fuera del texto original). 

 

En consonancia con lo anterior, las afirmaciones realizadas por la recurrente no son de recibo para 

esta célula judicial, toda vez que las mismas no cuentan con la entidad de desvirtuar lo informado 

por el equipo técnico de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN 

DE TIERRAS DESPOJADAS en su dictamen, que dicho sea de paso fue objeto de traslado frente a 

todos los intervinientes en el proceso, sin que hubiere sido controvertido en forma alguna.   

 

Corolario de lo considerado, no se accederá a lo pretendido por el censor, por tanto, no se repondrá 

la decisión contenida en Auto Interlocutorio No.0324 de fecha diez (10) de octubre de 2022. 
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JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

ESPECIALIZADO EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE 

VALLEDUPAR - CESAR 

 

AUTO INTERLOCUTORIO No 0028 

 

Conforme lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras 

de Valledupar, 

IV. RESUELVE 

 

PRIMERO: NO REPONER el Auto Interlocutorio No. 0324 de fecha diez (10) de octubre de dos mil 

veintidós (2022) proferido por este Despacho Judicial, por las razones señaladas en la parte motiva 

de ese proveído.  

 

SEGUNDO. -  DISPONER de conformidad con el Articulo 93 de la Ley 1448 de 2011, que las 

providencias que se dicten se notificarán por el medio que el Juez o Magistrado considere más 

eficaz. Las comunicaciones que se den sobre el trámite del presente proceso, se enviarán y/o 

recibirán por este estrado judicial en el correo electrónico 

j02cctoesrtvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 

JUEZ 
Proyectó: María C. Torres / Oficial Mayor  
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JUZGADO 2 CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

CESAR 

 

ACTA DE DILIGENCIA 

INFORMACIÓN DE LA DILIGENCIA  

Tipo de diligencia ENTREGA DE PREDIO   

No. de Radicado 20001-31-21-002-2016-00180-00 

Fecha de 
diligencia 

08 de octubre de 2021. 

Hora 11:20 A.M. Hora de cierre 12:50 P.M. 

Lugar/Nombre del 
predio 

“Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, municipio de El Copey - Cesar 

Objetivo ENTREGA DE PREDIO   

DESARROLLO DE LA DILIGENCIA 

 

 
 

Procede el Despacho a instalar diligencia de entrega de predio al señor FIDEL ANTONIO 

YEPES, del predio denominado “Sol y Sombra”, Vereda “La Victoria”, municipio de El 

Copey - Cesar, identificado con FMI No. 190-159128 e individualizado con cédula 

catastral No. 20-238-00-01-0005-0161-000, en atención a lo resuelto en SENTENCIA No. 

067 de fecha trece (13) de noviembre de dos mil veinte (2020). Se procede a realizar la 

referida diligencia. 

 

Se deja constancia que se encuentran presentes. 

 

- EMIRO ALBERTO DAZA SARMIENTO C.C. 15.173.975, Tp. 153485 apoderado de 

los beneficiarios en representación de la UAEGRTD. 

- JORGE MARIO OCHOA DAZA C.C.  77.096.659 ingeniero del Área Catastral de la 

UAEGRTD. 

- FIDEL ANTONIO YEPES C.C. 5.007.067 Beneficiario. 

 

- RECONOCER personería jurídica al doctor EMIRO ALBERTO DAZA SARMIENTO 

identificado con C.C. No. 15.173.975, y portador de la Tarjeta Profesional No. 153485 

actuar en representación de los intereses del señor FIDEL ANTONIO YEPES por 

sustitución de la Dra. SINDY PALOMA DAZA DAZA. 

 

- Se deja constancia que se realizó registro audiovisual del recorrido el predio con el 

acompañamiento del Beneficiario identificando todos los puntos del predio del cual se 

realizara la entrega material del mismo, no se encontró ningún tipo de edificación, 

encontrándose el señor FIDEL ANTONIO YEPES de acuerdo con los mismos.  

 

Realizadas las respectivas consideraciones, el Juez Segundo Civil del Circuito 

Especializado en Restitución de Tierras de Valledupar 

 

RESUELVE: 

 

- PRIMERO. – HACER ENTREGA MATERIAL del predio Sol y Sombra”, Vereda “La 

Victoria”, municipio de El Copey - Cesar, identificado con FMI No. 190-159128 e 

individualizado con cédula catastral No. 20-238-00-01-0005-0161-000 al señor FIDEL 

ANTONIO YEPES C.C. 5.007.067 

 

- SEGUNDO: INSTAR a la Unidad Administrativa de Restitución de Tierras para que 

dé inicio a las gestiones pertinentes para procurar que la beneficiaria de la sentencia 
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JUZGADO 2 CIVIL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO EN 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DE VALLEDUPAR 

CESAR 

 

ACTA DE DILIGENCIA 

y su núcleo familiar reciban las medidas de atención pertinente relacionadas con la 

entrega del subsidio de vivienda y proyectos productivos 

 

Corrido el traslado de las presentes decisiones, las partes se encuentran conformes con 

las mismas. No siendo otro el motivo de la presente diligencia, se da por terminada 

las 12:50 P.M.  

 

 
LUIS CARLOS SOLÓRZANO PADILLA 

JUEZ 
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Unida Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Ticrnts Despojadas 

Al contestar cite este rodicado No: DTCG2-202300262 

!Fecho: 2 de mano de 2023 07:46:50 AM 

:Origen Sede Central - Atención al Ciudadano 

Dcstin : EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO. 

I I 1111 111 J111111§1,11111 
Valledupar 

Señor 
EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO 
anavidesjudiciales@gmail.com  

ASUNTO: Respuesta a petición con radicado interno DSC1-202302905. 

Cordial saludo, 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas — 
Unidad de Restitución o UAEGRTD— recibió petición del asunto en la cual solicita informar 
si sobre el folio de matrícula inmobiliaria relacionado en la petición se sobrepone alguna 
solicitud de restitución. 

En atención a lo solicitado mediante el oficio del asunto, amablemente me permito 
informarle que una vez verificado el Sistema del Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente y el shp de ruta colectiva de las solicitudes realizadas sobre 
territorios indígenas o territorios afro, con corte al 10  de marzo de 2023, y conforme a la 
información suministrada se obtuvo el siguiente reporte: 

NOM_PREDIO CÉDULA CATASTRAL 
FOLIO DE SOLICITUDESSOLICITUDES DE 

RESTITUCION RUTA 
INDIVIDUAL OBSERVACION 

SOL Y 
SOMBRA 20238000100050161000 190-159528 

presenta solicitud o 
la fecha ID_63211, en 
estado de SENTENCIA 

DE 	ACUERDO 	CON 	LA 
INFORMACION 	SUMINISTRADA 
DE 	LOS 	PREDIOS 	DE 	SU 
PERTENECIA, 	CUADRO 	DE 
COORDENADAS Y PLANO DE SU 
LEVANTAMIENTO, SE EVIDENCIA 
UN TRASLAPE CON EL PREDIO 
DENOMINADO SOL Y SOMBRA, 
ID 63211, RELACIONADO EN LA 
TABLA 	ANTERIORMENTE 
DESCRITA 

No obstante lo anterior, es preciso señalar que el resultado de la presente consulta no 
implica que en el futuro y en relación con el predio mencionado, se puedan presentar 
solicitudes ante la -UAEGRTD orientadas a inscribir en el Registro de Tierras Despojadas y 
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Abandonadas Forzosamente (RTDAF) y/o el Registro Único de Predios y Territorios 
Abandonados por la Violencia (RUPTA). 

Adicionalmente, es probable ya exista una solicitud que aún no ha sido espacializadai o 
sobre la cual no se haya adelantado la actividad de georreferenciación, por lo que no es 
posible definir la existencia de un traslape con el predio a la que hace referencia en su 
petición. 

Lo anterior, debido a que los solicitantes en ocasiones no aportan los datos, información o 
documentos del predio para su individualización y verificación; así como también, 
jurídicamente el inmueble puede pertenecer a un predio de mayor extensión o 
encontrarse sobre el mismo o ser objeto de división material que dé lugar a segregación 
del folio referenciado en el petitorio, lo que sólo puede establecerse una vez se lleve a 
cabo la plena identificación e individualización de los predios solicitados a través de la 
georreferenciación. 

Esperamos haber contribuido de manera satisfactoria a las inquietudes planteadas en su 
petición. 

Cordialmente, 

S ID NAVARRO 
Directora Territorial Territorial Cesar - Guajira. 
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. 

Proyectó: 	- Atención al Ciudadano 
Anexos: 	N/A 

_ VoBo: 

' Identificació p liminar de un predio solicitado en restitución. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA 

SALA CIVIL ESPECIALIZADA EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS 
SGC 

Consejo Superior 
Lie la Judicawra Magistrada: Laura Elena Cantillo Araujo. 

Radicado No. 20001-31-21-001-2018-00060-00 

Radicado Interno No. 017-2019-02 

Fue aportado como anexo a la demanda copia del documento privado titulado "contrato 

de promesa de compraventa de un inmueble rural" suscrito por Ana Gilma Arrieta Dueñas, 

como "vendedora" y José Osear Quintero Olivella, en calidad de "comprador", el cual en 

su cláusula primera describe como objeto del contrato: 

"LA VENDEDORA promete dar en venta real, positiva, cierta a favor del COMPRADOR todos los 

derechos de dominio y posesión que tiene adquiridos sobre el siguiente bien inmueble- Un lote de 

terreno que consta de 40 hectáreas de terreno, ubicado en la vereda La Victoria, Municipio de El Copey, 

departamento del Cesar y repartido en dos lotes así: El primer lote consta de 24 hectáreas y fue 
adquirido mediante escritura pública Número 050 del 2 de mayo de 1994, de la Notaría única de El 
Copey y registrado en Valledupar bajo la matrícula inmobiliaria No. 190-051500. (. . .) El segundo lote 

consta de 16 hectáreas y fue adquirido por la VENDEDORA mediante contrato de promesa compraventa 

suscrito con el señor Orlando Arroyo, el cual reposa en su poder(. . .). SEGUNDA: LA VENDEDORA SE 

COMPROMETE a perfeccionar esta venta por medio de escritura pública, en la cual sea englobado los 

dos lotes ... TERCERO: El valor de esta venta es por la suma de (. . .) ($5. 800. 000. oo), los cuáles serán 

pagaderos así: La suma de (. . .) ($3.000.000,oo) representados en una letra de cambio, la cual será 

cancelada el día 31 de enero de 1998 y el saldo, o sea la suma de dos millones cuatrocientos mil pesos, 
en otra letra de cambio la cual será cancelada el día 31 de julio de 1998, fecha en la cual la vendedora 

hará el traspaso a través de una escritura pública de los dos lotes que vende, los cuales serán 
entregados a paz y salvo por todo concepto. 21" 

Se advierte, que el objeto de contrato citado es el perfeccionamiento de una posterior 

compraventa y no la trasferencia del derecho de dominio a favor del señor José Osear 

Quintero. Además, debe destacarse que en el mentado contrato de promesa no fue 

pactada expresamente entre las partes contratantes la entrega o trasferencia de la 

posesión al momento de la celebración del contrato de promesa. 

Sobre la negociación existente entre los señores José Quintero Olivella y la señora Ana 

Gilma Arrieta Dueñas fueron interrogados varios testigos. 

El señor Lino Guzmán Collante contestó: 

"PREGUNTA: Señor Lino hace un momento nos manifestó que usted trabajaba para el señor José 

Osear, ¿qué mejoras le hizo él al predio Los Laureles? RESPUESTA: Bueno, mejoras bastantes. Lo 

desmontaba, como de la casa se llevaban los ganados escoteros para allá y entonces el man tenía un 

trabajador allá también. De acá llevábamos ganado para allá cuando por lo menos el ganado de ordeñe 

tu sabes que desteta, se lleva al escotero para allá, cuando ya se carga otra vez vuelve y se trae. Pero él 

mantenía un trabajador allá haciéndole a la finca. PREGUNTA: ¿usted tenía conocimiento si ese ganado 
que usted está mencionando era de propiedad del señor José Osear? RESPUESTA: Si señor. ¿A parte 
de la cría de ganados a qué otra actividad dedicaba el predio el señor Osear? RESPUESTA: Bueno, 
tenía cerdos, tenía chivos, había una cría de gallinas muy grande, rosa de maíz, yuca, de todo, pan 

coger; y haciéndole pasto a la vez. PREGUNTA: (. . .) ¿Después que usted retorna el predio en algún 
momento se percató o se dio cuenta o tuvo conocimiento si la señora Ana Gilma, ella regresó también al 

predio? RESPUESTA: Ella regresó también. PREGUNTA: ¿Más o menos en qué año, si tiene 
conocimiento, la señora Ana Gilma regresa al predio Los Laureles? RESPUESTA: Bueno ella regresaron 

21 
Folio 102 C. No. 1. 
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Consejo Superior 
de la Judicatura 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA 

SALA CIVIL ESPECIALIZADA EN RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

Magistrada: Laura Elena Cantillo Araujo. 

SGC 

Radicado No. 20001-31-21-001-2018-00060-00 

Radicado Interno No. 017-2019-02 

millones ochocientos. Me dio un cheque de un señor Rafael de Ávila después me dio ochocientos y me 
quedó debiendo dos millones. PREGUNTA: ¿No se los pagó? RESPUESTA: No me los pagó. 
PREGUNTA: ¿ O sea la actualidad le debe dos millones de pesos? RESPUESTA: Si señor. (. . .) 
PREGUNTA: ¿Cuándo ustedes venden el predio para donde se van? RESPUESTA: Para Bosconia. 
PREGUNTA: ¿ Y usted le sigue cobrando el resto de la plata al señor José Osear Quintero Olive/la? 
RESPUESTA: Si yo venía aquí al Valle, gastaba pasaje, PREGUNTA: ¿Pero si le pagó el resto de la 
plata? RESPUESTA: Me quedó debiendo dos millones de pesos. (. . .) 

PREGUNTA: ¿Usted después que vende el predio supo que explotación dedicó el señor José Osear al 
predio? RESPUESTA: Él tenía ganado allí, creo yo. PREGUNTA: ¿Supo que él le vendió el predio a
Palmeras de la Costa? RESPUESTA: Si señor, yo supe. (. . .) Lo que sí sé decir que él ha vendido dos 
veces eso, porque a mí me quitó veinticinco millones, me quitaba. Allí tengo papeles escrito, ahí los 
tienen los doctores, donde está registrado el papel. PREGUNTA: ¿Para qué le quitó veinticinco millones 
de pesos? RESPUESTA: Para retirarlo de protección para que yo lo vendiera a un señor que le vendí ... 
como es qué se llama el señor, U/piano. Ahí tengo todo en orden señor. (. . .) PREGUNTA: ¿ Y por qué 
decide usted vender el predio Los Laureles si ya lo había vendido con anterioridad? RESPUESTA: No 
seflor, yo decido porque yo me metí allá, hice construcción y eso. Yo estuve, sembré maíz, sembré 
quince hectáreas de maíz. PREGUNTA: ¿Pero usted ya le había vendido el predio al señor José Osear 
Quintero Olive/la? RESPUESTA: Pero no me lo había terminado de pagar, eso no es vendido. (. . .) 
PREGUNTA: ¿Cuándo usted regresó otra vez al predio? RESPUESTA: En el 2009. PREGUNTA:¿ Y con 
quién regresó al predio en el 2009? RESPUESTA: So/a. PREGUNTA: ¿ Qué explotación tenía en el 
predio? RESPUESTA: Tenía maíz, cultivo de maíz, tenía animales y tenía ají. (. . .) PREGUNTA: ¿Usted 
Je informó a José Osear Quintero Olive/la que iba ingresar nuevamente al predio? RESPUESTA: No 
señor. PREGUNTA: ¿Por qué razón ingresa usted al predio si ya había hecho un negocio? 
RESPUESTA: Por qué compran sin escrituras. El que ... uno compra una cosa que tenga escritura, que 
se la haga y tenga. Porque él le vendió a Palmera por ocho millones de pesos, por eso. Yo no voy a

estar pasando hambre pudiendo ir a cultivar y a trabajar porque yo estaba dura todavía, ahora es que 
estoy enferma. (. . .)PREGUNTA: ¿O sea usted es consciente que el señor U/piano Osario Pabón le 
compró el predio legalmente? RESPUESTA: Si señor (. . .) porque es mío. PREGUNTA: ¿Entonces el 
predio es suyo o de José Osear? RESPUESTA: Porque era mío, era mío porque yo tenía escrituras." 

Se extrae hasta aquí que la señora Arrieta negoció el predio con el señor José Osear 

Quintero, debido al contexto de violencia que afectaba a la zona, esto último que ha sido 

ratificado por los demás declarantes. Que el señor José Osear explotaba el predio y que 

luego este se lo vendió a la sociedad Palmera de La Costa; pero la señora Ana Gilma 

tiempo después ingresó nuevamente al predio porque Quintero no le había terminado de 

pagar y este último no tenía escritura pública de venta; razón por la cual, al considerar la 

señora Arrieta Dueñas que el predio aún era de su propiedad, procedió a venderlo a 

Ulpiano Osorio. 

Evidenciándose, entonces, que la señora Ana Gilma Arrieta no ha reconocido al señor 

como propietario o poseedor del inmueble Los Laurales como consecuencia del pluricitado 

contrato de promesa. 

Cabe indicar que en el dossier se encuentran las siguientes probanzas aportadas por el 

opositor Ulpiano Osorio Pavón que alegó ser el actual poseedor del predio Los Laureles, 

mediante contrato celebrado el 1 de septiembre de 2015: 
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desprendido todavía el promitente vendedor, a quien, por tanto el detentador considera dueño, a tal 
punto que lo requiere para que le transmita la propiedad ofrecida'(. .. )"26 

Concluyéndose así que la promesa de compraventa no transfiere posesión, a menos que 

ello se hubiere pactado en ese mismo contrato, lo que no ocurrió en el presente caso pues 
en el documento llamado "promesa de compraventa" no se pactó la transmisión de la 
posesión con la suscripción del convenio, siendo pertinente resaltar que la señora Ana 

Gilma Arrieta Dueñas durante la fase de instrucción del proceso, no reconoció la entrega 

de posesión al señor José Quintero Olivella, y su comportamiento post contractual así lo 

devela, indicando por el contrario que el señor Quintero incumplió el contrato de promesa, 

y que a partir de este supuesto ella bien podía ingresar nuevamente al predio y enajenarlo 

al ser aún de su propiedad. 

Así las cosas se puede inferir que no está acreditada la legitimación por activa de los 

señores José Osear Quintero Olivella y Yorlene Patricia Daza Cañizares, al no haber 
demostrado con suficiencia sus calidades de poseedores del predio Los Laureles que 

alegaron y que exige el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, 

En razón que impone a esta Colegiatura Especializada la insoslayable decisión de 

denegar las pretensiones contenidas en el líbelo genitor conforme a las razones expuesta, 

por lo que se ordenará el levantamiento de los gravámenes que pesan sobre el predio y 

que tuvieron su origen en el presente proceso. 

Por lo anteriormente expuesto, la Sala de Decisión Civil especializada en Restitución de 

Tierras del Tribunal Superior de Cartagena, administrando justicia en nombre de la 
República de Colombia y por autoridad de la Ley. 

5.RESUELVE

5.1 Denegar la protección del derecho fundamental a la restitución de tierras abandonadas 

y despojadas a causa del conflicto armado interno a favor José Osear Quintero Olivella 
y Yorlene Patricia Daza Cañizares, respecto al predio denominado Los Laureles, 

ubicado en la vereda La Ley de Dios del municipio El Copey departamento del Cesar. 

5.2 Declarar fundada la oposición presentada por los señores Ana Gilma Arrieta Dueñas y 

Ulpiano Osario Pabón. 

5.3 Ordénese el levantamiento de las medidas cautelares decretadas dentro del presente 

asunto. 

26 
SC7004-2014 de fecha cinco (5) de junio de dos mil catorce (2014), Radicación N° 11001-3103-042-2004-00209-01, Magistrada 

ponente Ruth Marina Diaz Rueda. 
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Fecha de consulta: 31/07/2023

Ficha: 20238197705500000795

A1

Pobreza extrema

DATOS PERSONALES

Nombres: EDGAR ANTONIO

Apellidos: OSORIO PACHECO

Tipo de documento: Cédula de ciudadanía

Número de documento: 15170544

Municipio: El Copey

Departamento: Cesar

INFORMACIÓN ADMINISTRATIVA

Encuesta vigente: 06/04/2021

Última actualización ciudadano: 06/04/2021

Última actualización via registros administrativos:

*Si encuentra alguna inconsistencia o desea actualizar su información por favor acérquese a la oficina del Sisbén del
municipio donde reside actualmente

“La información de su encuesta debe ser revisada por inconsistencias presentadas en los procedimientos atribuibles a la
recolección de información. La oficina Sisben debe realizar en un plazo no mayor a 12 meses, un proceso para dar
solución a este hallazgo. En caso de que la oficina no realice este proceso en el plazo mencionado, se realizará un
bloqueo preventivo de su encuesta. Si requiere mayor información por favor comunicarse con la oficina Sisbén de su
municipio”

Contacto Oficina SISBEN
Nombre administrador: LUIS ALBERTO MERCADO VILLALBA

Dirección: Carrera 16 NO 9 - 10

Teléfono: 3044457610

Correo Electrónico: secretariadeplaneacion@elcopey-cesar.gov.co
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ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL
DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES

Información de afiliación en la Base de Datos Única de Afiliados – BDUA en el Sistema General de
Seguridad Social en Salud

Resultados de la consulta

Información Básica del Afiliado :

COLUMNAS DATOS
TIPO DE

IDENTIFICACIÓN CC

NÚMERO DE
IDENTIFICACION 15170544

NOMBRES EDGAR ANTONIO
APELLIDOS OSORIO PACHECO

FECHA DE NACIMIENTO **/**/**
DEPARTAMENTO CESAR

MUNICIPIO EL COPEY

Datos de afiliación :

ESTADO ENTIDAD REGIMEN FECHA DE
AFILIACIÓN
EFECTIVA

FECHA DE
FINALIZACIÓN DE

AFILIACIÓN

TIPO DE
AFILIADO

ACTIVO COOSALUD
EPS S.A. SUBSIDIADO 18/01/2021 31/12/2999 CABEZA DE

FAMILIA

Fecha de
Impresión:

07/31/2023
16:19:15

Estación
de

origen:
192.168.70.220

La información registrada en esta página es reflejo de lo reportado por las entidades del Régimen
Subsidiado y el Régimen Contributivo, en cumplimiento de la Resolución 1133 de 2021 del
Ministerio de Salud y Protección Social y las Resoluciones 2153 de 2021 y 762 de 2023 de la
ADRES, normativa por la cual se adopta el anexo técnico, los lineamientos y especificaciones
técnicas y operativas para el reporte y actualización de las bases de datos de afiliación que opera la
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES”.

Respecto a las fechas de afiliación contenidas en esta consulta, se aclara que la Fecha de
Afiliación Efectiva hace referencia a la fecha en la cual inicia la afiliación para el usuario, la cual
fue reportada por la EPS o EOC, sin importar que haya estado en el Régimen Contributivo o en el
Régimen Subsidiado en dicha entidad. Ahora bien, la Fecha de Finalización de Afiliación,
establece el término de la afiliación a la entidad de acuerdo con la fecha de la novedad que haya
presentado la EPS o EOC. A su vez se aclara que la fecha de 31/12/2999 determina que el afiliado
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se encuentra vinculado con la entidad que genera la consulta.

La responsabilidad por la calidad de los datos y la información reportada a la Base de Datos Única
de Afiliados - BDUA, junto con el reporte oportuno de las novedades para actualizar la base de
datos, corresponde directamente a su fuente de información; en este caso de las EPS, EOC y EPS-
S.

Esta información se debe utilizar por parte de las EPS y los prestadores de servicios de
salud, como complemento al marco legal y técnico definido y nunca como motivo para
denegar la prestación de los servicios de salud a los usuarios.

Si necesita retirarse, trasladarse, modificar sus datos o su estado de afiliación en el Sistema
General de Seguridad Social en Salud, se aclara que estas actualizaciones dependen netamente
de las EPS y no de la ADRES, por lo cual la solicitud de actualización debe ser escalada a la EPS
donde se presenta la afiliación.

IMPRIMIR CERRAR VENTANA
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Inicio Reporte Detallado Reportes Agrupados Ayuda Seguridad

1 de 1A C D B F G 100% J K I

Afiliaciones de una Persona en el Sistema

Fecha de Corte: 2023-07-28INFORMACIÓN BASICA

Número de Identificación Primer Nombre Segundo Nombre Primer Apellido Segundo Apellido Sexo

CC 15170544 EDGAR ANTONIO OSORIO PACHECO M

Fecha de Corte:AFILIACIÓN A SALUD 2023-07-28

Administradora Régimen Fecha Afiliacion Estado de Afiliación Tipo de Afiliado Departamento -> Municipio

COOSALUD EPS S.A. Subsidiado 18/01/2021 Activo CABEZA DE FAMILIA EL COPEY

2023-07-28Fecha de Corte:AFILIACIÓN A PENSIONES

No se han reportado afiliaciones para esta persona

AFILIACIÓN A RIESGOS LABORALES Fecha de Corte: 2023-07-28

No se han reportado afiliaciones para esta persona

AFILIACIÓN A COMPENSACIÓN FAMILIAR Fecha de Corte: 2023-07-28

No se han reportado afiliaciones para esta persona

2023-07-28Fecha de Corte:AFILIACIÓN A CESANTIAS

No se han reportado afiliaciones para esta persona

2023-07-28PENSIONADOS Fecha de Corte:

No se han reportado pensiones para esta persona.

VINCULACIÓN A PROGRAMAS DE  ASISTENCIA SOCIAL Fecha de Corte: 2023-07-28

No se han reportado vinculaciones para esta persona.

CONFORME CON LA NORMATIVIDAD VIGENTE, LAS ADMINISTRADORAS SON LAS RESPONSABLE DEL CONTENIDO Y LA CALIDAD DE LA INFORMACIÓN REPORTADA AL RUAF, CUALQUIER INCONSISTENCIA 
DEBE SER INFORMADA A LA ADMINISTRADORA RESPECTIVA, QUIEN DEBE RESOLVERLA.

Ministerio de Salud y Protección Social. 
Dirección: Cra. 13 # 32 - 76. Colombia, Bogotá D.C. PBX: (57-1) 330 5000, Fax: (57-1) 330 5050.

Fecha: 7/31/2023 4:15:54 PM Pag.1

Conmutador: (57-1) 330 5000 - Central de fax:
(57-1) 330 5050
Punto de atención presencial: Carrera 13 No.
32-76 piso 1, Bogotá, código postal 110311
Lunes a viernes de 8:00 a.m. a 4:00 p.m. en
jornada continua

Atención telefónica a través del Centro de Contacto:
En Bogotá: (57-1) 589 3750 Resto del pais: 018000960020
Horario de atención: lunes a viernes de 7:00 a.m. a 6:00 p.m. y
sábados de 8:00 a.m. a 1:00 p.m. en jornada continua.
Versión 2.5

https://ruaf.sispro.gov.co/Inicio.aspx
javascript:void(0)
javascript:void(0)
javascript:void(0)
https://www.youtube.com/user/MinSaludColPrensa
https://instagram.com/minsaludcol/
https://plus.google.com/+MinSaludColPrensa
https://ruaf.sispro.gov.co/atencion/Paginas/rss-msps2.aspx
https://ruaf.sispro.gov.co/Paginas/MinSalud-lider-en-la-proteccion-de-datos-de-los-colombianos.aspx
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Privacidad  - Condiciones

Realice su consulta empresarial o social
Consultar por Nombre o Razón Soc   

 Recomendaciones de uso

15170544   

Digite el número de identi�cación sin puntos, guiones ni dígito
de veri�cación.

Mostrando registros del 1 al 1 de un total de 1 registros Anterior 1 Siguiente

NIT o Núm Id. Razon Social ó Nombre Sigla Municipio/Dpto Categoría

OSORIO PACHECO EDGAR ANTONIO VALLEDUPAR / CESAR PERSONA NATURA

 

C.C. 15170544+

Información de sociedades no operativas:
La Ley 1955 de 2019 y el Decreto 1068 de 2020, facultó a la Superintendencia de Sociedades para
declarar la disolución de las sociedades no operativas. Esta declaración aplica a las sociedades no
sujetas a la supervisión de un ente especializado y que no estén en un proceso de insolvencia de
que trata la Ley 1116 de 2006.

Se presumen no operativas:

Las sociedades que no hayan renovado la matrícula mercantil por tres (3) años consecutivos;
o
Las sociedades que no hayan enviado la información �nanciera requerida por la
Superintendencia de Sociedades durante tres (3) años consecutivos

La Superintendencia de Sociedades tendrá en cuenta la ausencia de renovación de la matrícula
mercantil o de entrega de la información �nanciera oportuna a partir de los años 2021, 2022 y 2023.

Registro
Mercantil (/RM)

El Registro Mercantil es el
servicio que ofrecen las
Cámaras de Comercio que
brinda la oportunidad de
que su negocio pueda
acceder a los bene�cios y
facilidades que se
obtienen al estar
formalizado.

Registro de
vendedores de
juegos de azar
(/VJSA)

Registro personas
naturales y jurídicas que
ejerzan la actividad de
juegos y azar.

Registro de
veedurías
ciudadanas
(/Veedurias)

Este registro corresponde
a las diferentes
organizaciones que
ejercen vigilancia sobre:
Gestión pública y
Entidades públicas o
privadas.



 

Acceso
Privado Olvido su contraseña? (/Account/ForgotPassword)

Consulta Para Entidades (https://entidades.rues.org.co/)  Consulta Bene�cio a Empresarios (https://bene�cios.rues.org.co/)

Guía de Usuario Público (/GuiaUsuarioPublico/index.html)  Guía de Usuario Registrado (/GuiaUsuarioRegistrado/index.html)

Cámaras de Comercio (/Home/DirectorioRenovacion)  ¿Qué es el RUES? (/Home/About)
(/)

 Inicio (/)

  Registros



Estado de su Trámite
(/RutaNacional)



Cámaras de Comercio
(/Home/DirectorioRenovacion)



Consulta Tratamiento
Datos Personales
(/Home/HabeasData)



Formatos CAE
(/Home/FormatosCAE)



Recaudo Impuesto de
Registro
(/Home/CamRecImpReg)



Acceso
privado


https://www.google.com/intl/es-419/policies/privacy/
https://www.google.com/intl/es-419/policies/terms/
https://www.rues.org.co/RM
https://www.rues.org.co/VJSA
https://www.rues.org.co/Veedurias
https://www.rues.org.co/Account/ForgotPassword
https://entidades.rues.org.co/
https://beneficios.rues.org.co/
https://www.rues.org.co/GuiaUsuarioPublico/index.html
https://www.rues.org.co/GuiaUsuarioRegistrado/index.html
https://www.rues.org.co/Home/DirectorioRenovacion
https://www.rues.org.co/Home/About
https://www.rues.org.co/
https://www.rues.org.co/
https://www.rues.org.co/RutaNacional
https://www.rues.org.co/Home/DirectorioRenovacion
https://www.rues.org.co/Home/HabeasData
https://www.rues.org.co/Home/FormatosCAE
https://www.rues.org.co/Home/CamRecImpReg
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RUESWEBPRDWS19
v. 20210616

ENLACES RELACIONADOS
 Sitio Web de Confecámaras (http://www.confecamaras.org.co)
 Registro Nacional de Turismo - RNT (http://rnt.confecamaras.co)
 Reporte de Entidades del Estado - RUP (https://ree.rues.org.co)
 Registro de Garantías Mobiliarias (http://www.garantiasmobiliarias.com.co)
 Registro Único Nacional de Entidades Operadoras de Libranza

(http://runeol.rues.org.co/)
 Sistema de Inspección, Vigilancia y Control de los Municipios y Cámaras de

Comercio (http://ivc.confecamaras.co/)

Registro Único
de Proponentes
(/RUP)

El Registro Único de
Proponentes (RUP), es un
registro público que
certi�ca los requisitos
habilitantes de los
proponentes y en él se
inscriben todas las
personas naturales y
jurídicas interesadas en
participar en la
contratación de bienes,
obras y servicios, incluidos
los de consultoría, que
adelantan las entidades
del Estado.

Entidades sin
Ánimo de
lucro (/ESAL)

En este Registro se
inscriben todas las
personas jurídicas que
dentro de su objeto
social no contemplan
actividades de carácter
mercantil.

Registro de
entidades
extranjeras de
derecho
privado sin
ánimo de lucro
(/ONG)

Corresponde a las
personas jurídicas
extranjeras de derecho
privado y a las
Organizaciones No
Gubernamentales (ONG)
extranjeras sin ánimo de
lucro, con domicilio en
el exterior.

Registro
nacional de
turismo (/RNT)

En el Registro Nacional
de Turismo (RNT) deben
inscribirse todos los
prestadores de servicios
turísticos que efectúen
sus operaciones en
Colombia.

Registro de entidades
de economía solidaria
(/EconomiaSolidaria)

Aquí encontrará las entidades de
naturaleza cooperativa, los fondos
de empleados y las asociaciones
mutuales, así como sus organismos
de integración y las instituciones
auxiliares del cooperativismo.

Registro Único
de Entidades
Operadoras de
Libranza
(/RUNEOL)

El Registro Único
Nacional de Entidades
Operadoras de Libranza,
tiene como objeto dar
publicidad a las
entidades operadoras
de libranza o descuento
directo.



Consulta Para Entidades (https://entidades.rues.org.co/)  Consulta Bene�cio a Empresarios (https://bene�cios.rues.org.co/)

Guía de Usuario Público (/GuiaUsuarioPublico/index.html)  Guía de Usuario Registrado (/GuiaUsuarioRegistrado/index.html)

Cámaras de Comercio (/Home/DirectorioRenovacion)  ¿Qué es el RUES? (/Home/About)
(/)

 Inicio (/)

  Registros



Estado de su Trámite
(/RutaNacional)



Cámaras de Comercio
(/Home/DirectorioRenovacion)



Consulta Tratamiento
Datos Personales
(/Home/HabeasData)



Formatos CAE
(/Home/FormatosCAE)



Recaudo Impuesto de
Registro
(/Home/CamRecImpReg)
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http://ivc.confecamaras.co/
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https://www.rues.org.co/ESAL
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Recibo Número: 82239524

Documento CC-1065590606
Usuario Sistema: ORLANDO JOSE  MEZA

La consulta fue procesada correctamente en la entidad y no se ha encontrado ningun inmueble que coincida con los parametros de
busqueda Documento: [Cedula de Ciudadania - 5136660]

31/07/2023 4.37 PMFecha

CUS Seguimiento: 79291333

Para verificar la autenticidad de esta consulta escanee el siguiente código QR o ingrese a
snrbotondepago.gov.co opción Validar Otro Documento con el código 230731629080364339

Boton de PagoConvenio
230731629080364339PIN

Oficina Matricula Direccion Vinculado a
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Bogotá D.C.  - Colombia

La columna <<Vinculado a>> corresponde a el parámetro de búsqueda con el que fue obtenido el registro, puede ser por Tipo y Numero de Documento, Nombres, y
Apellidos, Razón social, Numero CHIP o Matricula catastral, si desea obtener información de los propietarios actuales ingresa a certificados.supernotariado.gov.co opción

validación consultas y allí ingresando el número de recibo en la parte superior podrá ver la información de los propietarios actuales por cada registro encontrado.

Esta consulta refleja lo contenido en el sistema de información registral en la fecha y hora de su realización y NO constituye un certificado
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A continuacion puede ver el resultado de la transaccion para la consulta por parametros Documento: [Cedula de Ciudadania -
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